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1. Objetivos del éstudio, métodologia y fuentes de datos

Este informe de diagnóstico corresponde a la primera fase del trabajo del grupo « Instrumentos Económicos y Financieros », que se inscribe dentro de un proceso más global llevado a cabo por el proyecto FREPLATA de diagnóstico transfronterizo. Según los términos de referencia, los objetivos de esta componente del proyecto son los siguientes :

· evaluar los Instrumentos Económicos y Financieros existentes en los dos países en lo que refiere al control y a la reducción de la contaminación ambiental ;

· presentar una revista de experiencias sobre este tema realizadas en otros países y en regiones de características similares ;

· recomendar una estrategia realista para introducir este tipo de instrumento en la zona del proyecto ;

Este informe de diagnóstico presenta los dos primeros puntos señalados aquí arriba.

La metodología utilizada para realizar este diagnóstico fue la siguiente :

· búsqueda de los elementos jurídicos que conforman el marco actual de la temática ;

· entrevistas con personas de las principales instituciones de cada país poniendo en juego las herramientas más cercanas a los Instrumentos Económicos y Financieros ;

· realización de un taller de trabajo e intercambio sobre el tema en cada país (setiembre del 2002), taller reuniendo representantes de las principales instituciones relacionadas con el medio ambiente (ver lista de personas invitadas en anexo);

· revista de síntesis existentes sobre las diferentes experiencias internacionales, y explotación de los conocimientos de SOGREAH sobre la experiencia francesa en el ámbito.

El informe de diagnóstico comprende cuatro partes principales.

La primera desarrolla elementos generales sobre los Instrumentos Económicos y Financieros, y presenta una tipología de los instrumentos existentes.

La segunda contiene algunas experiencias internacionales interesantes, en Europa y en América Latina.

A continuación se desarrolla el diagnóstico de los Instrumentos Económicos y Financieros actualmente puestos en práctica en Argentina y Uruguay.

Finalmente, un capítulo de conclusión sintetiza los anteriores, y presenta los pro y los contra para la puesta en práctica de los Instrumentos Económicos y Financieros en el Río de la Plata. 

2. Generalidades sobre los Instrumentos Económicos y Financieros 

2.1. Los instrumentos económicos y financieros son uno de las herramientas de la política ambiental

Entre las herramientas de la política ambientalista cuyos fines son influir en el comportamiento de los actores económicos, se distinguen tradicionalmente los instrumentos de comando y control (instrumentos jurídicos que enmarcan las prácticas de los actores), y los Instrumentos Económicos y Financieros.

[image: image1.jpg]'COMPONENTES DE GESTION DE LOS RECURSOS DE AGUA

TECNICAS Y TECNOLOGIAS

INSTRUMENTOS DE GESTION
Y ECONOMIA POLTICA

'ORGANIZACIONES,
DES HUMANAS

STRCMENTOS INSTRUMENTOS ECONOMICOS
JURIDICOS DE INCITACION
NORMATIVA DEL USO
CUALITATVO REGLAMENTACION MEDIOS DE TASACION ; o
ﬂ:}ﬁﬁi’,‘.ﬂ; POR OBJETIVOS FINANCIERA AYUDAS FINANCIERAS

|- uso directo

|- Derecho de desagiie

L. usos particulares

|- Objetivo de calidad del medio
ambiente
|- Planificaciony ordenamiento
territorial

L. Desarollo tecnologico
previsible

|- Principio «Contaminador-
Pagadon

|- Canon especifico sobre

usos directos

|- Canon especifico sobre
desagiie (base tributaria-tasa)

L Tasacion fija

|- Reduccion y desgravacion
fiscales

|- Pagos financieros
monetarios (Ayudas)

L. Programas de ayudas
preventivos




Figura 1: Componentes de gestión de los recursos de agua

Los instrumentos de comando y control intentan influenciar directamente el comportamiento de los contaminadores con respecto al medio ambiente, constriñéndolos con una serie de normas. Al contrario, « los Instrumentos Económicos y Financieros crean señales de precios directos permitiendo a los productores y consumidores apreciar la rareza de los recursos ambientalistas, y el costo de la contaminación. El hecho que los precios relativos a los productos y a las actividades contaminantes sean más elevados, influye sobre las decisiones de consumo, claramente sobre la elección de los consumidores entre los diferentes productos o actividades. Los Instrumentos Económicos y Financieros son también para la industria una incitación a evitar la contaminación y a reestructurar para abandonar la fabricación de productos y métodos de producción que contaminen, y así contaminar menos para no tener que llegar a tratar los contaminantes » (Ref. 12).

La teoría de los Instrumentos Económicos y Financiero se basa sobre dos elementos principales :

El primero es la externalidad negativa : los actores económicos, contaminando o consumiendo los recursos naturales, inducen efectos negativos sobre otros actores, presentes o por venir. El costo de esos efectos, o externalidad negativa, no está integrado en los costos de producción, ni en consecuencia en las decisiones de consumo.

El segundo, es el principio de Contaminador – Pagador, que apunta a que « el contaminador soporta el costo de las medidas de reducción de la contaminación decididas por los poderes públicos, con el fin que el ambiente esté en un estado aceptable » (Ref. 13).

Los actores económicos se ven internalizados (es decir tomarlos en cuenta en los costos de producción) las externalidades negativas, con el fin de optimizar la utilización de los recursos naturales.

Fue la OCDE la primera en promover en el ámbito internacional la utilización de los Instrumentos Económicos y Financieros. En 1972, la organización adoptaba una recomendación en la que afirmaba la necesidad de « realizar un mejor uso de los recursos, haciendo que los precios de los bienes dependientes de la cantidad y/o de la calidad de los recursos ambientalistas refleje más estrechamente su rareza relativa y que los agentes económicos actúen en consecuencia »
. 

2.2. La eficiencia economica de los  IEF

Se distinguen tradicionalmente dos tipos de eficiencia para los Instrumentos Económicos Financieros : la eficiencia estadística, y la eficiencia dinámica.

· Eficiencia  estática

Una herramienta de política ambientalista es eficiente económicamente si induce una igualación de los costos marginales de descontaminación entre las empresas. Es decir, cuando el costo de cada unidad de contaminación tratada es al final igual en todos los sectores. En el caso contrario, algunos de los sectores invierten en sistemas de descontaminación onerosos y que reducen poco la contaminación, mientras que los fondos invertidos podrían ser mucho más eficaces en otro sector cuyos costos marginales fueran más bajos. Los instrumentos reglamentarios, basados en general sobre la prescripción de normas de rechazo, no permiten ejercer esta igualación de los costos marginales de descontaminación, porque las administraciones no disponen de las informaciones necesarias concernientes estos costos para cada empresa que las permitiría de adaptar las normas.

Inversamente, los Instrumentos Económicos y Financieros favorecen las inversiones en los sectores industriales donde los costos de descontaminación son los más bajos. « Las empresas pueden elegir entre : suprimir una unidad de contaminación suplementaria si el costo de descontaminación es inferior a la tasa o al precio del permiso transable o comprar un permiso de emisión si el costo marginal de descontaminación es elevado. Es por eso que las empresas que poseen los costos de descontaminación más bajos son las que contribuyen en mayor medida a la descontaminación [...]. De esta manera el costo total de la descontaminación es mínimo, y las empresas pagan los mismos costos marginales. La agilidad y las incitaciones que componen los Instrumentos Económicos y Financieros son la clave de un sistema de descontaminación al menor costo. 
»

Es en este sentido que los Instrumentos Económicos y Financieros tienen una eficiencia estática.

Además los Instrumentos Económicos y Financieros inducirían aumentos de costo de producción que incitarían a los consumidores a tornarse hacia otros productos cuyo proceso genere menos contaminantes.

· Eficiencia dinámica

Los Instrumentos Económicos y Financieros, por oposición a las herramientas reglamentarios, incitan a reducir las emisiones por debajo de las normas de rechazo. Imponen al contaminador « pagar por las emisiones residuales además de los costos de descontaminación[Ref. 12]».

Crean una incitación continua a la descontaminación, a medida que las tecnologías evolucionan y que sus costos se reducen : la aparición de una nueva tecnología con un costo marginal de descontaminación inferior al costo de la tasa ambiental incita a los industriales a invertir en ella. Es en este sentido que los Instrumentos Económicos y Financieros presentan también una eficiencia dinámica.

2.3. Las opciones para el producto de los IEF

El producto de los Instrumentos Económicos y Financieros presenta cuatro tipos de afectaciones posibles : puede alimentar las rentas generales del Estado, alimentar un fondo específico con finalidad ambientalista, ser redistribuido a empresas que hacen un esfuerzo de descontaminación según un mecanismo particular o bien servir para la disminución de otras tasas o impuestos.

El depósito de este producto a las rentas generales del Estado mostraría una mayor flexibilidad en la utilización de los fondos, que se pueden orientar hacia sectores prioritarios.

La alimentación de un fondo específico al contrario tornaría más rígida la utilización del producto de los Instrumentos Económicos y Financieros sobre programas que pueden continuar más allá de su duración de vida óptima. 

El depósito a las rentas generales del Estado, sin embargo, induce una evaporación de los fondos cosechados en acciones no definidas. Esta misma es más riesgosa en los países emergentes donde los recursos presupuestarios son reducidos. Esta evaporación es generalmente mal vivida para aquellos que pagan la tasa. « Por esta razón muchos países han optado por la alimentación de un fondo específico dedicado al medio ambiente, porque la consideran como un instrumento que favorece la aceptación de una tasa nueva o seleccionada » [Ref. 12]. 

El reciclaje de estos ingresos a las mismas empresas contaminantes (restituyendo evidentemente más a aquellas que hagan un esfuerzo de descontaminación)  presenta la ventaja de no tener incidencias sobre los ingresos globales del sector. Mientras las empresas  más contaminantes pierden las otras ganan.

En fin, la utilización del producto de los Instrumentos Económicos y Financieros para reducir otras tasas o impuestos está basada sobre la teoría del doble dividendo (cuando se trata de tasas o de gastos sociales), que será desarrollada a continuación.

2.4. Los impactos económicos de los IEF

2.4.1. La teoría del doble dividendo

Si se cobra una tasa sobre la contaminación y si se afecta el producto de esta tasa a la reducción del costo del trabajo, se puede esperar obtener conjuntamente una reducción de los desechos contaminantes y del desempleo. Esta es la teoría del doble dividendo, que ha comenzado a ponerse en práctica en algunos países.

Bélgica afecta la « tasa especial sobre la energía » a un fondo especial destinado a financiar los gastos de seguridad social. En los Países Bajos, una parte importante de las ganancias obtenidas gracias a la « tasa reglamentaria sobre la energía » financia una reducción de las cotizaciones patronales de seguridad social [Ref. 14].

El suceso de un Instrumento Económico y Financiero basado en el principio del doble dividendo depende de diferentes condicionantes :

· « Para que el efecto sobre el empleo sea significativo, es necesario que las quitas sobre los salarios disminuyan en una proporción importante, y de esta manera que las ecotasas produzcan ganancias suficientes.

· Una ecotasa eficaz en materia ambiental ve necesariamente su producto reducirse a medida que las emisiones disminuyen. Por lo tanto, para mantener un nivel de ganancias constante que permita financiar la reducción del impuesto sobre el trabajo, es necesario ajustar regularmente al dispositivo fiscal »
.

No conocemos por el momento la existencia de evaluaciones ex-post sobre la eficacia del doble dividendo para las tasas que han sido construidas basándose en este principio. La mayoría de los elementos cuantificados han sido extrapolados de modelos econométricos. La OCDE [Ref. 14] concluye que « el efecto sobre el empleo, cuando éste existe, parece pobre, de manera que, por lo general esta estrategia no es considerada como capaz de aportar una solución estructural a los problemas de desempleo a largo plazo ».

2.4.2. Los efectos redistributivos

¿Cuál es la incidencia de los Instrumentos Económicos y Financieros sobre la distribución de las ganancias ?

Existe un cierto número de análisis sobre las tasas ambientales, que muestra que en muchos casos éstas poseen un efecto regresivo (aumento de las desigualdades sociales), los más bajos recursos se encuentran más afectados que los más altos recursos. Un análisis de Barker y Köhler (1998) 
 sobre once países de la UE, muestra que las tasas sobre la energía poseen un efecto levemente regresivo. Es también el caso de las tasas suecas y finlandesas sobre el CO2.

Sin embargo, y por lógica, los efectos positivos sobre el medio ambiente deben traducirse prioritariamente en las capas más desfavorecidas de las poblaciones. Esto ha sido demostrado por Luhman (1998) 
 en la ciudad de Berlín, y es evidente que esto es aun más cierto en los países en vías de desarrollo donde las poblaciones urbanas más desfavorecidas son las más afectadas por las diversas emisiones contaminantes.

Este efecto regresivo puede ser corregido por dos tipos de intervenciones :

· Ya sea por una atenuación ex-ante de los factores de regresividad, que modifican entonces los modos de cálculo del IEF, y en parte su eficacia. 

· Ya sea por medidas compensatorias aplicables ex-post, que no modifican la estructura del Instrumento Económico y Financiero (redistribución de todo o parte del producto bajo la forma de una reducción de impuesto). Es el caso de la tasa suiza sobre el contenido en azufre del combustible para uso doméstico que es restituida a las familias en forma de prorrata según el nombre de personas en el hogar. [Ref. 13].

2.4.3. Efectos sobre la competencia

Se trata aquí de un elemento esencial opuesto a la puesta en práctica de los Instrumentos Económicos y Financieros por los industriales : los Instrumentos Económicos y Financieros inducirían un aumento de los costos de producción que provocarían una reducción de la competitividad de las empresas. 

No obstante, el efecto de los Instrumentos Económicos y Financieros es variable. Se puede distinguir esquemáticamente dos situaciones teóricas :

· Cuando el sector industrial produce bienes no intercambiables internacionalmente (como por ejemplo el caso de las canteras de granulados), o está beneficiado por protecciones aduaneras a la importación : entonces el costo adicional ligado a la puesta en práctica del IEF tendrá repercusión sobre el consumidor. Las importaciones no aumentarán pero la demanda nacional disminuirá (según su elasticidad – precio).

· Inversamente, cuando el sector industrial depende directamente de la competencia internacional, éste no puede aumentar sus precios de venta y es entonces su rentabilidad la que va a disminuir. A término, los capitales corren riesgo de orientarse hacia otros sectores más rentables.

Para evitar una penalización excesiva de ciertos sectores industriales, diferentes tipos de medidas han sido puestas en práctica :

· Las exoneraciones, las fijaciones de plafones y los intereses reducidos son utilizados por numerosos países. « En Suecia, por ejemplo, la industria gozaba inicialmente de una reducción del 75% de la tasa sobre el carbono. La base de datos de la OCDE cuenta aproximadamente con 1000 exoneraciones para las 235 tasas ligadas al medio ambiente identificadas». [Ref. 13].

· El reembolso de la tasa correspondiente a una reducción de impuestos ;

· El reciclaje de las ganancias fiscales bajo la forma de una reducción de los costos salariales (ver más arriba) ;

· La puesta en práctica progresiva de las tasas permite a las empresas adaptarse y modificar sus procesos (caso de la tasa alemana sobre la electricidad introducida en 20 DM por MWh en el 2000, y que aumenta en 5DM por año hasta el 2003. [ref 13])

· En fin, la imposición de ajustes fiscales fronterizos que se torna cada vez más difícil en el marco actual de la liberalización de los intercambios comerciales.

Sin embargo, la mayoría de estas medidas son criticadas fuertemente por los ambientalistas (y en particular las exoneraciones de las que son objeto las actividades más contaminantes), en la medida en que retardan las mejoras ambientales.

2.5. Los costos administrativos

Los costos administrativos corresponden a los costos de mano de obra y gastos de mantenimiento generados por la implementación de los Instrumentos Económicos y Financieros. Los elementos disponibles sobre los costos administrativos se refieren principalmente a las tasas. El costo de recaudación de las tasas de medio ambiente varía en función de diversos elementos :

· la cantidad y complejidad de las bases tributarias (sólo la DBO5 y los Sólidos Suspendidos o también los metales pesados) ;

· la cantidad de contribuyentes (solamente las grandes empresas químicas, o bien todos los talleres artesanales de tratamiento de superficie) ;

· la cantidad y complejidad de las disposiciones particulares del tipo exoneración;

· la existencia previa de una base de datos informativa que permite establecer la tasa;

· la dificultad de medida o estimación de los flujos de agentes contaminantes.

Lógicamente, si la tasa es eficaz, su costo administrativo debe aumentar con el trascurso del tiempo : el agente contaminante gravado disminuye, pero los gastos de recaudación permanecen casi constantes.

Existen pocos estudios sobre este tema, pero es posible citar algunos ejemplos (Ref. 12).  Los costos administrativos de la tasa de descarga en el vertedero de basuras británico son del orden del 0,6% de los ingresos. Los de la tasa sobre el CO2 en Dinamarca son del orden del 1 al 2 % del producto de dicha tasa. En el extremo opuesto, las ecotasas belgas sobre los productos presentan costos administrativos veinte veces más elevados que los ingresos que generan.

2.6. Construir un instrumento económico y financiero: los mecanismos de concertación

El acuerdo previo es un elemento primordial para asegurar la aceptación social de un Instrumento Económico y Financiero. Varios países han instrumentado estructuras de concertación cuyo rol es lanzar el debate a nivel nacional, y tomar en cuenta las opiniones de los diferentes actores en la concepción  de los Instrumentos Económicos y Financieros.

El Reino Unido, por ejemplo, llevó a cabo un acuerdo de tres años (industria, sindicato, público) a partir de 1998, previo a la implementación de la política destinada a reducir los consumos energéticos industriales. De esto resultó un conjunto que agrupa una tasa, acuerdos negociados, exoneraciones y fondos de apoyo.

El detalle de las fórmulas de fijación de tasas de las Agencias del Agua francesas es discutido en el seno del Comité de Bassin (Comité de Cuenca), que reúne a representantes de todos los usuarios del agua, colectividades locales y ministerios.

2.7. Conclusión

Los Instrumentos Económicos y Financieros son herramientas interesantes para la política ambiental, y son desarrollados en muchos países, principalmente en el seno de la OCDE, pero también en otros lugares.  Las únicas tasas vinculadas al medio ambiente representan en 1998 en los países de la OCDE (Ref. 12)   aproximadamente el 2% del PBI, y el 6% de los ingresos fiscales totales (las tasas sobre los carburantes representan la parte esencial de los ingresos). Éstas se encuentran en crecimiento en los últimos años, en países emergentes como Turquía o Corea.

Dichas herramientas constituyen un complemento interesante de las políticas de comando y control, y ejemplos recientes demuestran que éstas no son monopolio de los países desarrollados (Colombia, por ejemplo, ver más adelante).

Varios elementos parecen ser indispensables para la implementación exitosa de los Instrumentos Económicos y Financieros. Ante todo, por supuesto, una voluntad política claramente enunciada y acompañada de objetivos precisos, que permita a la sociedad comprender correctamente la finalidad de esta nueva contribución.  Luego,  mecanismos de concertación que permitan tomar en cuenta las opiniones de todos los actores del medio ambiente, y facilitar la aceptación del instrumento. Finalmente, la afectación de los ingresos a un fondo que posea una finalidad de medio ambiente (y  que no solo financie el funcionamiento de las administraciones del medio ambiente) facilita la aceptación del  impuesto, en la medida en que los contribuyentes ven su utilidad concreta. 

Uno de los principales obstáculos es el efecto sobre la competencia.  En este aspecto, los estudios disponibles parecen mostrar que no es importante. La OCDE concluye que « no se puede excluir la posibilidad de que la disparidad entre normas e tasas ambientales tengan una incidencia sobre la competitividad (al menos en ciertos casos específicos). Sin embargo, no existe prácticamente ningún dato empírico que pruebe que las disparidades entre normas ambientales puedan ejercer una influencia determinante sobre las ventajas competitivas. Evidentemente, esta conclusión ilustra el hecho de que las reglamentaciones sobre medio ambiente han pesado tradicionalmente muy poco sobre los costos. » (Ref. 14).

Del mismo modo,  « ni los datos sobre la inversión, ni las informaciones que se poseen sobre las decisiones de implantación, permiten concluir que las diferencias entre las normas ambientales provocarían la migración de las industrias, o la aparición de paraísos de Contaminadores.  La porción de las inversiones de los países industrializados en los países en desarrollo, afectada a productos ecológicamente sensibles, es muy inferior a la porción correspondiente de las inversiones totales. (Adams, 1997, citado en la  Ref. 14) .

No obstante, aun si esto continúa siendo muy utópico, la coordinación de las políticas ambientales a nivel regional o incluso internacional es uno de los caminos para eliminar los frenos vinculados a los miedos en cuanto al efecto sobre la competencia.

3. Las diferentes clases de instrumentos económicos y financieros de las políticas ambientales.

El objetivo de este capítulo es definir las principales clases de Instrumentos Económicos y Financieros, y exponer sus características. La definición de los diferentes instrumentos está ejemplificada sólo para facilitar la comprensión del concepto. Es el capítulo siguiente el que presentará un análisis detallado de ciertas experiencias nacionales interesantes.

3.1. Las tasas ambientales

Las tasas son -sin lugar a dudas- los instrumentos más difundidos. En general, se distingue :

· las tasas de vertido o tasas sobre las tomas  ;

· las tasas sobre los productos contaminantes ;

· las tasas administrativas ;

· las tasas por servicios prestados ;

Las tasas de vertido son impuestas sobre los efluentes (aire, agua) o sobre los desechos en función de sus características.  Estas pueden tener el carácter de incentivar la reducción de contaminantes (tasas sobre los contaminantes atmosféricos italianos), financiero, o mixto (tasas sobre los efluentes de las Agencias del Agua en Francia). Se trata de una categoría de tasas extremadamente difundida.

Las tasas sobre los productos contaminantes son impuestas sobre productos muy variados , en la fase de la producción o del consumo : vehículos motorizados (EE.UU…), pilas y baterías (Austria, Dinamarca…), lubricantes (Finlandia, Hungría…), factores de producción agrícolas (Finlandia, Holanda…).  Estas tasas tienen a menudo una finalidad puramente financiera (financiación de los circuitos de recolección y de reciclaje) (Ref. 15).

Las tasas administrativas tienen por objeto financiar las actividades administrativas de control y de concesión de permisos. Son utilizadas por numerosos países, pero no constituyen Instrumentos Económicos y Financieros propiamente dichos.

Las tasas por servicios prestados apuntan a cubrir los gastos de operación y mantenimiento de los servicios de distribución y de tratamiento de las aguas o de recolección de desechos, por ejemplo. Tampoco constituyen Instrumentos Económicos y Financieros, aunque sean clasificadas por ciertos autores dentro de esta categoría.

3.2. Los permisos transables

Hasta el momento, los permisos transables son aplicados esencialmente por Estados Unidos, y en el ámbito de la contaminación del aire.  Este mecanismo se encuentra en vías de negociación a los efectos de una implementación a escala internacional en el marco del protocolo de Kyoto, sobre los gases con efecto invernadero.  Se trata de la creación de mercados artificiales de « derechos para contaminar », limitando el conjunto de la contaminación a un nivel considerado aceptable en términos ambientales, y que los actores económicos pueden intercambiar.

Los americanos han instrumentado dos grandes mecanismos de intercambio de estos permisos: el « Acid Rain Allowance Trading Scheme »  (centrales eléctricas) y el mecanismo californiano « RECLAIM » relativo a las emisiones de NOx y SO2 (ozono). 

Numerosos autores (Ref. 16) consideran que los permisos transables constituyen el sistema más eficaz desde el punto de vista económico para alcanzar el objetivo de reducción de la contaminación.  En efecto, logra que las industrias con los costos de descontaminación más reducidos (costo marginal) opten por una inversión de tratamiento de sus desechos (sabiendo que el costo marginal de una unidad descontaminada es inferior al costo de adquisición del permiso para emitir una unidad de producto contaminante adicional). De esta manera, las inversiones se realizan en los sectores que presentan los costos unitarios de descontaminación más reducidos, lo cual optimiza la eficiencia económica de las inversiones.

Estos mecanismos han mostrado su eficiencia económica en el ámbito de la contaminación atmosférica y en el caso de mercados desarrollados y abiertos (numerosos intercambios), dado que el mecanismo « Acid Rain Program » americano ha permitido una reducción de los costos de descontaminación del orden de un factor 3 (Ref. 16).

Pero en el área de la contaminación del agua, las experiencias continúan siendo extremadamente limitadas y poco concluyentes. En Estados Unidos, el « Lower Fox Trading Scheme » (Wisconsin) se implementó sobre un tramo del « Fox River » particularmente contaminado por desechos de industrias papeleras y de algunas municipalidades. Pero la estrechez del mercado es tal que hasta 1999, se había realizado solamente una transacción (Ref. 15), lo cual evidentemente, limita de una manera importante la eficacia del sistema.

Además, estos sistemas presentan costos de instalación y de funcionamiento elevados.  Weiss/Palmissano (citados en la Ref. 17) consideran que los costos de realización de las transacciones pueden ser superiores al precio mismo de la transacción.  Implican también sistemas de información y de control de gran performance, y por tanto parecen estar poco adaptados a países emergentes.

3.3. Las subvenciones y exoneraciones arancelarias y impositivas

Las subvenciones pueden revestir diferentes formas : donaciones, préstamos con tasas de interés reducidas, disminución de las cargas fiscales o arancelarias.  La mayoría de los países de la OCDE utilizan una amplia gama de subvenciones en diversas áreas : agua, aire, desechos, ahorro de energía. Generalmente, estas subvenciones son alimentadas por fondos recaudados por medio de las tasas ambientales.

La teoría económica pretende que las subvenciones deroguen el principio « contaminador-pagador », excepto para aquéllas que son financiadas a partir de tasas ambientales y orientadas a obtener tasas de descontaminación más elevadas de lo que la reglamentación permitiría (como las de las Agencias del Agua francesas).

En muchos casos, la finalidad de las subvenciones parece no ser tanto la descontaminación sino el sostén a sectores industriales severamente afectados por las normas reglamentarias (Ref. 17).  Las ayudas tienen además la particularidad de favorecer la adopción de tecnologías propias con respecto al tratamiento de los desechos.

En muchos países, las subvenciones son sin embargo una palanca poderosa de evolución hacia una reducción de los desechos.

3.4. Otros instrumentos

Este capítulo reúne los instrumentos de menor importancia con respecto a los anteriores, y que pueden estar al margen de lo que es factible considerar como un instrumento económico. 

3.4.1. Las consignas

Los sistemas de consignación (pago de un depósito que no es recuperado hasta la devolución del objeto consignado) eran originalmente utilizados esencialmente para las botellas de vidrio para bebidas. Eran implementados por el sector privado con la finalidad de reducir costos. Posteriormente los poderes públicos extendieron la idea a otros sectores, imponiéndola mediante la reglamentación.

Actualmente, los dos tercios de los países de la OCDE utilizan sistemas de consignación para las botellas de plástico, las baterías de automóvil y las pilas, las bombillas eléctricas, los recipientes de pesticidas…

Estos sistemas muestran una buena eficacia ambiental, ya que las tasas de retorno son en general superiores al 70% (Ref. 15).

3.4.2. Los estimulos para incitar a la conformidad

Los estímulos para incitar a la conformidad tienden a hacer aplicar la reglamentación directa. Éstos son de 2 clases : las tasas de no conformidad, y los depósitos de buen fin.

Las tasas de no conformidad se cobran cuando un contaminador emite una cantidad de producto contaminante que sobrepasa los límites fijados. Éstas se calculan según el perjuicio ambiental sufrido (Canadá, República Checa…), o según la importancia del  exceso con respecto a los niveles autorizados (Corea, Polonia). Solamente 8 países de la OCDE declaran utilizar este tipo de instrumento (Ref. 15).

Los depósitos de buen fin son abonados a las autoridades antes del inicio de la actividad contaminante.  Éstos se asemejan a las consignaciones por cuanto el contaminador paga por una contaminación potencial que sobrepasa los topes reglamentarios, y que sólo recupera luego de haber probado que evitó dicha contaminación tomando las medidas apropiadas.  Si bien esta herramienta es poco utilizada (Australia, Canadá, Estados Unidos en los que respecta a la OCDE), lo es esencialmente para las actividades de extracción (minas, canteras).

4. Algunos ejemplos de la experiencia internacional en esta área

Este capítulo tiene por finalidad desarrollar algunos ejemplos interesantes de la utilización de Instrumentos Económicos y Financieros para la protección del recurso del agua en el mundo. 

Europa ha implementado desde hace varios decenios un arsenal de tasas ambientales y subvenciones. La implicación de los diferentes países de la Unión en la instrumentación de los IEF es variable.  A continuación, estudiaremos en detalle el ejemplo de Francia, cuyo sistema descentralizado de gestión del agua por medio de una cuenca vertiente es original, y daremos una descripción de las disposiciones existentes en otros países europeos.

¿Qué sucede en América Latina ? Se ha desarrollado una revisión de las herramientas existentes en diferentes países, haciendo especial hincapié en la experiencia colombiana. 

4.1. Francia  y el  sistema de disposición  del agua

Francia ha puesto en práctica con el correr de los años una batería de más de 75 tasas  ambientalistas que generaron en 1995 (fecha del balance global más reciente) más de 37 mil millones de Euros de producto, que se pueden distribuir someramente entre las siguientes familias(Ref. 1):

· las tasas sobre las emisiones y los productos  contaminantes, que han alcanzado los 1,4 mil millones de Euros en 1995 ;

· las tasas sobre las aguas (desechadas y extraídas), los desechos, y la prevención contra los riesgos tecnológicos, que representaron 4,2 mil millones de Euros en 1995 ;

· las tasas sobre la energía, con 26 mil millones de Euros, y sobre los transportes con 5,2 mil millones de  Euros.

Algunas tasas se inscriben en una lógica de financiamiento, otras en una lógica de incitación.

Esta diversidad de tasas está actualmente en el centro de un debate acerca de la realización de una reforma fiscal general de los instrumentos económicos de la política ambientalista. 

Entre estas tasas, las que conciernen básicamente la preservación y la restauración de la reserva de agua son obtenidas de las tasas de las Agencias del Agua, que representan para ellas 1,5 mil millones de Euros promedio anuales, en el período comprendido entre los años 1997 - 2001(Ref. 2).

4.1.1. Marco  institucional

El sistema de Agencias del Agua está instituido por la Ley sobre el Agua de 1964
. Las Agencias del Agua cubren una fuente vertiente (Francia está dividida en 6 cuencas vertientes), y están dotadas de personería jurídica y de autonomía financiera. Están encargadas de recaudar las tasas sobre las extracciones y desechos de las aguas, y de redistribuir los fondos obtenidos bajo forma de subvención o de préstamos a los actores implementando proyectos que permiten un mejor uso del recurso.

La instancia directiva es el Comité de la Cuenca, que reagrupa representantes de las colectividades locales, de los usuarios del agua, de las administraciones, y decide a su vez los subsidios de las ayudas y de algunos elementos en cuanto a las modalidades de cálculo de las tasas. Los representantes del Estado sólo constituyen alrededor del 20% de los miembros del comité, mientras que los usuarios representan un 40% aproximadamente. Las Agencias del Agua también se encargan, desde la nueva Ley sobre el Agua de 1992
, de la puesta en práctica del « Esquema Director de Fomento y Gestión de las Aguas » (SDAGE) que es un documento de planificación y de política local en materia de gestión del agua. Estos documentos son oponibles a las administraciones, por lo tanto, indirectamente, a los tercios, ya que la mayoría de las actividades que tienen un impacto sobre el medio son sometidas a la autorización de las administraciones (industrias, canteras, rechazo de las aguas usadas, prelevamientos ...)

La gestión de las aguas, está efectivamente descentralizada, al menos en lo que concierne a la definición de los objetivos, y a la gestión de las IEF. El área de competencia geográfica está efectivamente separada de las divisiones administrativas francesas (regiones, departamentos), y está centrada en la cuenca vertiente.

4.1.2. Principios de APLICACIÓN 

4.1.2.1. Las  tasas

Las tasas han sido instituidos sobre la base del principio «  contaminante – pagador », instauradas por la Ley sobre el Agua de 1964, y la Directiva Marco Europeo de 1975. Tienen un objetivo incentivador : orientar las decisiones de los actores locales hacia un mayor respeto de la reserva de agua y de los medios acuáticos, a través de un pago de costos externalizados.

El decreto del 14 de setiembre de 1966 prevé que ’’las tasas pueden ser reclamadas a las personas públicas o privadas que ameriten necesaria o útil la intervención  de la Agencia :

· ya sea porque contribuyen al deterioro de la calidad del agua,

· ya sea porque realizan extracciones sobre la reserva en agua,

· ya sea porque modifican el régimen de las aguas en toda o parte de la Cuenca.

Las tasas (“redevances”) no son tasas de servicios: el costo de los servicios de agua y saneamiento están cobrados por las municipalidades o las empresas privadas concesionarias. 

4.1.2.1.1. Las  tasas  “recurso” :

· Principios generales

Las tasas « recurso » son de dos  tipos :

· extracción :efectuada por toda persona, pública  o privada, que sustrae agua  del medio natural  por captación  de fuente, aspiración de agua en ríos o en vastos extendidos de agua  ;

· derivación :efectuada por toda persona, pública o privada,  que por su acción contribuye al secado relativo de una corriente de agua. Se aplica esencialmente a la hidroelecticidad. 

El modo general de cálculo de las tasas es el siguiente

R = B x C x T

siendo

R = tasa

B = base tributaria

C= coeficiente 

T = tasa (en Euro/unidad  de base tributaria).

Para la tasa extracción, la base tributaria se constituye con el volumen de agua extraído, o consumido, teniendo en cuenta los retornos al medio natural (es el caso de las irrigaciones de gravidad, que alimentan las extensiones de agua). Los coeficientes varían en función de la zona de aplicación (para tener en cuenta las problemáticas locales), y principalmente de los usos de las aguas extraídas. 

Para la tasa derivación, la base tributaria tiene en cuenta la longitud del trozo de río « corto-circuitado », y la importancia del secado. 

Las tasas son variables según sus usos.

· Una heterogeneidad entre agencias criticada

Las Agencias del Agua no solamente fijan el valor de los coeficientes, sino que además pueden modificar las fórmulas de cálculo. Asimismo, algunas agencias han introducido un coeficiente de impacto, con miras a tener en cuenta los efectos de extracción sobre el medio.  

Además, los valores de los coeficientes son por lo general modificados con el paso del tiempo, sin mayores justificaciones. Diferentes estudios reprochan la heterogeneidad de las fórmulas de establecer las tarifas de las tasas de extracción entre las diferentes Agencias del Agua, y su falta de legibilidad (Ref. 4).

Por otro lado, el coeficiente de uso es también criticable: ¿bajo qué justificación ambientalista diferenciar una consumición de agua agrícola y una doméstica ? allende, esos coeficientes introducen diferencias importantes en las tarifas. Por ejemplo, en el caso de la Agencia del Agua Loire Bretagne, los coeficientes de uso son los siguientes :

· Irrigación : 0,33

· industria : 1

· agua potable : 2,15

Como estos coeficientes se aplican a la totalidad del monto, se deduce directamente que a consumo  y lugares de extracción iguales, los consumidores domiciliarios pagan una tasa de extracción 6 veces más elevada que los irrigantes !

4.1.2.1.2. Las  tasas “polucion”

Ellas son generalmente de tres tipos :

·  Contaminación doméstica : en función del número de habitantes de la comunidad. La contaminación producida por habitante es fijada de antemano de un modo invariable, en función de la naturaleza y de la cantidad de contaminantes.

· Contaminación industrial: en función  de la naturaleza y de la cantidad de contaminantes desechados por el establecimiento industrial.

· Contaminación agrícola : en función de la naturaleza y de la cantidad de contaminantes producidos por las crías.

El modo general de cálculo es idéntico al de las tasas « extracción » (R = B x C x T), pero es más homogéneo entre las Agencias.

La base tributaria es la cantidad de contaminante desechado (parámetros MES, MO, nitrógeno, fósforo, metales pesados y sales solubles, compuestos organo - halógenos), estimada ya sea antemano  sobre la base de promedios nacionales (por equivalente – habitante para los desechos urbanos, o por tipo de actividad para los desechos industriales) o por medidas directas.

Los coeficientes toman en cuenta la zona de desechos (pérdidas locales) y el tipo de red de saneamiento para la contaminación doméstica (individual, colectiva).

Para efectuarse el cálculo de la tasa se tiene en cuenta la existencia o no de una estación de depuración, así se  disminuye directamente el monto de la tasa (caso de las industrias) o se restituye una « prima por depuración » a aquellos municipios que  demuestran un buen funcionamiento de su estación.

Las Agencias tienen la libertad para tomar o no en cuenta un contaminante que tenga efectivamente un impacto sobre su cuenca. Se deduce que a característica de desecho idéntico, la base tributaria de tasación puede ser diferente entre dos Agencias. Las mismas fijan también las tasas asociadas a diferentes elementos. También aquí se constata diferencias notables en las tarifas entre las Agencias. El siguiente gráfico muestra por ejemplo las diferencias en la utilización de tasas entre las seis Agencias de Agua, en lo que concierne a las materias de suspensión (Sólidos Suspendidos).
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Figura 2: Evolución de las tasas de base MES para  las diferentes agencias

4.1.2.1.3. ¿ otros tipos de tasas ?

Las tasas actuales toman en cuenta solamente dos componentes de las actividades humanas sobre los medios ligados al agua : la extracción y el desecho.

Otras tasas estaban en estudio en el marco de un nuevo proyecto de Ley sobre el Agua, abandonado en al año 2002 luego del cambio de mayoría gubernamental. Estas tasas tomaban en cuenta los embalses, las esclusas de presa, los obstáculos de evacuación, la impermeabilización de los suelos (urbanización) y  la reducción del campo de expansión de las crecidas.

4.1.2.1.4. algunos ejemplos de importes

· doméstico : En 1998, sobre una factura media  de 120 m3 de agua  de 312 Euros (2,6 Euros/m3), 17% estaba constituido por el importe de las tasas (extracción + contaminación), es decir 53 Euros (0,44 Euro/m3). A ese importe, se debía agregar 30 Euros de diversas tasas, que corresponde a  10% del importe de la factura (Ref. 3).

· industria : 

· una industria extrayendo 100000 m3 por año
, en la Agencia del Agua Loire-Bretagne, pagaba en el 2000 un total de 260 Euros de tasas extracción(Ref. 5);

· una queseria que transforma 48000 l/día de leche en punta, en 1999, en la Agencia del Agua Rhône Méditerranée Corse, en una zona sensible a la eutroficación y con una estación de depuración biológica, pagaba 2000 Euros por año de tasa de contaminación. Sin estación de depuración, habría pagadoo 12000 (Ref. 6);

· agricultura :

· Un irrigante extrayendo 60000 m3 pagaba en 1997(Agencia Loire-Bretagne) una tasa  de 300 Euros (0,005 Euros/m3) (Ref. 7). 

· En 2001, en la cuenca Rhône-Mediterráneo-Córcega, las tasas varían entre 0,002 y 0,005 Euros/m3 , para la irrigación por  aspersión.

· Un criador de bovinos (300 animales), sobre la cuenca  Loire-Bretagne, paga  15000 Euros de tasa contaminación si no recupera  sus efluentes (cuencas  de almacenamiento), y 800 Euros si trata y practica un derramamiento razonable (Ref. 8).

4.1.2.1.5. importe total de tasas 

El importe total de tasas extraídas llega a 7,8 mil millones de Euros en el período 1997-2001 (Ministerio de Ecología y del Desarrollo Sostenible). Las tasas « contaminación » representan lo esencial del importe obtenido (por ejemplo más del 80 % sobre la Cuenca Rhône-Mediterranée-Corse
). Las colectividades son las principales proveedoras, con alrededor del 80% del importe de las tasas a nivel nacional.

4.1.2.2. Las ayudas

Las Agencias del  Agua aportan ayudas financieras para que se realicen acciones de interés común en el ámbito del agua. Esas ayudas deben permitir mejorar la calidad de los medios acuáticos y optimizar la reserva de agua. Son atribuidas a los maestros de obras, industriales, colectividades, agricultores, para conducir a acciones que contribuyan al respeto de esos objetivos.

El principio de esas ayudas es establecido según las prioridades del programa de intervención de la Agencia (quinquenal) y las modalidades concretas son definidas por el Consejo de Administración de la Agencia. 

Las ayudas son entregadas bajo forma de subvención y/o de adelantos sin intereses reembolsables. La parte de la inversión financiada varía en función de las prioridades de acción, de 20 a 60 % del  costo total.

Las mismas conciernen principalmente los estudios y las inversiones en las estaciones de depuración y  las redes de saneamiento,  las redes de medida, los estudios generales de gestión integrada de cuenca vertedora, las inversiones de reducción de los consumos de agua potable y de irrigación.

La siguiente tabla presenta la distribución de las ayudas según su objetivo para el período 1997-2001.

ayudas financieras de las agencias de cuenca ; periodo 1997-2001 ;

Objetivo
Importe (Millones de Euros)
% ayudas totales

Inversiones



Saneamiento de colectividades locales
4100
47%

Lucha contra la contaminación industrial
950
11%

Lucha contra la contaminación agrícola
300
3%

Alimentación en agua potable
1000
11%

Mejoramiento de las reservas de agua subterráneas
400
5%

Medios  naturales
200
2%

Total inversiones
6900
79%

Funcionamiento



Asistencia técnica (Funcionamiento  estaciones de depuración)
90
1%

Ayuda a la eliminación de desechos tóxicos
150
2%

Prima por depuración para las colectividades locales

1200
14%

Ayudas para el buen funcionamiento
335
4%

Total Funcionamiento
1800
21%

TOTAL GENERAL
8700
100%

Fuente : Ministerio de Ecología y del  Desarrollo Durable

Las ayudas a las inversiones representan el 80% de los importes distribuidos, y las colectividades locales, a través de las diferentes ayudas reciben 77% del total de las mismas.

4.1.3. Eficacia ambientalista

La eficacia ambientalista del sistema de tasa de las Agencias del Agua puede ser evaluada a través de la evolución de diferentes indicadores.

Con respecto a la calidad del agua, se pueden distinguir indicadores de inversiones (número de habitantes  cuyos desagües domésticos son tratados por ejemplo), e indicadores de efecto (evolución de la calidad de las aguas).

En cuanto a la gestión cuantitativa del recurso, los indicadores disponibles son principalmente la evolución de las extracciones y de los consumos, y su impacto en el medio (secado de cursos de agua, baja de niveles piezométricos...).

Sin embargo, es claro que estos indicadores tratan más de la política ambientalista en general (que comprende los Instrumentos Económicos y Financieros, la reglamentación, los aspectos institucionales, y los programas de acción, entre otros). Siendo que el financiamiento de las inversiones es como siempre el factor limitante, se puede afirmar sin mayores riesgos que esos indicadores son bien pertinentes para estimar la eficacia ambientalista del sistema de tasas/ayudas.

4.1.3.1. calidad de las  aguas

· Evolución de los desechos no tratados.

· Desechos domésticos : la tasa de enlace de la población a una estación de depuración, muy baja en los años 60, pasó a 76% en 1995, sabiendo que 10% de la población utiliza saneamiento autónomo. El número de estaciones de depuración pasó de  7800 en 1980 a 12000 en 1996 (Ref. 9) .

· Desechos industriales: los desechos en materias orgánicas y en materias inhibidoras disminuyeron respectivamente de 56% y 77% entre 1974 y 1996, sin contar con la rebaja suplementaria realizada por las estaciones de depuración urbanas para las industrias unidas a las reservas de agua usada (Ref. 9). « En 1998, la gran mayoría de las industrias están equipadas de estaciones de depuración, permitiendo una rebaja comprendida entre 70 y 80% para las materias oxidables, y entre 80 y 90% para los tóxicos » (Ref. 9).

· Evolución de la calidad de cursos de agua

El Instituto Francés de Ambientalismo creó a inicios de los años 1980 un indicador integrado de calidad de las aguas permitiendo tener en cuenta los flujos másicos.
. Pero este indicador no está disponible para períodos anteriores, por lo que no permite realizar una comparación sobre un período suficientemente prolongado. El tratamiento estadístico de algunos parámetros principales de la calidad de los cursos de agua permite sin embargo una estimación de la evolución de los últimos años.

Las siguientes gráficas muestran una evolución positiva de oxígeno disuelto, de materias orgánicas y del fósforo.

Figura 3: evolución de la calidad de las aguas de superficie francesas entre 1969 y 1997
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Fuente : Ref. 9
La situación se deteriora para los nitratos en una buena parte del territorio francés. Esto se da claramente por el hecho que los nitratos de origen agrícola no forman parte del campo de acción de las tasas de las Agencias del Agua, y que ninguna acción coercitiva viene a apoyar la reglamentación existente. 

Con respecto a la contaminación por pesticidas, la toma de conciencia del problema es reciente, y las tasas de las Agencias no tratan aún esos contaminantes, dada la presión de los lobbies agrícolas. 

· Evolución de la calidad de los cuerpos (reservorios) de agua.

· Nitratos : la contaminación difusa de agua por los nitratos es en Francia esencialmente de origen agrícola. La toma de conciencia de este fenómeno comienza a inicios de 1990, y las primeras síntesis nacionales sobre las cantidades de nitratos datan de esta época. La comparación de la evolución de las cantidades de nitratos entre 1993 y 1998 muestra una situación contrastada entre las zonas mayor alcanzadas, donde la contaminación continúa aumentando, y aquellas donde la agricultura es la menos intensiva, se constatan descensos. Globalmente, 48% de los puntos de medida vieron aumentar sus cantidades promedio y 32 % la vieron bajar (Ref. 10) :

Esta evolución bastante poco positiva subraya la ausencia de Instrumentos Económicos y Financieros en el ámbito agrícola (las tasas de las Agencias no lo toman en cuenta), incluso si después de algunos años, los efluentes de los edificios de cría conocieron efectivamente una tasa. El proyecto de Ley sobre el Agua 2002, antes de ser abandonado, preveía la instauración de una tasa sobre los productos nitrogenados.

· Pesticidas : 95% de los puntos estudiados presentan una calidad buena o muy buena (Ref. 9). Pero las preocupaciones sobre la evolución de las cantidades en pesticidas es reciente, ningún análisis global de la evolución a escala nacional está disponible según nuestro conocimiento.

Los otros  parámetros de calidad son sólo analizados a escala local, y ninguna síntesis nacional está disponible actualmente.

· Evolución de la calidad de las aguas litorales. 

· Calidad de aguas de bañados : las numerosas inversiones en el ámbito de la colecta y saneamiento de las aguas usadas realizadas por las comunidades locales permitieron un neto mejoramiento de la calidad de las aguas de bañado, porque la tasa de conformidad pasó de 69% en 1980 a 96% en 1996 (la conformidad se basa esencialmente en la microbiología).

· Contaminación química : muchos contaminantes muestran un descenso (PCP, Lindane, DDT) ligado a la prohibición de su uso. Pero en lo que respecta a los pesticidas, las zonas estuarinas y costeras muestran una contaminación generalizada y perenne (Ref. 9). 

4.1.3.2. Gestión cuantitativa del recurso

En 1995 (fecha de la última síntesis nacional disponible), las extracciones
 con fines energéticos (centrales nucleares e hidroeléctricas) son las más importantes (61%), luego vendrían el agua potable (16%), la agricultura (13%) y la industria (10%) (Ref. 9).

Las extracciones industriales están bajando desde hace dos decenas, a un ritmo de –2,7% por año aproximadamente. Las extracciones para el agua potable, luego de haber aumentado sostenidamente hasta finales de los años 80 comenzaron a bajar a inicios de los 90 (- 1% en promedio). Pero el sector energético continúa aumentando sus extracciones a un ritmo sostenido (+4% en promedio a inicios de 1990 hasta 1994) (Ref. 9). Esta dicotomía puede ser atribuida a dos causas : en lo que concierne a las extracciones para las aguas potables, el fuerte aumento del precio del agua en la última decena (conjunto de tasa y pago de servicio, comprendido también el saneamiento) orientó los hábitos de los consumidores al descenso. Esto también es así, pero en una menor medida para el sector industrial. Por otro lado, las únicas tasas intervinientes en las extracciones con fines energéticos siendo esas tasas las de las Agencias del Agua, el monto de las mismas  no incita con respecto al producto marginal por  m3 derivado. En este sector, sólo las obligaciones reglamentarias parecen poder hacer evolucionar las extracciones.

4.1.3.3. Conclusion

Las masas financieras extraídas y redistribuidas por las Agencias del Agua premitieron incontestablemente, aliadas con las normas reglamentarias, una reducción de la contaminación puntual. Desde 1995, Bernard Barraqué (Ref. 11), consideraba que « el sistema de gestión del agua [...] fue constituido para invertir masivamente en la lucha contra la contaminación puntuales [...] Este objetivo fue alcanzado, y lo que importa cada vez más, es reducir la contaminación difusa, de hacer funcionar correctamente y de mantener los equipamientos existentes, y sobre todo de alcanzar el nivel de desarrollo sustentable, con una gestión más integrada ». Este tratamiento de los EFLUENTES se tradujo efectivamente por una mejora de la calidad de las aguas continentales y litorales, como se vio anteriormente, incluso si esa mejora no fue tan rápida como se esperaba.  Desde este punto de vista, los Instrumentos Económicos y Financieros puestos en práctica por las Agencias del Agua son eficaces.

Pero, las poluciones difusas están aún poco tratadas, y aun no existen tasas que tengan un verdadero carácter incitador para la mejora de la utilización de los abonos y de los productos fitosanitarios. En este frente, la situación es aun preocupante : la contaminación de los cuerpos de agua y de los ríos continúa aumentando, de manera desigual. El poder de los lobbies agrícolas en Francia es verdaderamente un freno importante para la evolución de la situación en este ámbito, como lo demuestra el enlentecimiento, y luego el abandono del proyecto de Ley sobre el Agua 2002, que preveía una tasa para los productos nitrogenados. 

4.1.4. Eficiencia économica

La eficiencia económica puede ser definida como la relación eficacia/costo de las medidas puestas en práctica gracias al sistema de tasas/ayudas de las Agencias del Agua. 

4.1.4.1. ¿Contaminante-Pagador o Contaminante-Societario ?

Si bien el sistema de tasas/ayudas estuvo concebido refiriéndose explícitamente al principio de contaminador – pagador, la realidad es totalmente diferente. La eficiencia económica, como ya se vio, no impone necesariamente una afectación de los ingresos de las tasas a las acciones ambientalistas. Pero si esas tasas son afectadas por gastos ambientalistas, como es el caso con las Agencias del Agua, la eficiencia económica quiere que las decisiones de inversiones sean tomadas en función de la mejor relación  « eficacia ambientalista/Costo de inversiones». En otros términos, que los fondos distribuidos sean afectados para puntos prioritarios, sin tener en cuenta el origen de la contaminación : industrial, doméstica o agrícola, y de la categoría de actor que beneficiará las ayudas.  Pero las modalidades de decisión de las inversiones en las Agencias del Agua son totalmente diferentes : en los hechos, «  los actores mejor organizados del sistema  (los industriales) lograron imponer rápidamente  una lógica  de tasas de retorno, que implica que globalmente, a excepción notable de los agricultores, cada categoría de pagador recupera lo que pagó inicialmente bajo forma de ayudas»(Ref. 10). En otros términos, los industriales pagan una tasa que les vuelve bajo forma de ayudas, lo que corresponde a un sistema de mutualización de los costos de inversión, y se está más cerca del principio«contaminante - societario» que del principio «contaminante - pagador». Este tipo de funcionamiento tiene la ventaja incontestable de facilitar la puesta en práctica de las tasas, y ciertamente la evolución importante de las tasas de los últimos años fue aceptada porque las diferentes categorías de actores son concientes de reencontrar las tasas bajo forma de ayuda. El siguiente cuadro presenta las tasas de retorno de las diferentes categorías de actores.

Tasas de retorno por categoría de actores según el 6° programa (1995-2001)


Tasas
Ayudas
Relación ayudas/tasas

Colectividades
29645
35232
119%

Industrias
6684
7317
109%

Agricultura
245
1076
439%

Total
36574
43625
119%

Fuente : Ref. 10
4.1.4.2. el principio de calculo de las tasas se aleja del principio contaminante-Pagador.

Las modalidades de cálculo de las tasas, tal como fueron expuestas anteriormente(cf §1.1.1) sufren diferentes sesgos, que los separan de la teoría del principio  « contaminante-pagador ». 

· En primer lugar, algunos contaminadores no pagan : es el caso de los agricultores en lo que concierne la contaminación difusa;

· El monto de las tasas no siempre incentiva a reducir la contaminación: es el caso por ejemplo para la tasa “toma” de los industriales. El monto queda reducido, y sólo es incentivador para los grandes consumidores  de agua.  También es el caso de los particulares, que pagan una tasa contaminación en proporción de su consumo de agua potable anual : el efecto incentivador existe sobre la reducción del consumo... pero no sobre la reducción de la contaminación !

· Las bases de cálculo no son aquellas de la internacionalización de los costos externalizados, sino las de un equilibrio del presupuesto: las Agencias del Agua,  realizan un programa quinquenal de inversiones, y calculan los niveles de las tasas para satisfacer ese programa.

· Algunos coeficientes no tienen justificación económica : es el caso de los coeficientes de uso (ver §4.1.2.1),que hacen que un hogar pague siete veces más de tasas consumo que un agricultor, en el caso de la Agencia del Agua Loire – Bretagne.

· La toma en cuenta de los costos externos querría que por una unidad de contaminante,  el monto de la tasa dependa de la sensibilidad del medio receptor. Pero, esta espacialización  es reducida, y las tasas de base de la mayoría de los contaminantes muestran por el contrario una tendencia a la homogeneización de las tasas, bajo la presión de los industriales. (Ref. 10).

4.1.4.3. Las inversiones  no estan optimizadas

El sistema de reparto de ayudas a las inversiones entre los diferentes sectores, si tiene la ventaja de presentar una excelente aceptabilidad, es criticable en el sentido donde induce una asignación de las ayudas que no tiene en cuenta necesariamente las prioridades. Asimismo, el principio de definición de una tasa de subvención fijada para cada tipo de proyecto, si bien tiene la ventaja de ser comprensible para los demandantes de ayudas para inversiones, no permite la asignación de fondos disponibles hacia el proyecto que presenta el mejor costo marginal de descontaminación, como lo querría la teoría económica.

4.1.5. Conclusion

Los Instrumentos Económicos y Financieros de gestión del recurso de agua en Francia son utilizados en el marco original de las Agencias del Agua, organismos públicos independientes centrados sobre una cuenca.

Es un sistema parcialmente incentivador, y particularmente redistributivo, que mostró su eficacia a través de la baja de las cargas contaminantes descargadas en los últimos años, tanto en el ámbito industrial, como en el dominio urbano. Su carácter «mutualista», si no va en el sentido de una optimización de la eficiencia de las inversiones ayudadas, presenta por el contrario, una ventaja consecuente de ser pragmático y bien aceptado por la mayoría de los usuarios del agua.

Este sistema que tiene más de treinta años debe de todos modos evolucionar para tomar en cuenta las nuevas problemáticas, y en particular aquellos ligados a las poluciones difusas de origen agrícola.

4.2. otros ejemplos europeos

4.2.1. A nivel de la unión

A excepción de los programas de financiación, no existe una herramienta económica común a todos los países de la Unión Europea en lo que respecta al medio ambiente.  Las tentativas de instaurar una tasa sobre el CO2 en el transcurso de los años 90 tropezaron con la regla de la unanimidad (todos los países deben estar de acuerdo).  Se realizaron propuestas para adoptar esta tasa en un número más limitado de países de la Unión, del mismo modo que para los acuerdos de Schengen (circulación de capitales y personas), pero las mismas no se concretaron.

4.2.2. La diversidad de las prácticas a nivel nacional

Si bien todos los países de la Unión Europea poseen sus propios Instrumentos Económicos, la diversidad de las prácticas es importante :

· las tasas sobre la energía y los transportes son comunes a todos los países de la Unión;

· la gran mayoría de los países miembros disponen de tasas sobre los efluentes líquidos y los desechos finales;

· la tasa sobre el C02 concierne a la mitad de los Estados;

· los otros productos o agentes contaminantes son tasados en general por algunos Estados miembros: 

· fertilizantes: Suecia

· pesticidas: Bélgica, Dinamarca, Finlandia

· Nox, Sox : Francia, Italia, Suecia

· …..

También son tasados : los neumáticos, los embalajes, las pilas, los aceites lubricantes, los solventes…

Las tasas con finalidad ambiental representan en 1997 el 6,7% de los ingresos fiscales totales de los países de la Unión (tasas y contribuciones sociales). Las tasas sobre la energía son las que representan la mayoría de este monto (77%), las tasas sobre la contaminación sólo representan el 4% del total.  Sin embargo, éstas van en fuerte aumento :  +50% entre 1990 y 1997 (Ref. 19).

4.2.3. Algunos ejemplos de tasas en el campo de la preservación de la calidad del agua

4.2.3.1. Alemania

Los instrumentos económicos para la gestión del agua son ampliamente utilizados en Alemania, ya sea a nivel Federal o a nivel de los Länder. Se asemejan al sistema francés de « redevances », con tasas sobre las extracciones, y otras sobre los desechos.  En cambio, los fondos recaudados no son siempre afectados, si bien son utilizados generalmente para medidas tendientes a mejorar o mantener la calidad de las aguas. Las tasas sobre los desechos son calculadas según las cargas contaminantes (Sólidos Suspendidos, metales pesados, toxicidad para los peces…). Contrariamente al sistema francés, las tasas funcionan en tándem con un sistema de permiso de actividad
, y si los límites del permiso son respetados, el usuario del agua puede recibir una bonificación sobre el canon.

En 1997, la tasa sobre la contaminación representó un monto de DEM 655 millones (aproximadamente 300 millones de Euros).

El sistema alemán ha permitido, según la  Ref. 20 :

· «  otorgar a los « länder » un recurso financiero que les permita dotarse de las capacidades de personal necesarias para la gestión de los recursos, y crear un amplio abanico de acciones en esta área ;

· obligar a las autoridades a mantener actualizadas las bases de datos sobre los desechos contaminantes, las retenciones y los otros usos, […] ;

· intensificar la interacción entre la administración y los usuarios, desarrollando una conciencia común sobre la fragilidad del recurso ;

· impulsar el cuestionamiento de las necesidades en cuanto al agua y los derechos adquiridos, así como el descubrimiento del potencial de ahorro de agua y de reducción de la contaminación. »

En el caso de Alemania, también resulta difícil diferenciar el efecto de las medidas de comando y de control y de la tasa sobre la contaminación. Sin embargo, la carga contaminante industrial se ha reducido en un 30% entre 1981 y 1995 (Ref. 12), lo que demuestra la eficacia de la política pública en esta área.

4.2.3.2. Holanda

La organización de la gestión del agua en los Países Bajos es original.  El saneamiento, la pólicía de las aguas superficiales, la protección contra las aguas (crudas y pólderes) y las vías navegables son competencia de colectividades locales, las « Waterschappen », en total 88 en el año 1995 (Ref. 20). Éstas se encuentran bajo el control de las Provincias (los diputados provinciales otorgan su conformidad ante las principales decisiones de las « Waterschappen »). Están compuestas por :

· una asamblea constituida por representantes elegidos entre las diferentes categorías de usuarios (industriales, propietarios y residentes) ; la asamblea toma las decisiones importantes por mayoría simple ;

· un presidente elegido por la asamblea o nombrado por el Estado según el caso, quien asistido por un secretario asume la gestión corriente ;

En el ámbito del saneamiento, las « Waterschappen » deben equilibrar su presupuesto, y retienen una tasa sobre los usuarios.  Dicha tasa se calcula según la contaminación generada (medida para las grandes empresas, estimada para las familias y las pequeñas empresas), de acuerdo con el principio “contaminador-pagador” (Ley de 1969 sobre las aguas de superficie).  Los parámetros de la base tributaria varían según las « Waterschappen », pero en general son las siguientes: DCO, Nitrógeno, metales pesados y cloruros. Las tasas son recaudadas ya sea directamente por las « Watershappen », o por las sociedades de distribución del agua.  Los montos recaudados se destinan al funcionamiento y la inversión sobre el territorio cubierto por las « Waterschappen ». En este sentido, dichas tasas son principalmente tasas por servicios prestados, ya que el organismo recaudador es el que trata los vertidos. Estas tasas también propician una reducción en los contaminantes, dado que su nivel es lo suficientemente elevado como para alentar a las industrias a reducir estas emisiones (Leek  y al., citados en la Ref. 19).

Las propias « Waterschappen » pagan también una tasa de desecho (para sus vertidos de estación de depuración) en las aguas bajo control del Estado. 

4.3. Experiencias en latinoamerica

En el presente capítulo se resumen algunas experiencias de aplicación de instrumentos económico-financieros en América Latina.

Se ha observado que el factor común en los países de la región es la utilización de medidas de comando y control. 

En algunos países se han aplicado instrumentos económico-financieros según su concepción pura con distinto grado de éxito. Sin embargo en otros casos, se aplican instrumentos que si bien tienen la característica de ser económicos no han sido concebidos considerando la internalización de los costos ambientales. 

Las principales fuentes de este capítulo son documentos del Banco Mundial y de la CEPAL sobre los Instrumentos Económicos y Financieros en América Latina (Ref 21 hasta 25).

4.3.1. Brasil

La gestión ambiental en Brasil que comenzó en la década de los 70, se caracterizó por la descentralización y la utilización de instrumentos de control directo.

Los gobiernos locales han tomado iniciativas asumiendo responsabilidades efectivas relativas a la gestión ambiental en los planes locales y entre municipios. Sin embargo han sido descuidados el monitoreo y evaluación de la calidad ambiental así como la articulación entre tales rutinas y las de la licencia ambiental.

Los instrumentos económico-financieros en Brasil fueron utilizados para generar ingresos fiscales con el objeto de recaudar recursos para los programas de recuperación ambiental o capacitación de las agencias ambientales.

Del repertorio de instrumentos económico financieros implementados en el Brasil se resumen los siguientes:

4.3.1.1. Contribución por el derecho de uso del agua

El sistema de cobro por el uso del recurso agua llevada a cabo en el Estado de Ceará ha servido de base para la reglamentación de la Ley Nacional de Recursos Hídricos y para la creación de la Agencia Nacional de Aguas, atento todo el minucioso proceso llevado a cabo para su implementación.

La cobranza por el uso del agua fue parte de una política que combinó objetivos de mejora en las condiciones de vida de las áreas urbanizadas y de herramienta para combatir la pobreza.

Al ser Ceará una zona de escasez de agua, a través de la política implementada se introdujo fácilmente el concepto de valor económico de recursos hídricos como el de condición esencial para el desarrollo sostenible. 

La introducción del instrumento económico fue acompañada por un esfuerzo político llevado a cabo por las distintas administraciones gubernamentales desde su implementación, siendo la continuidad administrativa uno de los factores que contribuyeron exitosamente a su implementación.

Aunque haya sido concebida como forma de mostrar el valor económico del recurso, la cobranza por el uso del agua fue introducida inicialmente con el objetivo de generar una fuente de ingresos para la Companhia de Gestao dos Recursos Hídricos, órgano a cargo de la organización de la administración de la oferta del agua centralizando la administración de todas las represas. 

Inicialmente se cobraron tarifas para el consumo urbano y para el consumo industrial quedando el uso agrícola exento de contribución.

Las tarifas de consumo urbano eran bajas para generar la cultura del consumo; en cambio las tarifas de los sectores industriales eran muy altas ya que al ser Ceará un estado con un recurso de agua no solamente escaso sino discontinuo, se requería a través de esta tarificación que se generara una oferta regular del recurso: como resultado se observó la disposición de las industrias a pagar y de esta forma asegurarse la provisión del agua.

En una segunda fase comenzó a cobrarse el uso agrícola en aquellas áreas donde se efectuaban inversiones para que llegara el agua, de manera de financiar los gastos de infraestructura.

Un motivo de éxito en el caso de Ceará fue la realización de seminarios reuniendo a los diferentes usuarios (urbanos, agrícolas e industriales) para decidir sobre las cuotas de consumo de agua generaron en la población un alto grado de sensibilización. En dichos seminarios se han utilizado sistemas informatizados de apoyo a la decisión, con los cuales se realizaron simulaciones de los diferentes niveles y tipos de consumo, de manera de brindar a los consumidores las bases para conocer y participar del sistema.

Incluso antes que se instituyera la contribución por consumo agrícola hubo casos de industrias agrícolas que realizaron inversiones para reducir el consumo del agua como contribución al esfuerzo desarrollado por los otros usuarios (urbanos e industriales) presentes en la misma cuenca.

Con la aplicación de la contribución diferenciada por el derecho del uso del agua se ha logrado: (i) estabilizar la generación de ingresos para el sistema integrado de gestión de recursos hídricos, y (ii) racionalizar la demanda de agua para el uso industrial y parcialmente para el uso agrícola.

4.3.1.2. Tarifa de efluentes industriales

La tarifa de efluentes industriales cobrada por la compañía de aguas y alcantarillados del Estado de Sao Paulo (SABESP) fue instituida por ley en 1977 y tiene como objetivo el lanzamiento de las aguas residuales de la industria en la red de alcantarillado y su posterior tratamiento en las instalaciones de la SABESP. 

La tarifa cubre los costos de transporte, tratamiento y depreciación de los activos de la compañía, y varía según el volumen y la composición (coeficiente K de carga contaminadora) del efluente lanzado en la red. Es una tasa por servicios prestados.

El volumen del efluente generado es calculado considerando el volumen de agua consumido por la industria. El coeficiente K es un dato teórico, determinado en función de parámetros vinculados, entre otros, a la temperatura, la carga orgánica y la toxicidad del efluente-tipo de cada género industrial.

Las industrias que vierten sus efluentes en las instalaciones de la SABESP subcontratan parte del tratamiento de los mismos, por lo cual la SABESP funciona como una instalación para tratamiento externa a las plantas de la industria. 

En consecuencia, el control de contaminación de cada unidad industrial queda de esta manera concentrado tanto en el control de la industria como del efluente final de la instalación para tratamiento de la compañía de sanidad pública.

Siendo el valor de la tarifa proporcional al volumen de agua consumido y al potencial contaminador teórico del tipo industrial se producen dos inequidades:

· el volumen de efluentes no es, en todos los casos, necesariamente igual al volumen del agua consumida, ya que pueden existir perdidas en el proceso productivo o bien puede haber incorporación de volúmenes de agua a dicho proceso.

· el caso del potencial contaminador puede variar para un mismo género industrial conforme las variaciones de algunos parámetros tales como tecnología, porte y escala de producción.

La posibilidad de ajustes tanto en el factor K (derivadas de los datos generados por el auto monitoreo de las empresas o por el monitoreo del órgano ambiental regulador) como del volumen de aguas residuales (con base en mediciones de la descarga real de efluentes) podría dar lugar a la inserción de otros mecanismos de incentivo.

También el hecho de que el tratamiento es realizado de forma centralizada por un mismo agente (público) crea la posibilidad de introducir otros incentivos económicos. No obstante ello no se han comprobado iniciativas para incorporar innovaciones que estimulen cambios de comportamiento más radicales, sea con el objetivo de reducir el volumen de agua consumido como del coeficiente de carga contaminadora de su efluente. 

4.3.2. Venezuela

Venezuela se ha caracterizado por la incertidumbre en la aplicación de políticas de gobierno agravada por la contracción del producto, las altas tasas de inflación, incremento de pobreza y la creciente presión tributaria, todo ello provocando una limitación en el análisis de los instrumentos de mercado.

La gestión ambiental de Venezuela está a cargo desde 1976 del Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales.

El sector ambiental y específicamente el Ministerio de Ambiente y Recursos Renovables ha sufrido recortes presupuestarios importantes y reducción en su planta de personal durante la década de los 90. La pérdida de recursos y personal especializado genera la búsqueda de soluciones de corto plazo no compatibles con los requisitos asociados al diseño e implementación de instrumentos económicos.

Asimismo la autoridad ambiental posee responsabilidades que se superponen con otros Ministerios tales como Hacienda y el de Energía y Minas, debiendo entonces a fin de implementar políticas coordinar su accionar con dichos Ministerios, lo cual genera obstáculos para dicha implementación.

La gestión ambiental en Venezuela ha seguido un enfoque de comando y control. Además de las normas que se han cumplir mediante multas, responsabilidad civil por daños ambientales y persecución, la restricción sobre el uso del suelo se aplica para la protección de bosques, cuencas, y otros ecosistemas. 

Del repertorio de instrumentos económico financieros implementados en Venezuela se resumen los siguientes:

4.3.2.1. Impuesto por contaminación a las industrias de la cuenca del Lago de Valencia

Los factores económicos han generado un crecimiento urbano explosivo, geográficamente ubicados en el norte del país, con el consiguiente impacto negativo en el aire, suelo y la calidad del agua.

Dentro de los problemas ambientales urbanos se han identificado áreas de alta prioridad para la gestión ambiental, de acuerdo a su impacto económico y ecológico dentro de las cuales se destacan los estudios de calidad del agua en la Cuenca del Lago de Valencia.

La Cuenca del Lago de Valencia comprende áreas urbanas e industriales muy importantes (concentrando en las últimas décadas más del 60% de la actividad manufacturera privada). Tiene una superficie de 3.140 km2 y concentra alrededor de 2.240.000 habitantes y 1500 empresas.

La problemática ambiental de la Cuenca del Lago de Valencia es el resultado de la interacción de complejos factores tales como la intensa actividad económica en la Cuenca, las políticas ambientales de la región, así como las características geográficas de la misma, siendo el impacto ecológico considerable.

Las aguas de la Cuenca se utilizan para usos residencial, industrial, riego y recreacional, los cuales están regulados por la empresa Estatal de Aguas HIDROCENTRO y el Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales Renovables.

Según estudios efectuados sólo el 25% de empresas que se surten de la Cuenca lo hacen a través de acueductos, mientras que el 75% se surten de pozos subterráneos perforados directamente por las empresas.

La poca efectividad de cobro de las tasas por parte de la empresa estatal, la incapacidad en la regulación por parte del Ministerio, y la sobre-explotación del recurso aguas subterráneas por parte de los establecimientos, obligó al Gobierno de Venezuela a implementar el Proyecto de Saneamiento Integral del Lago de Valencia como prioridad nacional desde 1988 financiado parcialmente por el Banco Interamericano de Desarrollo, el que consideraba distintos componentes: (i) ordenamiento del territorio; (ii) abastecimiento de agua potable; (iii) sistema de tratamiento de aguas servidas; (iv) control del nivel del lago; (v) desarrollo de un marco legal para el sistema. 

El área cuenta con una estructura institucional descentralizada de las autoridades ambientales y la presencia de organizaciones no gubernamentales 

El Programa está retrasado por incumplimientos de pagos del Gobierno Nacional y por retraso en el cumplimiento de los contratistas en las obras necesarias para el funcionamiento del sistema.

4.3.2.2. 
Sistema de tarifas de desechos industriales 

El Sistema de tarifas de desechos industriales puede analizarse desde dos sectores: uno el incorporado en el área metropolitana de Caracas y el otro en el resto del país. 

Este instrumento busca recuperar los costos en los que incurren los municipios en el sistema de recolección de desechos sólidos y de su disposición final.

En el área metropolitana de Caracas,  la Ley Orgánica de Régimen Municipal establece dentro de las competencias de los municipios la recolección, transporte y disposición final de los residuos sólidos producidos en su ejido.

En la actualidad el servicio se halla concesionado a una empresa que ha efectuado inversiones en la recuperación del sitio de disposición final, en la compra de equipos y maquinaria y que incluye tecnología para la captación y combustión de gases y sistema de tratamiento de lixiviados.

La empresa aplica una tarifa que refleja los costos del servicio por sectores; dicha tasa ha permitido que la empresa esté recuperando sus costos de inversión y operación y al mismo tiempo se crean incentivos para que las empresas traten de disminuir el volumen de desechos generado y promuevan la utilización de tecnologías más limpias.

En el resto del país, el sistema ha sido implementado con relativo éxito en las zonas del centro y del norte del país, aunque adolece de la dificultad de que no se poseen la suficiente cantidad de rellenos sanitarios. Por otra parte las autoridades municipales no cuentan con un sistema de control y monitoreo para evaluar la aplicación eficiente del sistema. 

Podría aplicarse el sistema en el resto del país, siempre que los municipios se unan y organicen en forma mancomunada de manera de compartir los elevados costos relativos a la disposición final de residuos. 

4.3.2.3. Exoneración de impuestos corporativos según la Ley de Impuesto sobre la Tasa 

El sistema tiene por objetivo compensar a establecimientos que invierten en tecnología y en mejoras del medio ambiente y fue establecido en 1999.  

La exoneración es del 10% (80% en el caso de establecimientos  agrícolas) sobre el monto de inversión,  a quien promueva tecnologías y 10% adicional al mejoramiento del ambiente.

A fin de que dicha exoneración pueda ser aplicada las obras deben ser autorizadas por autoridad competente en materia ambiental

Las dificultades para la implementación del sistema, son la falta de articulación entre los distintos organismos del Ejecutivo y que el complicado proceso de certificación de la operación que involucra a diferentes agencias del gobierno sin la correspondiente capacidad técnica y administrativa que demora los procedimientos.

4.3.2.4. Sistema de depósito-reemobolso para botellas de refrescos 

El instrumento consiste en el reciclaje de vidrio producido como consecuencia del sistema depósito-reembolso a través del cual se evita que las botellas pasen a formar parte de residuos sólidos municipales.

Este sistema puede caracterizarse como exitoso debido principalmente a que se encuentra propiciado por empresas privadas, por lo que su seguimiento y aplicación entre la empresa principal y la empresa productora de vidrio y las empresas embotelladoras de refrescos del país se ha tornado eficaz.

4.3.2.5. Impuestos a la deforestación 

Estos impuestos consisten en la obtención de recursos por parte de los usuarios que no realizan actividades de reforestación con el fin de financiar proyectos públicos de reforestación y reposición de bosques nacionales.

Si bien el impuesto se encuentra vigente se ha carecido de efectividad en su aplicación, porque por un lado el monto recaudado no se corresponde con el costo marginal de reforestación, y por otro no existen sistema de recaudación y control adecuados que permitan hacer un seguimiento exhaustivo para su mejora.

4.3.3. Mexico

La gestión ambiental en México está a cargo de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca creada en 1994, que ha centralizado las funciones que hasta ese momento estaban en cabeza de distintos organismos.

La Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente que data de 1988 sigue vigente.

La política implementada ha considerado la legislación, la regulación, las sanciones administrativas y los controles directos, por encima de los instrumentos económicos. No ha habido una conciencia plena de las autoridades en materia ambiental, su poder político ha sido limitado y la situación económica general es de tal incertidumbre que no permiten la aplicación de dichos instrumentos.

Sin embargo la discusión sobre su aplicación ha tomado fuerza en virtud de tres factores principales: (i) aumento en la intensidad de los problemas ambientales con los consiguientes riesgos para la salud de la población; (ii) poca efectividad de otras políticas; (iii) necesidad de buscar soluciones en situaciones económicamente adversas.   

4.3.3.1. Descarga de aguas residuales.

Los recursos acuíferos de México se hallan comprometidos si se tiene en cuenta que  el 58% de las aguas superficiales está contaminada y el 21% muy contaminada, situación que ha generado un alto porcentaje de enfermedades pulmonares y gastrointestinales en la población.

La Ley Federal de Derechos de Agua es el marco a través del cual comienza la aplicación de instrumentos económico-financieros en la temática ambiental, buscándose a través del instrumento auspiciar la internalización de costos mediante la construcción de obras de infraestructura que permitan el reciclaje. Y disminuir el volumen de aguas residuales Hasta el momento de sanción de la ley, las normativas vigentes se orientaban solo al problema de descargas y su falta de tratamiento, considerando límites máximos de emisión.

A fin de determinar el monto pagado por derecho por cada metro cúbico de descarga la ley establece intervalos tanto para la calidad del agua (por ejemplo sólidos suspendidos) como para las descargas totales.

Se encuentra vigente también un procedimiento simplificado que es de aplicación cuando el volumen mensual de la descarga para un usuario es menor de 3000 metros cúbicos, dependiendo este caso los cargos únicamente del volumen de la descarga.

Uno de los problemas para su buen funcionamiento es que los contaminadores no pagan los montos requeridos por sus descargas, prácticamente en todos los municipios y en una gran proporción las industrias.  A ello hay que sumar la contraparte pública que no hizo valer las sanciones establecidas, ya que a pesar que se consideran multas para los que no cumplen, lo que ocurre es un proceso de negociación entre las autoridades ambientales y las instituciones públicas y privadas para posponerlas o cancelarlas.

Por otra parte existió una falta de institucionalidad de la autoridad en materia del agua, no habiéndose creado una cultura en materia del agua y que este recurso es un bien público que ha sido tradicionalmente subsidiado.

No existen estimaciones del costo incurrido en el diseño y aplicación del instrumento ni tampoco de los beneficios generados.

4.3.3.2. Arancel cero

El arancel cero es un estimulo fiscal cuyo objetivo fue promover la importación de equipos de control o prevención de la contaminación, en tanto no se fabriquen sustitutos competitivos de dichos equipos en México. 

La autoridad de contralor estableció un listado de equipamiento sujeto a esta normativa, el cual debiera sistemáticamente actualizarse para dejar de lado tecnologías obsoletas .

El arancel cero implica un ahorro al importador de entre el 15% y 20%, lo que da como resultado un monto equivalente al arancel que debiera pagar sin la aplicación de este mecanismo.

Los inconvenientes para aplicar este instrumento y su limitado éxito se originaron en: (i) el estímulo de importación de equipos de “final de tubo” en lugar de adoptarse tecnologías más limpias; (ii) falta de información acerca del universo de equipos que pueden usarse para combatir la contaminación; (iii) oposición de las industrias a importar equipos que contiene accesorios y partes que se fabrican en el país; (iv) escasa difusión; (v) falta de intereses de los empresarios a hacer inversiones nuevas significativas antes la crisis económica del país.

4.3.3.3. Depreciación acelerada

Es un incentivo destinado a las industrias para que efectúen inversiones que permitan prevenir y controlar la  contaminación ambiental, reforzando el cumplimiento de las normas y niveles máximos de emisión permitidos.

El instrumento presentó problemas de implementación ya que (i) no define de manera precisa que se considera como equipo de control y contaminación; (ii) no es un incentivo para la adopción de tecnologías limpias que ayuden a disminuir la contaminación ocasionadas con los procesos productivos de menor costo.

A fin de vencer estos problemas se propusieron modificaciones a la ley con relación a los bienes a ser utilizados: (i) los equipos deben incluirse en los listados de la autoridad ambiental o bien contar con la certificación de la misma; (ii) las inversiones deberán contemplarse en un Plan de Acción Ambiental autorizado y acreditado por la autoridad ambiental: (iii) el porcentaje a depreciar será de acuerdo a los criterios emitidos por la autoridad ambiental.

No se dispone en el caso de este instrumento de datos precisos sobre las empresas que lo han utilizado ya que se descuenta de las declaraciones fiscales anuales y la autoridad ambiental no mantiene coordinación con la autoridad de hacienda para tener un seguimiento del uso del instrumento.

Asimismo se reitera que una causa de su poca utilización radica en la situación económica adversa en México que deriva en la poca inversión en tecnología

4.3.3.4. 
Seguros y fianzas ambientales

El establecimiento de seguros y fianzas ambientales está previsto en la legislación del país como medida para garantizar el cumplimiento de medidas de mitigación que se requieren para el transporte de residuos peligrosos.

Este instrumento permite financiar proyectos e investigación tecnológica para preservar el medio ambiente.

Las coberturas deben ser suficientes para proteger al medio ambiente por daños ocasionados por la generación, descarga o derrame de residuos peligros y para reparar daños.

Las fallas que presenta el sistema son las siguientes: (i) falta de una estimación precisa sobre los costos de reparación de ecosistemas, lo que puede ocasionar desfasajes entre dicho valor y el monto de la  suma asegurada; (ii) los montos de los seguros no diferencian entre el tipo de residuo ni la cantidad transportada; (ii) no existe coordinación entre la autoridad ambiental y las compañías aseguradoras de manera de conocer si los seguros ambientales funcionan, razón por la cual no pueden aplicarse sanciones a los infractores.

4.3.4. Guatemala

La gestión ambiental en Guatemala es llevada a cabo por la Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales de reciente creación, la cual se ha conformada con el personal de los distintos órganos multisectoriales que tuvieron a su cargo la materia ambiental (Instituto Nacional del Agua, Instituto Areas Protegidas, Instituto de Calidad Ambiental, Autoridades de los lagos Amatitlán, Atitlán y Río Dulce, etc.)

Funciona asimismo la Comisión Nacional de Medio Ambiente adscrita a la Presidencia de la Nación, pero con poco poder.

El marco normativo en materia ambiental en Guatemala es amplio pero no es operativo. Si bien las normas tienden al sistema de comando y control hay normativa dispersa sin reglamentar y otras normas se encuentran desactualizadas. Asimismo la continua dispersión institucional ha conllevado a faltas de acuerdo  en la aplicación de las normativas.

La situación ambiental de Guatemala ha ido deteriorándose en las últimas décadas producto de: (i) crecimiento y distribución demográfica y productiva; (ii) falta de formulación y desarrollo de políticas macroeconómicas, especialmente en sectores productivos atado a una legislación ambiental inadecuada; (iii) autoridades ambientales con baja decisión política.

Del repertorio de instrumentos económico financieros implementados en Guatemala se resumen los siguientes:

4.3.4.1. Permisos de agua transables

Guatemala tiene más de 300 cuerpos de agua con un área de mas de 1000 km2 y con suficientes acuíferos degradados por la creciente contaminación del agua efectuada por los municipios, industrias y empresas agrícolas, como así también por la incidencia que han tenido los desastres naturales y las alteraciones de los cursos hídricos.

Si bien no existe un programa de monitoreo de la calidad y cantidad de las aguas superficiales y subterráneas, los riesgos por contaminación surgen de los índices de morbilidad y mortalidad ocasionadas por enfermedades relacionadas con contaminación físicas, química y biológica del agua para consumo humano

Producto de la utilización del agua en las condiciones antedichas, y siendo los mayores usuarios del agua las industrias y los sistemas de riego, se creó un sistema para la utilización del agua en forma más eficiente.

Este sistema se originó en 1950 en la Empresa Municipal de Agua de Guatemala que estableció permisos para el uso del agua, que podían ser comprados y vendidos, generando así la creación de un mercado de agua.

Se estima haber logrado un volumen de agua negociada que representaba un porcentaje importante del agua usada. Ante el crecimiento de la demanda urbana e industrial de agua y por falta de un ente regulador apropiado a la nueva demanda, los precios no lograron internalizar los costos ambientales de la producción de agua, generando un descontento en los usuarios importantes perdiendo finalmente la empresa de agua el derecho de cobrar por las nuevas concesiones.

Este instrumento no tuvo una estrategia de promoción, el ente regulador era al mismo tiempo el usuario y tuvo como resultado un funcionamiento relativamente eficiente a pesar de no haber regulación. 

4.3.4.2. Tarifas por cobro unificado de servicios

En la Ciudad de Quetzaltenango, segunda ciudad de Guatemala, la municipalidad ha desarrollado una innovadora gestión ambiental con proyectos para el tratamiento de residuos sólidos urbanos, manejo y conservación de bosques, mejoramiento del servicio del agua, un programa de educación ambiental y otros proyectos como el tratamiento de aguas negras y monitoreo del aire.

Al problema de la baja cobertura de recolección de residuos sólidos que motivaba que se eliminaran los desechos depositándolos en lugares circundantes al área urbana, se sumaba la difícil sostenibilidad económica del servicio

En 1989 se inició un Sistema de Recibo Único para cobrar conjuntamente los servicios municipales de ornato, energía eléctrica, agua potable, drenajes y recolección de residuos sólidos.

El sistema cubre 20.000 usuarios con un cobro de US$ 1,10 por usuario por mes, maneja un monto promedio mensual de US$ 15.000, con morosidad baja, teniendo un período máximo de 3 meses para cancelar el recibo único, de lo contrario todos los servicios son suspendidos.  Este sistema tiene una cobertura del 95%.

Los obstáculos encontrados fueron: la inexistencia de un área disponible cerca de la ciudad para ampliar el relleno sanitario para los residuos inertes (el resto se recicla y vende), y la baja participación de la población.

Las perspectivas son lograr un modelo de gestión de residuos reciclable, alcanzar el 100% de la población reciclar el 80% de los residuos sólidos, producir y comercializar abono orgánico y prestar servicios a pueblos vecinos.

4.3.4.3. 
Promoción de beneficios de café ecológico

Uno de los factores de contaminación más importante en Guatemala ha sido el vertimiento de residuos sólidos y líquidos a los cuerpos de agua y acuíferos derivados de los beneficios de café.

La Asociación Nacional del Café habría desarrollado en los años 80 un concepto de tecnología mejorada que permitiría un ahorro sustancial de agua de proceso, el cual no pasó de la construcción de algunos equipos a nivel experimental.

El Gobierno de Guatemala inició con apoyo externo un Proyecto de Mejoramiento del Pequeño Productor de Café que tendió a mostrar los beneficios del café ecológico en el sector de pequeños productores de café.

Al inicio se construyeron tres beneficios piloto demostrativos, sin embargo las altas tasas de interés desestimularon la inversión por lo que recién a través del Fondo Revolvente del Proyecto que otorgó créditos accesibles se pudieron implementar 37 beneficios.

La puesta en marcha de esos beneficios permitió un ahorro significativo de agua, evitando al mismo tiempo que se descargaran en cuerpos de agua o en acuíferos.

4.3.4.4. Fondo Guatemalteco del Medio Ambiente

En 1997 se establece el Fondo Guatemalteco del Medio Ambiente (FOGUAMA) para inversión y financiamiento de programas y proyectos en las áreas de saneamiento preventivo, educación ambiental, recursos naturales, agricultura sostenible cambio climático y tecnología limpia, calidad ambiental y estrategias nacionales de medio ambiente y diversidad.

Es una entidad financiera de segundo nivel, miembro del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, bajo la tutela del ente ambiental nacional, que otorga financiamientos de preinversión y de inversión de proyectos ambientales. Los usuarios principales son las municipalidades o compañías municipales, comunidades locales, ONGs, universidades y centros de investigación y empresas.

Los recursos financieros de FOGUAMA se basan en un presupuesto anual y un fondo patrimonial que se integra por los siguientes recursos: (i) fondos anuales que le sean asignados presupuestariamente; (ii) rendimientos del manejo financiero del fondo patrimonial, donaciones, canjes de deuda por naturaleza, préstamos, multas impuestas por la Comisión Nacional de Medio Ambiente, tasas y tarifas.

Los fondos se han distribuido para prevención de incendios forestales y ampliación de alcantarillados y plantas de tratamiento de aguas residuales domésticas.

La nueva administración ha iniciado un manejo más eficiente diversificando la temática, los montos de financiamiento y los usuarios.

4.3.5. Costa Rica

La gestión ambiental de Costa Rica está a cargo del Ministerio de Ambiente y Energía.

Se ha caracterizado por legislación ambiental con medidas de comando y control que no se han integrado con el resto de políticas en el ámbito económico y social.

El marco institucional para la aplicación de la normativa ha sido débil y no se cuenta con los recursos económicos y humanos necesarios para llevar a cabo la fiscalización y control.

Si bien se han desarrollado políticas de mejora ambiental con respecto al bosque y la biodiversidad, la regulación de aguas se enfoca principalmente a los usos de este recurso (riego, generación de energía, consumo de la población) con instituciones propias para cada tipo de uso pero no han considerado el problema del agua en forma global y coordinada.

La experiencia en cuanto a instrumentos económico-financieros se ha basado en programas de servicios ambientales y acuerdos voluntarios para disminuir la contaminación; dicha experiencia  ha sido positiva generando la participación activa de múltiples actores, siendo estos instrumentos pieza clave por su fácil aplicación lo que ha redundado en beneficios ambientales concretos.

Del repertorio de instrumentos económico financieros implementados en Costa Rica se resumen los siguientes:

4.3.5.1. Servicios Ambientales 

El concepto de servicios ambientales se enmarca en los enunciados de la Convención del Cambio Climático.

A fin de la aplicación de los servicios ambientales se llamó a participar a los distintos actores involucrados, los grandes hacendados, la industria forestal, el sector cafetalero, pequeños ganaderos, servicio de parques nacionales y cámaras empresarias, además de académicos y estudiosos de la temática ambiental y entes reguladores

El pago de servicios ambientales se ha fundamentado en el principio del que los propietarios del bosque y plantaciones forestales deben recibir pagos para compensar los beneficios que sus bosques y plantaciones brindan a la sociedad.

El establecimiento de mecanismos de pago de servicios ambientales siguió un largo proceso, en el que los instrumentos económicos y de regulación fueron evolucionando según el resultado de participación de distintos actores sociales. Se trata de un proceso que se inicio en la década de los 60 y que fue evolucionando en forma paulatina.

A través de la legislación se han reconocido cuatro servicios ambientales:

1. Mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero. Consiste en al reducción, absorción, fijación y almacenamiento de gases con efecto invernadero, en especial de carbono acumulado en la atmósfera.

2. Protección de agua para uso urbano rural o hidroeléctrico. La conservación de los bosques tiene un alto impacto en los ciclos hidrológicos y en la reducción de sedimentos en los embalses.

3. Protección de la biodiversidad para conservarla y para el uso sostenible, científico y farmacéutico, investigación y mejoramiento genético, protección de ecosistemas y formas de vida.

4. Belleza escénica natural para fines turísticos y científicos.

La principal fuente de fondos del sistema es un porcentaje (33%) de la recaudación de los impuestos sobre los combustibles e hidrocarburos. Asimismo según la normativa vigente, otras fuentes de recursos podrían obtenerse a través de donaciones, recursos internacionales, emisiones de bonos forestales y otros.

Los servicios ambientales se basan en la recaudación del impuesto a los combustibles, cuyos fondos no pueden ser asignados directamente al programa de servicios sino que ingresan a las cuentas del Estado el cual asigna los fondos de acuerdo a las prioridades estatales. 

La cantidad de trámites para acceder a los fondos del programa han generado en alguna medida inconvenientes para la incorporación de nuevos productores; sin embargo debe mencionarse en este último caso, que si bien el programa no cubre a la totalidad de productores, los fondos que se recaudan y el sistema de distribución no permiten la cobertura a la totalidad de empresarios forestales. En otro orden, el pago de servicios ambientales se concentra en la fase de producción (reforestación) y no contempló otros eslabones de la cadena productiva (comercialización) y además no se diferencian los montos según las regiones y los costos de oportunidad.

Como repercusiones de este sistema pueden citarse la sustitución de subvenciones públicas al establecerse a través del impuesto a los combustibles una fuente de fondos que ha permitido contar con recursos financieros que han permitido mitigar loas emisiones de gases de efecto invernadero, orientando la reforestación y el manejo y conservación de los bosques.

A nivel institucional el sistema ha propiciado: (i) Constituir organismos gubernamentales y no gubernamentales comprometidos con la temática ambiental; (ii) Elaborar planes de manejo a ser aprobados por la administración forestal (iv) Promulgar la ley que establece el pago por servicios ambientales; (v) Crear el Fondo Nacional de Financiamiento Forestal (FONAFIFO). 

4.3.5.2. Tarifa hídrica ambientalmente ajustada 

La Empresa de Servicios Públicos de Heredia S.A. (ESPH S.A.) nació como una Junta Administradora de servicios públicos a nivel comunal. Posteriormente evolucionó hasta convertirse en una sociedad anónima de varias municipalidades de la Provincia de Heredia. Como empresa perteneciente a municipalidades conserva objetivos sociales y de esta manera se creó la tarifa hídrica mencionada.

El sistema consiste en el cobro de una tarifa hídrica adicional a los consumidores, ajustando así la tarifa normal para incorporar el pago de los servicios ambientales a las áreas que mantienen el recurso hídrico.

El dinero recaudado se destina a un fideicomiso administrado por la misma empresa que se aplica para promover la reforestación y regeneración del bosque en las cuencas de interés de la empresa, que son los ríos Ciruelas, Segundo y Tibás.

La preocupación inicial surge debido a una notoria disminución de agua, especialmente durante la época seca, que obliga a racionar el recurso, con lo que se han generado presiones por parte de la comunidad y del sector empresarial.

De allí que se generó la necesidad de usar el mecanismo de pago de servicios ambientales, y para ello se efectuaron consultas y encuestas a la comunidad, grupos organizados y empresas derivando de ello la certeza de la voluntad de pago por parte de la población. 

4.3.5.3. Acuerdos voluntarios

Se analiza seguidamente el acuerdo voluntario de disminución de contaminantes en el sector cafetalero el cual ha tenido fuertes repercusiones positivas en el uso de las aguas y en el manejo de residuos: (i) se efectuó una fuerte inversión en tecnologías para tratamiento de aguas residuales; (ii) se cumplieron metas de economía del agua cumplidas en un 90%; (iii) se aprobó la Ley de Vertidos de Aguas residuales que derivó en el cumplimiento obligatorio del convenio; (iv) hubo mejora en el manejo de los residuos; (v) se conformaron bases de datos que permiten monitorear los resultados del convenio.

La producción de café es una de las actividades agroindustriales de mayor tradición en Costa Rica. Sin embargo dentro de la actividad, los esfuerzos de producción dirigidos a la búsqueda del crecimiento económico han sido subsidiados ecológicamente a partir de un uso inadecuado y abuso de los recursos naturales, especialmente el recurso hídrico.

El uso del agua es fundamental ya que el proceso exige un aprovechamiento de recursos hídricos para el transporte, despulpado y lavado del café, así como el vertido de los residuos y subproductos a los cursos de agua de los ríos. El perjuicio de estos últimos era la destrucción de flora y fauna y la pérdida de su uso potencial  en otras actividades, la generación de altos riesgos para la salud de la población cercana a los ríos, dada la formación de plagas insectos y los malos olores, así como el deterioro de la belleza escénica.

La industria del café generaba cerca de un 60% de la carga orgánica industrial vertida a las aguas de los ríos y un 15% de las emisiones de CO2 de la industria nacional; consumía un 8% de la energía eléctrica total consumida en el país, es decir que generaba un efecto muy negativo en el medio ambiente.

A inicios de los noventa se firmó un Convenio cuya naturaleza es un acuerdo voluntario entre el Instituto del Café (ICAFE), el Ministerio de Salud, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (AyA) y el Servicios nacional de Electricidad. Además se incorporaron activamente el Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE) y el proyecto CAPRE-GTZ, cuyo objetivo era la prevención de la contaminación y no de su tratamiento y la introducción de tecnologías limpias.

El convenio fijó cuatro etapas de transformaciones, hasta reducir la contaminación generada al 80%:

a. Reducción del uso del agua en el beneficiado. La meta establecía reducir el uso a la cuarta parte sin afectar la calidad del café por lo cual fueron necesarias una serie de pruebas para verifica que dicha calidad no se viera dañada.

b. Recuperación de sólidos pequeños de las aguas residuales del beneficiado. Se estableció como obligatorio la utilización de tamices finos, de acero que permitieran retener solidos mayores a 0.75 milímetros de grosor.   

c. Disminución del 50% de los sólidos suspendidos. Se construyeron tanques sedimentarios y pequeñas lagunas de lodos de sedimentos

d. Tratamiento anaeróbico de las aguas. Se estableció como meta la reducción de contaminantes en un 80% en términos de Demanda Química de Oxígeno (DQO) y de Demanda Bioquímica de Oxígeno (DBO), a través de lagunas y reactores deben estar acondicionadas y estabilizados para favorecer el arranque biológico al inicio de la cosecha y lograr una buena remoción de DQO.

El programa tuvo diferentes apoyos financieros (i) GTZ aportó técnicos y financiamiento para poner en ejecución un programa piloto; (ii) BID contribuyo al respaldo técnico de transferencia tecnológica que necesitaba el Convenio; (iii) las transformaciones industriales de los beneficios fueron financiadas con recursos propios de las empresas, contándose en algunos casos con la Cooperación Holandesa que financió parte de las transformaciones, absorbiendo los costos extras de construir reactores anaeróbicos en lugar de lagunas. 

Fue importante luego de la firma del convenio, la participación de una comisión ad hoc conformada por el Ministerio de Salud, Ministerio de Ambiente y Energía, Centro del Investigaciones del ICAFE y los beneficiadores para el seguimiento del proyecto y la instauración de un sistema de monitoreo.

El sistema ha tenido algunas dificultades en su desarrollo: (i) la etapa inicial se dudaba de la efectividad de darle solución al problema; (ii) algunos productores utilizaron tecnologías no aprobadas por el Instituto del Café, menos costosas con pocos resultados que motivaron doble erogación a los beneficiados, ya que luego debieron erogar por las oficiales; (iii) reticencia de algunos empresarios para incorporarse al programa justificando que su producción era orgánica, la que no excluye a la empresa del impacto que genera el recurso hídrico tanto por el alto consumo como por los desechos depositados en los ríos; (iv) dificultad para aprovechar los residuos que genera la industria cafetalera por su contenido alto de humedad que implica altos costos de transporte y procesamiento para su posterior utilización como combustible; (v) insuficiente seguimiento por falta de presupuesto. 

En cuanto a los determinantes del éxito del acuerdo voluntario pueden citarse los siguientes: (i) Planificación de los procesos; (ii) Mayor compromiso y disposición de los  firmantes del acuerdo; (iii) Facilidad en el monitoreo considerado como un instrumento de apoyo y de consulta y no como actos meramente de control; (iv)  Eficiente coordinación entre las partes a través de las comisiones con personal comprometido en el programa; (v) la participación de organismos de cooperación internacional con apoyo técnico y transferencia de conocimientos.

4.3.5.4. Programa Bandera Ecológica

El objetivo es reconocer el esfuerzo de empresas, comunidades e instituciones públicas que voluntariamente desarrollan acciones de protección y rescate de recursos naturales en la Cuenca de Río Grande de Tárcoles.

Las primeras empresas galardonadas se sumaron de forma voluntaria a un plan piloto de control de desechos líquidos promovido por la Municipalidad de San José y por la Cámara de Industrias de Costa Rica.

Se daba reconocimiento a aquellas empresas que hubieran realizado cambios en los procesos productivos para reducir o eliminar el lanzamiento de sustancias contaminantes al medio ambiente y cumplieran las normas sobre vertido de aguas residuales, desechos sólidos y emanaciones de gases.

Desde 1995 han estado involucradas unas cincuenta empresas recibiendo el galardón. Sin embargo muchas de las empresas que al inicio recibieron galardones no se presentaron luego. Del total solo 2 han seguido recibiendo galardón. En el año 2000 19 empresas recibieron el sello verde.

4.3.6. Colombia

La gestión ambiental en Colombia estuvo caracterizada de limitaciones ante la falta de organización del sector hasta 1993, año en el cual la gestión ambiental fue reorganizada creándose el Ministerio de Medio Ambiente junto con agencias ambientales regionales adicionales y agencias ambientales urbanas en las ciudades más importantes del país.

Si bien el uso de instrumentos económico-financieros en la legislación data del año 1974, ya que en dicho año se establecieron cargos e impuestos al aprovechamiento de los recursos naturales, el uso efectivo de los mismos fue casi nulo, por problemas de diseño, definición de cargos bajos para desalentar un uso racional de los recursos, o falta de facturación en forma sistemática. 

Finalmente en 1997 se inició un proceso de implementación de tasas aplicadas sobre vertidos contaminantes a cuerpos de agua cuyo éxito se ha debido principalmente: (i) existencia de unidades de gestión con un claro mandato ambiental y con autoridad recaudatoria, como lo son las Corporaciones Autónomas Regionales establecidas a nivel de cuencas; (ii) metas regionales de reducción de carga contaminante en cada cuenca con parámetros de calidad ambiental públicos y de fácil seguimiento; (iii) negociación para asignar los fondos recaudados entre las municipalidades, la agencia reguladora y las industrias.

La Tasa Retributiva se creó para afrontar: (i) falta de información sobre daños causados y costos de descontaminación en cada cuenca; (ii) inestabilidad de las instituciones ambientales nacionales; (iii) rigidez regulatoria del sistema comando y control.

La concertación fue el pilar para reducir la resistencia al pago de la tasa por el sector regulado especialmente el industrial, lo que se evidencia en que son ellos los principales aportantes en el recaudo en la tasa en las regiones donde se ha implementado el instrumento.

El caso que se analiza seguidamente es la implementación de la tasa en la Corporación Autónoma Regional Río Negro Nare (CORNARE), que es una de las 37 autoridades ambientales de Colombia y su jurisdicción se limita al territorio constituido por 26 municipios del Departamento de Antioquía en el Sur oriental.

Las características de la tasa son las siguientes:

· Se utiliza sobre contaminantes de poco riesgo inmediato es decir Demanda Bioquímica de Oxigeno (DBO) y Sólidos Suspendidos Totales (SST) que permite reasignar los niveles de descontaminación con base en los costos marginales de los factores. No se utiliza para elementos de alto riesgo inmediato como metales pesados donde no se debe permitir flexibilidad de asignación.

· La comunidad regional concierta la meta de reducción del contaminante para sus cuerpos de agua con la Corporación.

· La entidad regulada paga la tasa por el servicio de usar el río como basurero.

· Flexibilidad de la entidad regulada para elegir su forma de reducir la contaminación.

· Implementación gradual de la tasa en cinco años hasta alcanzar la meta regional concertada.

· Cada cinco años el comité de cuenca evalúa si la meta debe ser cambiada.

Para decidir sobre la viabilidad de la aplicación del instrumento de la Tasa Retributiva, fue importante contar con la información que poseía la Corporación frente al estado y calidad de los recursos hídricos más importantes y los usuarios de éstos con mayor peso en los aportes de contaminación detectados.

Teniendo en cuenta los archivos de la Corporación y complementando con el proceso de registro de datos y autodeclaración, que indicaba el decreto de la Tasa Retributiva, se estableció un estado inicial de referencia, para ocho cuencas, clasificando. Los aportes de cada uno de los usuarios comprometidos, fueran del sector estatal o privado.

Promulgado el Decreto, las instancias técnicas se concentraron en el objetivo de elaborar la ruta crítica  del proceso de implementación, compuesto por las siguientes fases de desarrollo:

· Inventario de usuarios que producen vertimientos

· Actualización de los permisos de vertimiento y normalización de los procedimientos para los usuarios que no poseen registro.

· Revisión y actualización del sistema de archivo y control de información para usuarios productores de vertimiento.

· Revisión de estudios de caracterización de vertimientos líquidos.

· Diseño y reglamentación de formulario para autodeclaración de vertimientos.

· Notificación y diligenciamiento del formulario de autodeclaración de vertimientos.

· Calculo y oficialización de las cargas contaminantes.

· Evaluación técnica de metas de descontaminación por cuencas y tramos como fase previa a la concertación.

· Proceso de concertación de las metas de descontaminación.

· Aprobación de las metas de descontaminación por parte del Consejo Directivo o por parte de Director de la Corporación. Divulgación.

· Estructuración del sistema de facturación y cobro.

Esta caracterización de pasos críticos para implementar el instrumento permitió conocer la localización y ubicación de los usuarios contaminantes de acuerdo a los sectores económicos específicos, facilitando el proceso de concertación de las metas regionales de descontaminación. 

Para el uso de los fondos recaudados, se conformó un fondo de descontaminación regional con la figura de fiducia pública, constituyéndose una junta administradora del fideicomiso y con la asistencia de una Superintendencia Bancaria que controla el accionar de las entidades bancarias y fiduciarias.

Los grandes cambios que el instrumento generó son:

· Actualización del inventario de usuarios que producen vertimientos.

· Modernización del sistema de registro de vertimientos con el formulario de autodeclaración.

· Perfeccionamiento en los estudios de caracterización de vertimientos líquidos.

· Aplicación efectiva de información de vertimientos y contaminación de fuentes de agua a través de las metas regionales de descontaminación.

· Relación más directa entre la corporación y los usuarios a través del proceso de concertación y modernización de la información de vertimientos.

4.3.7. Chile 

La implementación de la legislación ambiental en Chile data de la década de los noventa. Cuenta con una ley ambiental entre cuyos conceptos incluye el principio de que los contaminadores internalicen los costos económicos de las actividades contaminantes. Sin embargo la mayoría de las regulaciones consisten en instrumentos de comando y control.

La implementación y coordinación de la política ambiental chilena, según la legislación vigente, está a cargo de la agencia ambiental del gobierno CONAMA (Comisión Nacional del Medio Ambiente), pero la existencia de múltiples organismos involucrados en la gestión ambiental y la falta de coordinación ha generado superposición de funciones.

Por otra parte y respecto a la introducción y utilización de instrumentos económicos en Chile, (i) falta voluntad política para introducir el control del medio ambiente como herramienta prioritaria a nivel gubernamental; (ii) falta de conocimiento de las ventajas desde el punto de vista económico de la utilización de los instrumentos económico–financieros.

En Chile hay instrumentos implementados, otros que si bien tienen características de instrumentos económicos no tienen en cuenta la incidencia en el medio ambiente y son considerados pseudo instrumentos y existe también una batería de instrumentos analizados por la CONAMA todavía en estudio y discusión.

4.3.7.1. Instrumentos implementados

Los instrumentos económicos introducidos en Chile, tienen carácter sectorial, no constituyen impuestos u otros desincentivos y todos operan a pequeña escala.

· Sistema de compensaciones por emisiones de material particulado en la región metropolitana

A través de decretos del Poder Ejecutivo se creó y reguló un sistema de compensaciones por emisión de material particulado en Santiago, cuyo objetivo es apoyar el proceso de descontaminación de una cuenca con problemas de saturación.

Se legisló estableciendo los estándares para emisiones originadas en fuentes grupales y para las emisiones de grandes fuentes puntuales.

Asimismo se estableció un proceso para las compensaciones de emisiones y por la vía de reconocer –en principio- las emisiones diarias para las fuentes existentes. Además establece que las fuentes existentes pueden también compensar sus emisiones entre si.

El proceso para establecer las compensaciones por emisiones requiere de una petición relacionada con las fuentes que especifique: (i) los niveles de emisiones comprometidos; (ii) los niveles de emisiones actuales de las fuentes involucradas; (iii) el reconocimiento de las emisiones diarias iniciales por parte del Ministerio de Salud; (iv) la cantidad de emisiones por compensar.

· Cuotas individuales transferibles de pesca

Son permisos de Cuotas Transferibles de Pesca transferibles, divisibles, no ligados a la propiedad de la embarcación.

La ley autoriza la aplicación de los permisos en dos casos:

· Cuando se ha incurrido en la sobreexplotación de una pesquería e implementado un programa de regeneración del recurso que contempla un período de  moratoria total no menor a tres años, dicha pesquería puede ser administrada bajo régimen de pesquería en recuperación y los permisos pueden ser asignados a los operadores pesqueros.

· Cuando se desarrolla una nueva pesquería (es decir que no ha sido previamente explotada) la autoridad puede administrar la misma como Pesquería Incipiente y su  CIT puede ser asignado a los operadores pesqueros.

Los CIT son asignados a través de licitación abierta en subasta pública. La primera vez que un CIT es aplicado a una pesquería, se licita la captura total permisible (CTP)  para el año siguiente (100%). 

El límite de captura a la que puede concursar un único operador es de 50%. Cada permiso tiene una vigencia de 10 años. Para hacer que el sistema sea políticamente aceptable se incorporó en la ley un mecanismo de traspaso de intereses: cada año un 10% del CTP, debe ser reconcursado, por lo cual los permisos iniciales son reducidos en forma correspondiente.

El sistema es administrado por la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía. El monitoreo de peces es realizado por el Instituto de Fomento Pesquero o por el Fondo Nacional para la Investigación Pesquera.

En general, el sistema CIT contemplado en la Ley de Pesca ha permitido la regeneración de stocks de recursos altamente valorados que han sufrido sobreexplotación cuando su administración se ha hecho bajo régimen de pesquerías de acceso abierto, o bien a través de medidas de comando y control.

Los ingresos obtenidos han permitido mejorar significativamente la calidad de los productos finales y ante la planificación de las operaciones se ha podido reconstruir mercados.

Sin embargo, no ha habido participación efectiva de los organismos vinculados con el tema ambiental y está muy centrada en organismos sectoriales, no habiéndose efectuado un análisis sobre la implicancia de esta situación, aunque sí se tiene claro que se está teniendo en cuenta solo intereses vinculados al sector pesquero.

· Ecoetiquetaje para ozono 

La ecoetiqueta de sustancias no perjudiciales para la capa de ozono se estableció en el marco del Protocolo de Montreal. El Programa Nacional comprendía: (i) Campañas de comunicación a través de radio, televisión y prensa; (ii) Implementación de una ecoetiqueta para distinguir entre productos con y sin ozono; (iii) Subsidios para la adaptación de procesos industriales mediante reconversión tecnológica; (iv) Cursos de capacitación.

No fue un instrumento atractivo; a nivel país solo una empresa adquirió el sello de ozono, siendo los condicionantes del mercado los siguientes: (i) Productos sujetos al sello no dirigidos a consumidores finales; (ii) Costo de certificación alto para las empresas; (iii) Cambio de las empresas a sustancias de transición, que no permiten adquirir el sello de ozono pero su uso se encuentra permitido.

4.3.7.2. Pseudo instrumentos

Son aquellos instrumentos que si bien tienen carácter económico no han sido creados con fines ambientales o de sostenibilidad.

· Derechos de uso del agua

El Código de Aguas Chileno reglamenta los derechos de uso de las aguas, los que son asignados sobre una cantidad específica durante un período de tiempo, y especificados como consuntivos o no consuntivos. Las asociaciones de canalistas, por ejemplo son dueñas de los derechos de agua consuntivos con los cuales sus miembros disponen de un libre uso de aguas.

La distribución inicial de derechos de aguas se basa en una petición por el potencial usuario que es posteriormente examinada por la Dirección General de Aguas. En este proceso se le da participación a terceros para que formulen objeciones en el caso que sus propios derechos se vean restringidos por la concesión de nuevos derechos de aguas al postulante. 

Los derechos de aguas son otorgados sin costo para el usuario.

No existen datos formales sobre el mercado de agua y sus transacciones por lo cual la evaluación de su funcionamiento se hace difícil, ya que no hay una administración estatal. 

A pesar que las autoridades mostraron satisfacción por la operación del sistema los derechos de uso de aguas han sido acumulados por instituciones e individuos con fines especulativos antes que productivo. A ello ese agrega la preocupación por una creciente escasez de agua debido a un proceso de crecimiento económico sostenido. Esto ha llevado a las autoridades a iniciar modificaciones al Código de Aguas, estableciendo el pago de una compensación –que actúa- como multa en el caso de no uso de los derechos de agua. Este pago aumenta progresivamente de acuerdo al lapso en que el derecho de agua no es empleado realmente. El no pago de esta multa eventualmente lleva a la licitación del derecho respectivo.

· Subsidios a la reforestación

El sistema de subsidios tenía principalmente un objetivo económico, alentando la forestación y plantación en un país que al momento de instaurarse el sistema tenía apenas 320000 hectáreas de plantaciones de bosque.

En 1995 se efectuó una modificación y extensión de estos subsidios, con el objeto de la prevención de la erosión de suelos y la reforestación con especies nativas de mayor valor económico. Ello implica que una especie nativa para la cual el mantenimiento es generalmente más arduo y oneroso, estará en el futuro en una posición de mejor competitividad.

Sin embargo la legislación no distingue entre especies exóticas y nativas lo cual ha producido un claro sesgo hacia la introducción y plantación de las primeras, las que por una parte tienen un mercado mejor definido y por otra otorgan al inversionista retornos más rápidos.

Adicionalmente la falta de discriminación entre propietarios pequeños y grandes ha implicado que los subsidios se hayan acumulado en manos de los grandes terratenientes.

· Impuesto a los vehículos

Se considera su inclusión dentro de los temas ambientales, por tener relación con el impacto ambiental cuyo uso genera.

Se han creado impuestos al valor de importación de un vehículo en función de su cilindrada, así como también sobre la base del valor del vehículo.

Existe además un impuesto al lujo equivalente al 85% del valor de importación de vehículos que excede los US$ 10.000.

Se aplica además un impuesto a la venta de vehículos usados que es del 0.5% del valor de venta.

La aplicación de estos impuestos permite una recaudación equivalente a un 0.5% de la recaudación tributaria total.

Otros impuestos a los vehículos son las licencias que oscilan entre un 2% y un 4% del valor de mercado y es de carácter anual. La tasa es progresiva, pero hay un valor mínimo de US$ 30.- La tasa se genera directamente a las municipalidades.

También se grava la inspección anual con distinto monto para motor catalítico o no catalítico.

· Sistema de depósito/reembolso para los envases de bebidas

Abarca a los envases de vidrio y plástico para cerveza y bebidas y consiste en un sistema voluntario que establece la industria en el cual el fabricante cobra al distribuidor un monto por envase mientras que éste traslada una cantidad variable al consumidor.

Los distribuidores sólo muestran disposición ante el sistema cuando aseguran la venta a los vendedores al detalle.

· Sistemas de incentivos financieros para la inversión en tecnologías limpias

Se desarrollaron programas para fomentar la producción limpia a través de una Secretaría creada al efecto dentro del Ministerio de Economía que ha implementado Acuerdos de Producción Limpia en los ámbitos de la celulosa, metalurgia y producción porcina.

Asimismo se ha efectuado la Licitación de un Centro Nacional de Producción Limpia adjudicado al Instituto Nacional de Tecnología  y el diseño de un Fondo de Asistencia Técnica.

Se contó también con un crédito otorgado por el gobierno suizo dirigido a inversiones en tecnologías ambientales que involucraba un sistema de tasas de créditos preferenciales para las inversiones en tecnología limpia.

4.3.7.3. Instrumentos analizados en el ámbito de CONAMA

· Tarificación diferenciada de residuos sólidos domiciliarios

Entre 1996 y 1997 la CEPAL y la Unidad de Economía Ambiental de Chile patrocinaron estudios para diseñar un sistema de tarificación para el manejo de residuos domiciliarios sobre la base de la cantidad generada.

Dichos estudios establecieron la posibilidad de establecer una tarifa por el uso del servicio municipal de aseo según la cantidad de basura producida, sea por usuarios residentes o por comercios, de manera que aquellos que generasen menor cantidad de residuos pagarían menos derechos que aquellos que producen más basura.

Esta tarificación incentiva la reducción de basura por reciclaje o por baja generación.

Dentro de los obstáculos para la implementación se mencionan los siguientes: (i) Recursos limitados de los municipios para hacer frente a la adquisición de embalajes especiales; (ii) sistema de cobranza y administración de los recursos; (iii) Disposición ilegal de basura; (iv) Cambio legal en los municipios que autorice tarifas diferenciadas; (v) Necesidad de coordinación entre instituciones a nivel jurisdiccional y nacional; (vi) Dudas ante la capacidad de fiscalización del sistema.

· Instrumentos para el control de efluentes industriales

En 1997 CONAMA efectuó el estudio “Identificación, Análisis y Propuesta de Instrumentos Económicos para el Control de Efluentes Industriales y Mineros (RILES) en aguas superficiales y subterráneas”.

El actual sistema de Normas de Calidad Ambiental y de Emisión no permite la aplicación de instrumentos económicos.

El estudio tomó como base dos casos regionales a fin de analizar la efectividad en la aplicación de cuatro instrumentos: (i) cargos efluentes; (ii) cargos por insumos; (iii) permisos de emisión transables, (iv) subsidios a la descontaminación.

Sin embargo las dificultades en materia institucional y legal no hacen posible la instrumentación del instrumento analizado.

· Sistema de permisos de emisión transables

Desde el año 1995 se efectuaron estudios para efectuar la implementación de un sistema de permisos de emisión transables para combatir la contaminación por material particulado en Santiago.

La implementación del sistema no traería aparejado en materia de fiscalización costos mayores a los actualmente utilizados para el sistema de compensaciones.

Se efectuaron talleres a fin de evaluar la aplicabilidad del sistema y la respuesta de los actores involucrados (académicos, ONGs, empresarios, partidos políticos, parlamentarios). 

Las objeciones presentadas por los distintos sectores consultados son las siguientes: (i) Nivel tecnológico de referencia; (ii) Establecimiento de bancos de permisos; (iii) Problemas de fiscalización; (iv) Costo efectividad del sistema; (v) Complejidad en la aplicación; (vi) Establecimiento de un mercado de contaminantes.

Debiera considerarse para lograr su implementación (i) Capacitación explicitando la diferencia entre derechos y permisos; (ii) Asignación inicial de permisos; (iii) Demostración de los beneficios económicos; (iv) Propuesta de mecanismos de transición entre el sistema de compensaciones actual y el SPET.

4.3.8. Ecuador

Ecuador si bien ha contado con legislación adecuada para fomentar la gestión en materia ambiental, la falta de voluntad política, la superposición de competencias institucionales y los presupuestos insuficientes no han permitido la implementación de las diversas leyes.

Del repertorio de instrumentos económico financieros implementados en Ecuador se resumen los siguientes:

4.3.8.1. Sistema de cargos por contaminación en Quito

Se ha diseñado un sistema de cargos por contaminación para el control de efluentes orgánicos industriales y las emisiones de la combustión.

El sistema consta de normas y cargos por efluentes, basado en regulaciones nacionales sobre la calidad del agua.

La norma de descarga orgánica combinada por día es de 56 kg para los dos ríos de la ciudad. Las empresas cuyas descargas son inferiores a este nivel no pagan ningún cargo, en tanto que las que superan dicho guarismo deben abonar una multa por unidad equivalente al costo de tratamiento municipal.

Esta norma se considera poco estricta pero en un marco ya preestablecido se tornará más estricta, de manera que las descargas exentas de pago sean reducidas, correspondiendo cada reducción a un nuevo nivel de calidad de agua, hasta llegar a un punto que pueda permitir su uso para riego ganadería y agua potable luego del tratamiento primario.

Las empresas deben entregar semestralmente las descargas entregadas y en base a dicha información se efectúa el cálculo de la carga combinada y el cargo total para el semestre siguiente (descarga total del período – valor de la norma, multiplicado por 125 días y por US$0,36). Si efectuado dicho cálculo, la empresa redujera sus efluentes puede requerir una revaluación para el período.

4.3.8.2. Desechos sólidos en Guayaquil

Guayaquil ha contratado la recolección de residuos sólidos a una empresa que traslada la basura desde la ciudad hasta el relleno sanitario. El  contrato prevé una tarifa por tonelada de basura entregada, siendo ello un incentivo para incrementar la recolección. 

Por otra parte, se ha implementado un recargo del 12% sobre el consumo eléctrico que financia la recolección de residuos y la limpieza de las calles.

El monto recaudado a través del recargo eléctrico es mayor que el monto que se paga a la empresa prestadora del servicio de recolección, por lo que queda un excedente a ser aplicado a la financiación del municipio. 

4.3.9. Conclusión

Del análisis de experiencias en Latinoamérica puede concluirse que para lograr una gestión ambiental adecuada y para implementar instrumentos económico financieros se hace necesario:

· Fortalecer la cultura de la importancia de la gestión ambiental en el ámbito gubernamental, dotando a las agencias del poder político suficiente.

· Evitar la dispersión de responsabilidades en la temática ambiental, dotando de suficiente autonomía a una oficina de gestión ambiental con poder de coordinación y centralización en las decisiones con interrelación con organismos sectoriales evitando el conflicto de intereses. 

· Articular la gestión de las agencias ambientales con el resto de organismos gubernamentales.

· Otorgar suficiente asignación de recursos financieros y humanos a las agencias ambientales que puedan ser destinados a sus fines específicos.

· Enmarcar los instrumentos económico-financieros de la gestión ambiental considerando el contexto macroeconómico del país. Analizar las ventajas y desventajas de la aplicación y  buscar las herramientas adecuadas para la temática del problema sectorial a resolver.

· Introducir sistemas de información, monitoreo, fiscalización y control eficientes y útiles para el seguimiento y para la toma de decisiones.

· Convocar a los actores con injerencia en la temática ambiental de cada sector sujeto a implementar un instrumento económico-financiero, a fin de lograr consenso en la aplicación de las medidas y mejorar las instancias de su implementación.

4.4. Los instrumentos económicos y financieros internacionales 

¿Existen Instrumentos Económicos y Financieros aplicados a nivel binacional o internacional en el ámbito de la calidad del agua? Según nuestro conocimiento, no existe ningún mecanismo de este tipo en sentido estricto, si se excluyen los fondos internacionales de financiación de proyectos ambientales del tipo « Global Environmental Facility ».

El mecanismo más cercano es por cierto el que está siendo puesto en práctica en el marco del Protocolo de Kyoto, tendiente a reducir las emisiones de gas con efecto invernadero a nivel mundial.

Los gases con efecto invernadero tienen la particularidad de que ningún procedimiento permite tratarlos antes de su emisión, y que su producción tiene consecuencias a nivel internacional, y ya no solamente a nivel local, como sucede con la mayoría de los otros agentes contaminantes.

El Protocolo de Kyoto, adoptado por 160 países en diciembre de 1997, confirma el compromiso de los países signatarios de reducir las emisiones de gas con efecto invernadero en un 5,2% promedio para el período 2008-2012 con respecto al nivel de 1990. Habida cuenta del crecimiento económico previsible, esto representa de hecho un objetivo bastante ambicioso.

Los objetivos del Protocolo se refieren a un conjunto de seis gases con efecto invernadero.  El Protocolo introduce la posibilidad de poner en práctica tres tipos de mecanismos de flexibilidad, los cuales son de hecho instrumentos económicos :

·  Los « intercambios de derechos de emisión » (permisos transables) permiten igualar los costos marginales de reducción de las emisiones entre los diferentes países, gracias a intercambios de derechos de emisión, del mismo modo que igualan estos costos en el interior de una « burbuja » en el sistema americano : los países que presentan los costos de reducción de emisión más bajos pueden vender sus derechos de emisión a aquellos países que presentan los costos más elevados.  De esta manera, las inversiones se optimizan a nivel mundial.

·  « La puesta en práctica conjunta » permite a los países desarrollados adquirir derechos de emisión financiando proyectos de « pozo de carbono » en otros países (fijación de CO2 en plantaciones forestales, por ejemplo).

· «El mecanismo para un desarrollo propio » es similar, y permite la adquisición de derechos de emisión contra la financiación de proyectos de desarrollo que contribuyen a limitar las emisiones de CO2, bajo el control de organismos independientes.

El Protocolo de Kyoto se vio muy debilitado por la decisión de los Estados Unidos de no ratificar el protocolo en marzo de 2001. Debería entrar en vigencia en 2003, a reserva de la ratificación por parte de más de 55 países, que son el origen de por lo menos el 55% del CO2 emitido a nivel mundial.

5. Evaluación de los Instrumentos Económicos y Financieros existentes en Argentina

5.1. Generalidades

5.1.1. Categorías de instrumentos aplicadas

Del amplio repertorio de instrumentos económico financieros identificados recientemente, las categorías implementadas en el ámbito del proyecto se señalan a continuación. 

a)  Instrumentos de desincentivo

Son aquellos cargos que están vinculados a la emisión de contaminantes y al financiamiento de las oficinas ambientales.

· Cargos por contaminación: tarifas o impuestos establecidas para el control de incrementos unitarios de contaminación 

· Cargos por efluentes: tributos basados en la cantidad o calidad de contaminantes descargados al ambiente por una industria. 

· Cargos administrativos: tasas de evaluación y fiscalización y pagos efectuados por adquisición de documentación y que contribuyen al financiamiento de la gestión ambiental de las autoridades.

b)  Incentivos de cumplimiento

Los incentivos de cumplimiento están vinculados a la regulación directa y tienen como objetivo impulsar a los contaminadores a cumplir con los reglamentos y normas ambientales. 

La aplicación de multas, es un mecanismo  que incita al cumplimiento de la normativa legal.
Las sanciones son:

· Monetarias: al infractor puede corresponderle la responsabilidad administrativa -aplicación de la multa-, la responsabilidad civil -pago por daño patrimonial- y responsabilidad ambiental -pago por restauración del medio ambiente-.

· No monetarias: como por ejemplo las suspensiones, clausuras que involucran paralizaciones productivas o la prisión, y en el caso de la provincia de Buenos Aires se ha estatuido el sistema de compensación a través de obligaciones de hacer un bien social a la comunidad.
5.1.2. Organismos con competencia en materia ambiental

A los fines del análisis de la aplicación de instrumentos económicos vinculados con la contaminación de las aguas del Río de la Plata se ha efectuado el relevamiento de organismos con competencia en la materia y sus normas pertinentes.

5.1.2.1. AMBITO NACIONAL

Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación

La Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable depende del Ministerio de Desarrollo Social según disposiciones del Decreto N° 1300 del 22 de juliio de 2002 (última modificación de estructura) y fue creada en el año 1991.

Es el organismo nacional con mayor jerarquía y funciones en los asuntos relacionados con la proteccion del medio ambiente en general. 

En el ámbito de dicha Secretaría las direcciones han sido consultadas en función de tener bajo su órbita el control de aplicación de instrumentos economico financieros en la gestión ambiental:

El Decreto 1300/2002 estableció una nueva estructura. Hasta el dictado de la norma, los temas atinentes a la contaminación hidrica estaban a cargo de la Dirección de Control de Contaminación Hídrica con dependia directa del Secretario de Política Ambiental, mientras que la gestión de residuos peligrosos estaba a cargo de la Unidad de Registros Peligrosos con nivel de Coordinación dependiente de la Dirección Nacional de Gestión Ambiental.

Luego del dictado de la norma, la contaminación hídrica está a cargo de la Dirección de Prevención y Gestión de la Contaminación, ahora dependiente de la Dirección Nacional de Gestión Ambiental, mientras que la Coordinación de Residuos Peligrosos quedó convertida en área de trabajo dependiente del Director Nacional.  

Dirección de Prevención y Gestión de la Contaminación 

La Dirección ejerce el poder de policía en materia de contaminación hídrica, de la calidad de las aguas naturales, superficiales y subterráneas y de los vertidos en su jurisdicción derivados de establecimientos industriales y especiales, incluidos los peligrosos arrojados directa o indirectamente a un recurso hídrico, ejecuta las normas de contaminación hídrica y fija los límites de dicha contaminación.

Tiene a su cargo el control del vertido de efluentes líquidos en:

· Capital Federal

· Partidos de la Provincia de Buenos Aires acogidos al régimen de la ex Empresa Obras Sanitarias de la Nación que se indican a continuación: General San Martín, La Matanza, Morón, Hurlingham, 3 de Febrero, San Fernando, San Isidro, Vicente Lòpez y Tigre cualquiera sea el destino de sus vertidos, que directa  o indirectamente puedan contaminar  las  fuentes  de  agua o afectar la salud de la población.  

· Partidos de Almirante Brown, Avellaneda, Berazategui, Esteban Echeverría, Ezeiza, Florencio Varela, Lanús, Lomas de Zamora y Quilmes, cuando utilicen directa o indirectamente una red externa de desagües cloacales o cloaca máxima operada por Aguas Argentinas. 

Area de Residuos Peligrosos

Entiende en todo lo atinente a la materia ambiental, ejerciendo el poder de policía y fiscalización en todo lo relativo a residuos peligrosos y a toda otra sustancia contaminante del ambiente, desde la producción hasta la disposición final de los mismos.

Tiene injerencia en aquellos lugares sometidos a jurisdicción nacional, o bien cuando se tratare de residuos que ubicados en una provincia, deban transporte fuera de sus límites por vía terrestre, por un curso de agua de carácter interprovincial, por vías navegables nacionales o por cualquier otro medio, o bien afecten a personas o al ambiente más allá de la jurisdicción local en la cual se hubieran generado.
Emite las normas complementarias de la ley de control de residuos peligrosos.

Prefectura Naval Argentina

La Prefectura Naval Argentina depende de la Secretaría de Seguridad Interior de la Presidencia de la Nación según las disposiciones del Decreto N° 355 de fecha 21 de febrero de 2002.

Actúa como Organismo de control y ejecución de las leyes, decretos o disposiciones que se dicten en el orden nacional e internacional con relación a la contaminación de aguas marítimas y fluviales.

Este organismo debe dictar o proponer en lo concerniente a la ejecución de sus funciones de Policía de Seguridad, todas las disposiciones complementarias o adicionales que hacen al mejor control y cumplimiento de lo expresado.

Entre las funciones que debe asumir y que se derivan además de acuerdos o convenios suscriptos, se puede mencionar:

· Ejercer el poder de policía en las aguas del Río de la Plata 

· Reglamentar y/o dictar normas o disposiciones que tratan de la prevención de la contaminación por sustancias nocivas, potencialmente peligrosas, aguas sucias, basuras, vertimientos, etc. sobre aguas marítimas y fluviales y zonas costeras relacionadas.

· Extender los Certificados Nacionales y/o Internacionales para prevención de la contaminación y sus plazos de validez dentro del área de su competencia.

· Dictar normas sancionatorias

Los instrumentos a la disposición de la Prefectura Naval son esencialmente multas, lo que se puede considerar como a la periferia de los Instrumentos Económicos y Financieros. Las modalidades de aplicación están presentadas en Anexo  4.

5.1.2.2. AMBITO PROVINCIAL

Subsecretaría de Política Ambiental de la Provincia de Buenos Aires

El 27 de Agosto de 2002 fue promulgada la Ley N° 12.928 de modificación de la Ley Orgánica de Ministerios, la que en su Artículo 4° crea el Ministerio de Asuntos Agrarios y Producción, entre cuyos objetivos se establece atender a la protección de los recursos naturales y el ambiente, fiscalizar el cumplimento de las normas que  regulan la materia ambiental, establecer y fiscalizar el cumplimiento de las normas relativos a efluentes industriales en coordinación con otras carteras con competencia en la materia, intervenir en la determinación de los procesos de disposición de residuos e intervenir en el ejercicio del poder de policía ambiental.

En el ámbio del Ministerio de Asuntos Agrarios y Producción fue creada la Subsecretaría de Política Ambiental dependencia que llevará a cabo los objetivos previstos en la Ley de Reforma de Ministerios. Dicha Subsecretaría conserva las misiones, funciones y estructura que hasta dicho momento tenía a su cargo la ex – Secretaría de Política Ambiental.

En el ámbito de la Subsecretaría las direcciones y áreas que han sido consultadas en función de tener bajo su órbita el control de aplicación de instrumentos economico financieros en la gestión ambiental son:

Dirección Provincial de Evaluación y Recursos Naturales 

Dirección de Evaluación de Impacto Ambiental
Está a cargo del análisis de documentación relacionada con la aptitud ambiental de emprendimientos públicos y privados, teniendo a su cargo la categorización de los establecimientos industriales que solicitan su habilitación. 

Dirección de Fiscalizacion

Sus funciones son: (i) vigilar el estricto cumplimiento de la normativa en materia industrial, de manejo y disposición final de residuos de todo tipo y de realización de obras y prestación de servicios; efectuar; (ii) efectuar el control de la contaminación producida por efluentes líquidos, residuos especiales, procurando un manejo adecuado en las fases de recolección, transporte, tratamiento, reciclado y disposición final .

Dentro de la Dirección de Fiscalización funciona el Area de Generadores de Residuos Especiales que tiene a su cargo el seguimiento de la gestión de residuos especiales, análisis de expedientes vinculados y control de informes de impacto ambiental. 

Dirección Provincial de Coordinación

En el ámbito de la Dirección Provincial funciona la Dirección de Relaciones Institucionales a cargo de establecer sistemas de atención directa a las demandas sobre la temática ambiental, sean estas comunitarias o de organismos públicos, nacionales, provinciales o municipales. Entiende entre otras materias, en la aplicación de sanciones y de probation ecológica.

Autoridad del Agua

Por Ley de la provincia se dispuso la creación de la Autoridad del Agua, cuyas funciones son las de fijación de políticas, planeamiento y control.

Es un organismo de reciente creación contando en la actualidad con 7 miembros (cuerpo dirrectivo) que se reforzará asumiendo personal de la Adminstración General de Obras Sanitarias de la Provincia de Buenos Aires residual (AGOSBA residual) y de la Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas (DIPSOH).

Según lo previsto en el Código de Aguas se procederá a la creación de Comités de Cuenca, órganos políticos constituidos por los Intendentes de los municipios involucrados (que suelen ser representados por los Secretarios de Obras Públicas) y que contarán con consejos asesores técnicos y representativos de los diferentes estratos de la sociedad y particularmente de los productores agrícola-ganaderos usuarios del recurso hídrico.

El Presidente de la Autoridad del Agua es el ejecutor del presupuesto de la AGOSBA residual.

Administración General de Obras Sanitarias de la Provincia de Buenos Aires Residual (AGOSBA residual)

La AGOSBA residual tiene jurisdiccion en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires.

Entre sus funciones se encuentra las de prestación de servicios de agua y cloacas en aquellas localidades aun no transferidas, mantenimiento y proyecto de obras y control de efluentes en todo el ámbito provincial 

AGOSBA residual emite permisos de vuelco de efluentes y efectúa controles periódicos sobre los mismos.

Dirección de Recursos Hídricos y Saneamiento

La Direccion de Recursos Hídricos y Saneamiento cuenta con tres departamentos: Departamento Laboratorio que tiene a su cargo el control de calidad de agua potable y residuos líquidos, fijando parámetros de cumplimiento; Departamento de estudios básicos con injerencia en estudios del recuros y evaluación de acuíferos; y el Departamento de Desagües Industriales a cargo de la inspección, control y aprobación de efluentes.

5.1.3. Evaluación del estado de situación en los ámbitos nacional y provincial

A continuación, en el presente informe se procederá a detallar el estado de situación en cada uno de los ámbitos con competencia en materia ambiental –nacional y provincial- con influencia en la zona del Proyecto, desagregándose para ello el marco normativo aplicado en la Provincia de Buenos Aires (Punto 5.2.) y el Régimen Nacional (Punto 5.3.).

Como resultado del desarrollo de la normativa aplicada, se efectúan consideraciones vinculadas con la efectividad, eficacia y restricciones de la aplicación de dicha normativa.

Es de hacer notar que producto de la situación macroeconómica y política por la que atraviesa la República Argentina desde hace algunos años la aplicación de normativa en materia ambiental no ha resultado del todo efectiva.

En términos generales puede considerarse que:

· Las tasas han sido fijadas con un fin exclusivamente recaudatorio para solventar los gastos de funcionamiento de las agencias ambientales.

· Ha existido falta de continuidad institucional de las oficinas y organismos a cargo de la política ambiental, debido a la gran movilidad de los funcionarios responsables.

· Se ha detectado falta de recursos humanos y de medios físicos para cumplimentar aspectos operativos.

· Falta introducir sistemas de evaluación, seguimiento y monitoreo que permitan un análisis y control seguimiento más acabado de la gestión.

La asunción de un nuevo gobierno a partir del presente año, permitirá el establecimiento de instituciones con objetivos de políticas que se mantengan al menos para los próximos cuatro años, las cuales incluirán a la temática ambiental. Esto permitirá - ​se cree - lograr un cambio de rumbo en las políticas seguidas en los últimos años, desarrollándose una Política de Estado para los aspectos ambientales.

Asimismo se considera que el Proyecto FREPLATA puede contribuir con los estudios que se están llevando a cabo a introducir pautas para mejorar la eficiencia y eficacia en el sector, los cuales permitirán el desarrollo de instrumentos idóneos en materia ambiental.
5.2. Provincia de Buenos Aires

5.2.1. Efluentes líquidos

5.2.1.1. MARCO REGULATORIO

Norma
Fecha
Tema

Ley 5965
30/10/1958


Ley de protección a las fuentes de provisión y a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera.

Decreto 2009
25/02/1960
Reglamentario de la Ley 5965

Decreto 3970
11/10/1990
Modificatorio del Decreto 2009

Ley 10474
1984
Creación de la Tasa de inspección de efluentes líquidos

Resolución AGOSBA N° 288/90
09/04/1990
Determinación de la Tasa de de inspección de funcionamiento y control de efluentes

Resolución AGOSBA 661/90
15/08/1990
Modificación de la Tasa

Resolución AGOSBA 407/93
13/07/1993
Valores máximos y mínimos para establecimiento de multas

Ley 12.257
09/02/1999
Código de Aguas

5.2.1.2. AUTORIDAD DE APLICACIóN

La Ley 5965 regula sobre las fuentes de protección a las fuentes de provisión y a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera.

La Autoridad de Aplicación fue la Administración General de Obras Sanitarias de la Provincia de Buenos Aires (AGOSBA) (ex Obras Sanitarias de la Nación). Privatizados los servicios quedó a cargo de la aplicación de la normativa sobre efluentes líquidos la AGOSBA residual.

A través de la Ley 12.257 fue creada la Autoridad del Agua –ente autárquico- entre cuyos objetivos se encuentra formular la política del agua, efectuar la planificación hidrológica de la provincia, fijar por regiones y por categoría de uso, el canon y las contribuciones a cargo de concesionarios y llevar a cabo el poder de policía. 

A la fecha, no existe reglamentación de la Ley enunciada, habiéndose constituido el Directorio de la Autoridad en el año 2001. El Presidente del Directorio de la Autoridad del Agua es quien ejerce la representación de la AGOSBA residual, cuyo cuadro organizativo pasará a integrar la dotación de la Autoridad del Agua, al culminar el proceso de organización del nuevo ente autárquico. 

5.2.1.3. AMBITO DE APLICACION

La norma se aplica en la Provincia de Buenos Aires, con excepción de aquellos partidos servidos por Aguas Argentinas, donde rige el régimen nacional. 

Específicamente la normativa de aplicación prohibe el envío de efluentes líquidos de cualquier origen a canalizaciones, acequias, arroyos, riachos, ríos y a toda otra fuente, cursos o cuerpo receptor de agua, superficial o subterráneo que signifique una degradación o desmedro de las aguas de la provincia sin previo tratamiento o depuración o neutralización que los convierta e inocuos e inofensivos.  

5.2.1.4. MODALIDAD DE APLICACION

Los Instrumentos Economicos y Financieros incluidos en la legislación vigente en materia de contaminación hídrica en la Provincia de Buenos Aires son los siguientes:

· Tasas

· Multas

A. Tasas

Los establecimientos de la Provincia de Buenos Aires deberán abonar una tasa especial que se encuentra regulada en la Ley 10.474 Apartado VI), Servicios especiales, en cuyo inciso b) establece que todos los inmuebles comprendidos en las disposiciones de la Ley 5965 y su reglamentación, deben abonar en concepto de inspección de funcionamiento y control de efluentes, una tasa mínima mensual, equivalente al valor resultante de la cantidad de metros cúbicos asignados según la naturaleza del cuerpo receptor y en función de los volúmenes descargados y de la calidad del líquido. Autoriza además a AGOSBA a fijas valores adicionales en función de los volúmenes descargados y de la calidad del líquido.

En virtud de dicha autorización, se dictó la Resolución 288/90, que establece la obligación del pago de una tasa bimestral en concepto de inspección de funcionamiento y control de calidad de efluentes. 

Dicha tasa es la resultante de la suma de los siguientes conceptos:

· Tasa por inspección de funcionamiento y control de la calidad de los efluentes

· Tasa por un mayor control de la contaminación hídrica derivado del riesgo contaminante de la actividad y de la carga contaminante del efluente evacuado

· Tasa por inspección de funcionamiento y control de la calidad de los efluentes

La tasa por inspección de funcionamiento y control de la calidad de los efluentes se mide en metros cúbicos y se valoriza en función de tres valores de descarga dependiendo dicho valor del destino de los efluentes de acuerdo a la siguiente tabla establecidos por la Resolución AGOSBA 661/90:

Categorías
Valor 

Descargas a colectora cloacal
300 m3

Descargas a conducto Pluvial
350 m3

Descargas a cursos de agua o suelo
450 m3

El costo del m3 de agua es de $ 0.345.

· Tasa por un mayor control de la contaminación hídrica derivado del riesgo contaminante de la actividad y de la carga contaminante del efluente evacuado

Para el cálculo de la tasa se toma en cuenta un nivel de riesgo en función de rama productiva en uno de los factores de la fórmula y la carga contaminante del efluente evacuado.

La tasa se calcula según la siguiente fórmula:

T = Md x Ci x Q

siendo la tasa mínima de $ 150
Donde:

Md = constante adimensional que depende del destino del efluente, según 4 categorías: 

Categorías
Valor de la constante

Descargas a colectora:
1

Descargas a conducto Pluvial
1,5

Descargas a cursos de agua o suelo
2

Cualquier destino (siempre que se trate de establecimiento con permiso de vuelco)
0,25

Ci = Constante que pondera el nivel de riesgo de cada rama industrial y la necesidad de un mayor control del efluente de cada rama de actividad industrial expresada en días (siempre que Ci sea distinto de 0). 

Su valor depende de la categorización por rama industrial que determinar ala Autoridad de aplicación sobre la base de los valores guía de riesgo y necesidad de control de efluente de cada rama industrial- 

Q = Caudal diario del efluente líquido, medido en metros cúbicos / día.

La normativa estableció los siguientes topes para los valores de los efluentes sujetos a tasa: 

· Mínimo: 73 m3 

· Máximo: 10.000 m3.

Es de decir que cuando el cálculo de la tasa resulte menor a 75 m3, se tomará ese valor como el mínimo a considerar, y cuando el valor resulte mayor a 10.000 m3, se tomará ese valor como el máximo a considerar. 

Si bien se ha expuesto que la tasa es la resultante de dos componentes –tasa de inspección y control de fiscalización y tasa por riesgo contaminante y carga contaminante-, se ha establecido una categorización de los establecimientos a fin de la aplicación de ambos componentes o la aplicación de solamente la tasa de inspección: así, aquellos establecimientos que se encuentran cerrados o desmantelados o que no generan efluentes no abonan ningún tipo de tasa; los establecimientos paralizados o los que tienen circuitos de agua cerrados (sin efluentes al exterior) sólo abonan la tasa de inspección; los establecimientos que generan efluentes permanentes pagan la tasa completa  

Deben cumplirse las disposiciones de la reglamentación a los fines de la obtención de la habilitación de la industria respectiva.

Las Municipalidades no podrán otorgar habilitaciones a industrias y establecimientos cuando evacuen efluentes en contravención con la ley y sus decretos reglamentarios, es decir que previa la habilitación de la industria prevista por la Ley 11720 de Radicación Industrial deberá darse cumplimiento a los requisitos de normativa de control de aguas.

B. Multas

Cuando se verifiquen contravenciones a las disposiciones de la Ley 5965 y las normas complementarias, serán aplicadas multas a los infractores cuyos montos oscilan entre un mínimo y un máximo establecido por la normativa que varían entre $ 344 y $ 344.420.

El valor de la multa de acuerdo con la infracción es impuesta a discreción de la autoridad de aplicación a través de la Dirección de Recursos Hídricos y Saneamiento y queda firme por Resolución del Presidente de la Autoridad del Agua.

Cuando la gravedad de la infracción o las circunstancias del caso así lo determinen, se procederá a la clausura del desagüe del efluente y/o del establecimiento o inmueble, previo aviso al propietario de la medida a adoptar con 24 horas de anticipación.

5.2.1.5. ADMINISTRACIóN Y DESTINO DE LOS RECURSOS

La administración de los recursos obtenidos de las tasas y multas es llevada a cabo por la AGOSBA residual a través de la Dirección Económico Financiera.

La recaudación debe ser utilizada en el mejoramiento de los aspectos operativos de la autoridad de aplicación de la norma, para un adecuado control de los efluentes líquidos industriales y una progresiva disminución de la contaminación de los recursos hídricos en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires. Esta tasa es entonces de tipo administrativo (ver 3.1).

Es de aclarar que, si bien la normativa prevé la intervención de las municipalidades en los procesos de fiscalización, en la realidad, dichas tareas son llevadas a cabo por la AGOSBA residual; de intervenir las municipalidades en el proceso de fiscalización, las multas determinadas por las Reparticiones Provinciales serán impuestas y percibidas por las municipalidades a fin de reforzar sus partidas para efectuar obras de saneamiento urbano.

5.2.1.6. EVALUACIóN DE LA EFICACIA Y EFECTIVIDAD

El padrón de industrias alcanza los 9000 establecimientos de los cuales 7000 son activos, encontrándose el resto de industrias desmanteladas o cerradas.

La AGOSBA residual cuenta con una planta total de personal de aproximadamente 800 personas llevando a cabo a la fecha tareas de control de efluentes, mantenimiento y prestando aún servicios de agua y cloacas que no se pudieron transferir al momento de la privatización en algunas localidades. 

El monto estimado de facturación mensual en concepto de tasa de inspección y control es en la actualidad de $ 550.000. En cuanto al porcentaje de cobrabilidad si bien a la fecha no hay datos, a diciembre de 2001 el porcentaje de cobrabilidad aproximado alcanzaba el 60%; es decir que si se considera el monto facturado y el porcentaje de cobrabilidad indicado, la recaudación anual puede estimarse en $ 4.000.000.

El área a cargo del cobro de las tasas y multas es la Dirección Económico Financiera, la que cuenta con 25 personas.

La fiscalización es llevada a cabo por dos departamentos que cuentan en total con 90 agentes:

. Desagües Industriales: a cargo de las tareas de contralor al nivel de obras de ingeniería, con una plata de 40 personas  

. Laboratorio: a cargo de extracción de muestras, con una planta de 50 personas.

En otro orden y como parte del proceso de control llevado a cabo por el organismo, procede la aplicación de multas a establecimientos infractores de la normativa vigente.

En el año 2001 se aplicaron 100 multas, de las cuales 30 fueron recurridas por vía judicial por los establecimientos sancionados y 2 fueron anuladas por resolución judicial. El monto estimado de multas aplicadas en el año 2001 fue de $ 600.000 en tanto que el monto cobrado fue de $ 290.000. 

Los instrumentos económico financieros en materia de contaminación hídrica en la Provincia de Buenos Aires no fueron establecidos con un fin estrictamente ambiental, sino con un fin recaudatorio en el caso de las tasas y como instrumento de control de cumplimiento de las normas en el caso de las multas.

En cuanto a la percepción de la tasa, el análisis de los guarismos presentados permite advertir la crítica situación del sector productivo (casi el 30% de industrias empadronadas se encuentra cerrada o desmantelada), situación que se ve agravada por la crisis económica general por la que atraviesa la Provincia y que ha provocado una caída en la recaudación durante los últimos años.

Con relación a la utilización del mecanismo de desincentivo a las contravenciones, la falta de recursos humanos para hacer frente a un programa de fiscalización y control, agravada por la falta de recursos materiales, han derivado en programas de control poco significativos en cuanto al universo total de industrias a ser fiscalizadas.

5.2.1.7. CONCLUSION EFECTIVIDAD/EFICACIA/RESTRICCIONES 

Estos instrumentos en materia de contaminación de efluentes líquidos no son realmente un incentivo para lograr una disminución de la contaminación, siendo sólo una herramienta de financiamiento de la agencia ambiental. 

Es decir que no es posible hablar de efectividad y eficacia en la aplicación de la política en materia de efluentes líquidos ni en la utilización de los instrumentos como disparadores de una mejora ambiental. Además, el modo de calculo de la tasa casi no toma en cuenta la carga contaminante, ni tampoco el tipo de contaminación: el único parámetro medido es el caudal de la descarga. El importe medio por empresa logra aproximadamente 940 $/año solo. El efecto de incentivar una reducción en la contaminación es en consecuencia reducido. 

Pero en términos de financiamiento, el importe global cobrado es significativo, aunque no cubra todos los gastos de control. 

Existe superposición territorial de funciones de los organismos nacionales y provinciales. En particular, la Subsecretaría de Política Ambiental de la Provincia de Buenos Aires no tiene el control de los efluentes líquidos, el cual pasará a la órbita de la Autoridad del Agua. Sin embargo, el control de parte de los establecimientos ubicados en el Conurbano Bonaerense, que pertenecen a esta provincia pero que están ubicados en el radio servido por la ex - OSN, por razones históricas continúan dependiendo del control nacional.

En el actual contexto de crisis los intereses económicos priman sobre los principios ambientales y de manejo adecuado de los recursos, pero la Ley que crea la Autoridad del Agua hace hincapié en la necesidad de trabajar en forma multidisciplinaria y participativa para lograr avanzar en los objetivos de conservación de la calidad de agua y preservación de los acuíferos.

Actualmente el 95% de los distritos apoyaron la creación de los Comités de Cuenca, si bien en varios casos subsisten conflictos entre los municipios debido a las recientes y cada vez más frecuentes inundaciones y al continuado ascenso de las napas freáticas.

La Autoridad del Agua planea apoyarse en el organismo provincial con competencia ambiental para que certifique que los proyectos de obras que se presenten (por ejemplo, por parte de los consorcios a los que se les quiere dar protagonismo) no afecten el medio ambiente, para lo cual se requerirá la presentación de un Estudio de Impacto Ambiental que garantice principalmente la preservación de los acuíferos, entre otros aspectos ambientales exigibles.

A su vez y a fin de motivar la voluntad política de preservar el medio ambiente,  debe obtenerse el consenso de la población por lo cual es conveniente generar políticas de comunicación amplias y claras de concientización. 

5.2.2. Radicación Industrial

5.2.2.1. MARCO REGULATORIO

Norma
Fecha
Tema

Ley N° 11.459
21/10/1993
Radicación Industrial

Decreto N° 1741
19/07/1996
Decreto reglamentario de la Ley

5.2.2.2. AUTORIDAD DE APLICACIÓN

La Autoridad de Aplicación de la Ley Provincial N° 11.459 es la Subsecretaría de Política Ambiental de la Provincia de Buenos Aires, la cual debe garantizar el integral cumplimiento de todas las disposiciones legales establecidas y ejercer la fiscalización necesaria para la efectiva vigencia de la misma.

Sin embargo y de acuerdo a lo establecido por las disposiciones de la Ley que se analizarán seguidamente, la Subsecretaría puede delegar en el ámbito municipal el control y fiscalización considerando la clasificación de las industrias que la misma ley y su decreto reglamentario han estatuido y que se describirán en el presente informe.

La identificación de las jurisdicciones a cargo del control y fiscalización es fundamental en el momento del análisis de la obtención y destino de los recursos a ser obtenidos en materia ambiental.

5.2.2.3. ÁMBITO DE APLICACIÓN 

La ley de radicación industrial es de aplicación a todas las industrias instaladas, que se instalen, amplíen o modifiquen sus establecimientos o explotaciones dentro de la jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires, entendiéndose por establecimiento industrial a aquel donde se desarrolla el proceso tendiente a la conservación, reparación o transformación en su forma, esencia, calidad o cantidad de una materia prima o material para la obtención de un producto final mediante la utilización de métodos industriales.

5.2.2.4. MODALIDAD DE APLICACION

De acuerdo a la índole del material, la calidad o cantidad de efluentes, el medio ambiente circundante y las características de su funcionamiento, los establecimientos industriales se clasificarán en tres (3) categorías según su incidencia en la seguridad, salubridad e higiene de la población o daños a sus bienes materiales o al medio ambiente:

· Primera categoría: establecimientos considerados inocuos porque su funcionamiento no constituye riesgo 

· Segunda categoría: establecimientos considerados incómodos porque su funcionamiento genera molestias 

· Tercera categoría: establecimientos considerados peligrosos porque su funcionamiento constituye un riesgo.

A fin de ser clasificados, se considerará su Nivel de Complejidad Ambiental N.C.A. = Ru + ER + Ri + Di + Lo, donde
· Ru: es la clasificación de la actividad por rubro incluyendo índole de materias primas, de  materiales que manipulen, elaboren o almacenen, y proceso que desarrollen.

· ER: Calidad de los efluentes y residuos que genere.

· Ri: Riesgos potenciales de la actividad, a saber:  incendio, explosión, químico, acústico y por aparatos a presión que puedan afectar a la población o al medio ambiente circundante.

· Di: Dimensión del emprendimiento, considerando la dotación de personal, la potencia instalada y superficie.

· Lo: Localización de la empresa, según zonificación municipal y la  infraestructura de servicios que posee.

Los establecimientos considerados peligrosos por elaborar y/o manipular sustancias inflamables, corrosivas, de alta reactividad química, infecciosas, teratogénicas, mutagénicas, carcinógenas y/o radioactivas, y/o generen residuos especiales que pudieran constituir un riesgo grave a las personas, bienes y al medio ambiente, serán consideradas de tercera categoría independientemente de su Nivel de Complejidad Ambiental. 


A los fines de obtener la correspondiente habilitación industrial los establecimientos deberán obtener el Certificado de Aptitud Ambiental, renovable cada dos años, el cual es expedido por la Subsecretaría de Política Ambiental.

· Tasa Especial de Habilitación Sanitaria 

La legislación establece en cuanto a la habilitación sanitaria Aptitud Ambiental que los establecimientos de tercera categoría abonarán una tasa especial cuyo monto es fijado por las leyes impositivas.

Las tasas vigentes en la actualidad son las siguientes:

CONCEPTO
Monto en $

a)
Por expedición del Certificado de Aptitud Ambiental


I)
Tasa Especial mínima
 2.000

II)
Establecimientos que posean más de 100 empleados de personal total abonarán un adicional al punto I) de
 400

III)
Establecimientos que superen los 200 HP de potencia total instalada, abonarán un adicional de los puntos I) y II) 
 400

IV)
Por cada metro cuadrado de superficie de ocupación instalada afectada a la actividad productiva que exceda los 7.000 m2 se abonará un aidiciona a los puntos I), II) y III) 

(no se computarán las instalaciones de plantas de tratamiento y efluentes cuando sean accesorias al establecimiento industrial productivo)
0,25

V)
La Tasa Especial mínima más los adicionales no podrá exceder 
8.000


Para establecimientos constituidos exclusivamente como planta tratamiento de residuos especiales o patogénicos, se abonará un adicional a citados puntos I), II), III) y IV) 
 400


Para establecimientos constituidos por unidades mótivles de tratamiento de residuos especiales o patogénicos, se abonará un adicional a citados puntos I), II), III) y IV)
 500

b)
Por inspección de verificación de funcionamiento del establecimiento según la inscripción solicitada, se abonará en relación a la distancia en km desde La Plata hasta el lugar de inspección, según el siguiente detalle:



- Hasta 200 km de distancia
 300


- Más de 200 km, por cada kilómetro adicional
1,50


El máximo por distancia no podrá superar  
 600

· Multas

El juzgamiento de las infracciones estará a cargo de la Autoridad de Aplicación, pero ésta podrá delegar en los Municipios las tareas de contralor de los establecimientos de 1º Categoría que se hallen dentro de sus jurisdicciones. Para los establecimientos de 2º y 3º Categoría, la delegación del contralor estará ligada a la capacidad operativa propia de cada Municipio, pudiendo ser esta delegación de carácter total o  parcial para los 2º categoría y sólo parcial para los de 3º categoría, en cuyo caso las tareas de contralor se efectuarán en forma coordinada. En todos los supuestos deberán celebrarse los correspondientes Convenios.

La delegación de facultades de fiscalización a los municipios implicará también el juzgamiento de las infracciones que los agentes detecten, siguiendo el procedimiento  y régimen sancionatorio fijado por la presente. Tratándose de establecimientos pertenecientes a la tercera categoría, la intervención municipal se limitará a recepcionar denuncias, debiendo comunicarlas a la Autoridad de Aplicación a fin de que ésta realice inspecciones, labre las actas y  proceda en su caso, al juzgamiento y aplicación de sanciones.

A los efectos de la aplicación de sanciones las infracciones serán calificadas como sigue con relación a su incidencia en la seguridad, salubridad e higiene personal, población o al medio ambiente:

Clasificación de la sanción
Efecto

Muy leves
Molestia

Leves
Alteración

Medias
Riesgo

Graves
Daño

Muy Graves
Daño grave con imposibilidad de revertir la situación si se continúa desarrollando la actividad industrial

Las sanciones con que serán reprimidas las infracciones serán las siguientes:

SANCION
Observaciones/Causa de Aplicación

apercibimiento:
Leve.

Si no se subsana la infracción en el plazo acordado, procede la multa.

MULTA
CaliFación de la infracción, así como el tamaño o envergadura del establecimiento industrial

Monto de la multa entre uno (1) y mil (1000) sueldos de la categoría inicial de los empleados de la Administración Pública Provincial. 
Monto mínimo: $ 214,64

Monto máximo: $ 214.640.-



CLAUSURA TEMPORAL O DEFINITIVA; PARCIAL O TOTAL,
Falta de Certificado de Aptitud Ambiental, o gravedad de infracción y sólo en casos de reincidencia o imposibilidad de adecuación técnica a los requerimientos legales.

Podrán aplicarse en forma conjunta con la multa.

REVOCACIÓN DEL CERTIFICADO DE APTITUD AMBIENTAL
Conjunta con la clausura definitiva.

Podrá imponerse combinada con la sanción de multa.

SUSPENSIÓN O BAJA DE LOS REGISTROS
Podrá disponerse conjuntamente con la pena de multa

El monto de multa a ser aplicado es discreción de la Autoridad de Aplicación y dependerá de la envergadura de la infracción.

5.2.2.5. ADMINISTRACIÓN Y DESTINO DE LOS RECURSOS

Según la normativa vigente, los fondos a ingresar por la tasa de habilitación sanitaria, deben  depositarse en una cuenta especial con la denominación de “Cuenta Ley 11.459” de la Autoridad de Aplicación.

Asimismo la norma establece que dichos fondos serán aplicados al equipamiento de la Subsecretaría de Política Ambiental. 

Los fondos derivados de la aplicación de la normativa vigente son fondos de afectación específica, es decir que deben ser usados para los fines previstos por la legislación y sólo por el organismo a quienes esos fondos pertenecen en virtud de la materia imponible, en este caso por la Subsecretaría de Política Ambiental. 

Los recursos derivados de la presente Ley, no están disponibles y líquidos en forma inmediata por la Subsecretaría, ya que son administrados por la Tesorería General de la Provincia, por lo que a los fines de su disposición, deben conformarse los respectivos expedientes de solicitud de fondos. Sin embargo, este procedimiento no implica la no disponibilidad de los recursos por la Autoridad de Aplicación, sino que puede producirse una demora en la utilización del recurso.

Por otra parte, los fondos no utilizados durante un ejercicio fiscal, son transferidos automáticamente al ejercicio fiscal siguiente, dado el carácter de asignación específica que poseen.   

En cuanto a las multas, la legislación establece que los fondos que ingresaren en concepto de infracción se destinarán a Rentas Generales de la Provincia.

5.2.2.6. EVALUACIóN DE LA EFICACIA Y EFECTIVIDAD

La recaudación en concepto de Tasa de Habilitación Sanitaria en el año 2000 alcanzó los $ 361.000 mientras que en el año 2001 el monto es de $ 285.000. No fueron suministrados datos del año 2002. 

No se ha accedido a información vinculada con el porcentaje de cobranza.

El padrón de industrias total es aproximadamente de 25.000, sin embargo no se ha obtenido información sobre el total de industrias de tercera categoría que es la que tributa tasa. El importe total recaudado permite calcular que - basándose en una tasa mínima de 2000 $ por empresa, entre 500 y 700 empresas pagan esta tasa.

La Dirección General de Administración tiene a su cargo el control de cobro de las tasas y cuenta con una planta de 25 personas, que tienen también a su cargo el control de tasas derivados de la aplicación de la legislación de radicación industrial y cobro de arancelamientos varios.

La fiscalización y control está a cargo de la Dirección de Fiscalización de la Subsecretaría de Política Ambiental, con una planta de personal de 25 agentes, conformándose el expediente de la multa en el ámbito de la Autoridad de Aplicación, quedando luego la gestión de cobro a cargo de los organismos provinciales pertinentes (Contaduría General de la Provincia, Asesoría General de Gobierno y Fiscalía de la Provincia).

5.2.2.7. CONCLUSION EFECTIVIDAD/EFICACIA/RESTRICCIONES 

En el ámbito de aplicación de la norma, las tasas han sido fijadas con un fin exclusivamente recaudatorio para solventar los gastos en equipamiento de la Subsecretaría de Política Ambiental. Como la previa, esta tasa es de tipo administrativo.

El modo de calculo no está ligado directamente al impacto ambiental de la empresa, y sobre todo, no genera señales de reducción en la contaminación pues depende de factores como el número de empleo, la potencia total instalada y superficie ocupada.

La recaudación no permite hacer frente a los gastos de equipamiento necesarios para un correcto funcionamiento de la Autoridad de Aplicación 

En cuanto a la fiscalización y control la falta de recursos humanos y físicos no permite un grado de operatividad que derive en resultados esperados para una política de control efectiva.

Más aún, cuando los fondos derivados de la aplicación de las multas se destinan a las arcas estatales generales de la Provincia.

Estas restricciones agravadas por la crítica situación macroeconómica del país no han permitido una gestión eficaz en materia de política ambiental vinculada con la radicación industrial. 

5.2.3. Residuos especiales

5.2.3.1. MARCO REGULATORIO

Las normas que se incluyen en el presente acápite son las relacionadas con los instrumentos económico financieros vinculados con la problemática ambiental de los residuos especiales.

Norma
Fecha
Tema

Ley Provincial N° 11.720
2/11/1995
Regulación sobre residuos especiales generados por actividad industrial

Decreto N° 806
16/04/1997
Decreto Reglamentario de la Ley N° 11.720

Resolución SPA (*) N° 214
27/05/1998
Variables para cálculo de tasa especial para establecimientos no industriales

Resolución SPA (*) N° 228
29/04/1998
Residuos utilizados como insumos en otros procesos productivos

Resolución SPA (*) N° 495
24/09/1998
Fijación de tasa especial mínima

Resolución SPA (*) N° 633 
31/12/1998
Opción de pago de tasa especial definitiva. Definición cálculo. 

Resolución SPA (*) N° 637
17/12/1998
Responsables de exigir pago de tasas, aranceles y accesorios de la Ley Impositiva

Resolución SPA (*) N° 047
19/07/1999
Pago en cuotas de tasa mínima

Resolución SPA (*) N° 324
24/08/1999
Aclaración de terminología Res. SPA N° 633/98

Resolución SPA (*) N° 614

Procedimientos sancionatorios

Resolución SPA (*) N° 665
01/08/2000
Uso obligatorio de certificados de tratamiento de residuos, de disposición final de residuos especiales y de operación de residuos.

(*) Secretaría de Política Ambiental

5.2.3.2. AUTORIDAD DE APLICACIÓN

La Autoridad de Aplicación es la Subsecretaría de Política Ambiental de la Provincia de Buenos Aires, debiendo hacer cumplir sus fines, teniéndose en cuenta los incentivos previstos en la ley, especialmente el tratamiento y disposición final de los residuos especiales en zonas críticas donde se encuentren radicados un gran número de generadores de residuos de esta clase y no cuenten con posibilidades de efectuar el tratamiento en sus propias plantas provocando un peligro inminente a la población circundante y al ambiente.

5.2.3.3. AMBITO DE APLICACIÓN

Esta ley se refiere a la generación, manipulación almacenamiento, transporte, tratamiento y disposición final de residuos especiales en el territorio de la Provincia de Buenos Aires. Son los fines de la presente ley reducir la cantidad de residuos especiales generados, minimizar los potenciales riesgos del tratamiento, transporte y disposición de los mismos y promover la utilización de las tecnologías más adecuados, desde el punto de vista ambiental.

Se entiende por residuo a cualquier sustancia u objeto, gaseoso (siempre que se encuentre contenido en  recipientes), sólido, semisólido o líquido del cual su poseedor, productor o generador se desprenda o tenga la obligación legal de hacerlo; se consideran sustancias peligrosas las siguientes: explosivos, líquidos y sólidos inflamables, sustancias o desechos susceptibles de combustión espontánea, oxidantes, peróxidos orgánicos, tóxicos agudos, sustancias infecciosas, corrosivos, liberación de gases tóxicos en contacto con el aire o el agua, sustancias tóxicas (con efectos retardados o crónicos) y ecotóxicos

Quedan excluidos del régimen de la Ley y sujetos a la normativa específica conforme a su objeto:

a) 
Residuos especiales que la Autoridad de Aplicación compruebe fehacientemente su uso como insumos reales y/o se constituyan en productos utilizados en otros procesos productivos. La Autoridad de Aplicación deberá crear mecanismos técnicos administrativos específicos de control a los fines de garantizar el destino y uso de los mismos, evitando posibles evasiones al régimen de responsabilidades administrativas instituido por la presente, hasta tanto se dicte norma particular al respecto.

b) 
Los residuos patogénicos, los domiciliarios, los radioactivos.

c) 
Los residuos derivados de las operaciones normales de los buques, con excepción de aquellos que para su tratamiento o disposición final sean trasladados a instalaciones fijas en tierra. Asimismo se excluye lo relativo al dragado y disposición final de sedimentos provenientes de dicha actividad.

La ley se aplica entonces a:

· Generadores: toda persona física o jurídica, pública o privada que como resultado de cualquier proceso, operación o actividad, produzca residuos calificados como especiales.

· Transportistas: toda persona física o jurídica, pública o privada que tiene a su cargo el transporte de los residuos.

· Plantas de almacenamiento: lugares especialmente habilitados para el depósito transitorio de residuos especiales, bajo normas de seguridad ambiental.

· Plantas de tratamiento: aquéllas en las que se modifican las características físicas, fisicoquímicas, la composición química o la actividad biológica de cualquier residuo especial, de modo tal que se eliminen sus propiedades nocivas o se recupere energía y/o recursos materiales o se obtenga un residuo menos peligroso o se los haga susceptible de recuperación o más seguro para su transporte o disposición final.

· Plantas de disposición final: lugares especialmente acondicionados para el depósito permanente de residuos especiales en condiciones exigibles de seguridad ambiental.

5.2.3.4. MODALIDAD DE APLICACION

Los Instrumentos Económicos y Financieros incluidos en la legislación vigente en materia de residuos especiales en la Provincia de Buenos Aires son los siguientes:

· Tasa Especial

· Incentivos

· Multas

· Tasa Especial

Los establecimientos alcanzados por la Ley N° 11.720, y que deben inscribirse en el Registro Provincial de Residuos Especiales, deben abonar una Tasa Especial anual. 

Dicha tasa se abonará al inscribirse a los fines de la obtención del Certificado de Habilitación Especial, y luego para sus sucesivas renovaciones.

La Tasa anual, se compondrá de una Alícuota Fija más una Alícuota Variable.

La alícuota fija se establecerá, en el caso de establecimientos industriales, según el grado de complejidad del emprendimiento de acuerdo con la categorización que surjan de la normativa.

La alícuota variable se fijará en función del tipo y número de análisis y/o inspecciones que fehacientemente se realicen en el período y contemplará la instrumentación de los incentivos que la Autoridad de aplicación prevea según las disposiciones de la ley.

Alícuota Fija = To x E x NCA0,85 x Mre

Alícuota Variable = A.

O sea que :

T11720 = To  x E x NCA0,85  x Mre + A 

Donde :

To: Constante igual a pesos cinco ($ 5,00).

E : Variable adimensional que representa la envergadura del establecimiento, de acuerdo a la siguiente ecuación: E = 1 + EHP + EP + ES 

HP (Potencia instalada)
EPH
Personal

Total
EP
Superficie cubierta
ES

0-15
0
1-15
0
< 100
0

16-50
1
16-50
1
100-500
1

51-100
2
51-100
2
500 -1.000
2

101-150
4
101-150
4
1.000 -5.000
4

151-300
7
151-300
7
5.000-10.000
7

301-500
11
301-500
11
10.000-50.000
11

> 500
15
> 500
15
> 50.000
15

NCA: Valor resultante de la ecuación prevista para el cálculo del Nivel de Complejidad Ambiental de la Ley N° 11.459.

Mre : Variable adimensional que representa la masa de residuos especiales generados por mes, tomada como la sumatoria de la concentración de las sustancias especiales generadas por volumen de residuo, o para el caso de los operadores de residuos especiales la masa total de residuos resultante luego del tratamiento. El mes a tomar es el promedio del año bajo análisis.

Para ello, se tomarán los valores que surgen de la siguiente tabla:

Masa de residuos especiales (Kg/mes)
Mre

Baja Peligrosidad
Mre

Alta peligrosidad

0 – 1.00
1,0
1,5

1.01 - 10.00
1,5
2,0

10.01 - 100.00
2,0
3,0

100.01 - 200.00
4,0
5,0

200.01 – 500
5,0
6,0

500 – 1000
6,0
7,0

> 1000
8,0
9,0

En caso de establecimientos constituidos por unidades móviles, de tratamiento o de transporte de residuos especiales, el valor del Mre será de multiplicar $ 500,00 (pesos quinientos) por el número de unidades móviles. 

A: Variable que contempla los costos que demanden las tareas de inspección y los análisis fehacientemente realizados. 

Los parámetros a analizar para ser imputados en la tasa deben tener correlación con los procesos y tipos de residuos especiales analizados. 

El máximo a imputar por año por este concepto es de :

· $ 2.000,00 (pesos dos mil)

para 1 < E < 10, 

· $ 4.000,00 (pesos cuatro mil)

para 10 < E < 20, 

· $ 8.000,00 (pesos ocho mil)

para 20 < E < 30 y

· $ 15.000,00 (pesos quince mil)

para E > 30. 

Se divide en:

1. Movilidad: $ 150,00 (pesos ciento cincuenta).

2. Análisis: La Autoridad de Aplicación fijará una tabla que determine para cada parámetro contaminante el valor de cada tipo de análisis, para ser incorporado en el cálculo de la tasa.

3. Horas-hombre técnico/profesionales utilizadas en la inspección. Se calculará teniendo en cuenta el sueldo básico de la categoría 24 de la Administración Pública Provincial.

La normativa establece además que los sujetos alcanzados por la norma, pueden optar por abonar en concepto de Tasa el monto resultante de la polinómica enunciada o bien el uno por mil (1o/oo ) sobre los ingresos brutos facturados del producto o proceso que en su elaboración genera residuos especiales del año anterior al del pago de la tasa. El monto mínimo de la tasa es de $ 300.-. 

Atento las dificultades financieras de la provincia, la Subsecretaría de Política Ambiental ha establecido a través de la normativa correspondiente, el pago en cuotas de la Tasa Especial. De esa manera aquellos que así lo soliciten deben firmar un convenio con dicho organismo en el cual se establecen los montos y cantidad de las cuotas y el momento del pago, quedando establecido que junto con la primer cuota se entrega el Certificado de Habilitación Especial. No cumplidas las condiciones impuestas mediante el convenio, el mismo caduca automáticamente, autorizándose al cobro por vía de apremio. 

· Incentivos

La Ley 11.720 en su artículo 6° establece que la Subsecretaría de Política Ambiental podrá instrumentar incentivos para aquellos generadores que como resultado de la optimización de sus procesos, cambios de tecnologías y/o gestión ambiental en general, minimicen la generación de residuos especiales, reutilicen y/o reciclen los mismos.

La norma establece que la Autoridad de Aplicación debe arbitrar los medios para incentivar a:

a)
empresas generadoras de residuos especiales que posean una política de minimización y gestión ambiental con un nivel de calidad que surja de los procedimientos que fije la Autoridad de Aplicación para tal fin.

b)
plantas de tratamiento a construir rellenos de seguridad para la disposición final de residuos especiales.

c)
construcción entre generadores de plantas de tratamiento común de residuos especiales.

d)
tratadores de residuos especiales a instalarse en zonas críticas con gran cantidad de generadores con imposibilidad de efectuar tratamientos y disposición final de los residuos especiales en sus propias plantas.

A este respecto existe un proyecto de Resolución en el que se prevé una reducción en el pago de la tasa, para aquellos mencionados en el artículo referido y que cumplan en término y sin errores con la presentación de la Declaración Jurada Anual. Hasta la fecha no ha habido aplicación de incentivo a este respecto. 

En otro orden, la agencia ambiental ha dictado la Resolución 228/98 que regula sobre insumos de otro proceso productivo, definiendo a los mismos como aquellos residuos especiales que una vez egresados del establecimiento generador, son introducidos directamente a un nuevo proceso productivo sin sufrir modificación física, química o biológica alguna siempre en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires.

La empresa que resulta ser habilitada como generadora de insumos a ser utilizados en otro proceso productivo se beneficia con una reducción en el cálculo de la Tasa Especial, ya que la masa de residuos generados considerados insumos en otro proceso productivo, se resta del componente Mre de la polinómica, masa de residuos especiales generados. 

A la fecha sólo 15 empresas solicitaron su inclusión dentro de esta categoría, de las cuales sólo 5 fueron autorizadas en virtud que las restantes no cumplían los requisitos técnicos necesarios. 

Multas 

La aplicación de sanciones derivadas de la Ley N° 11720 estará a cargo de la Autoridad de Aplicación, es decir de la Subsecretaría de Política Ambiental. 

En este caso la intervención municipal quedará sólo limitada a la recepción de denuncias, debiendo en los plazos previstos en la legislación comunicar éstas a la Autoridad de Aplicación, a fin de que ésta realice inspecciones, labre las actas y proceda en su caso, al juzgamiento y aplicación de sanciones. 

Toda infracción a las disposiciones de esta Ley, su reglamentación y normas complementarias que a su consecuencia se dicten, será reprimida por la Autoridad de Aplicación con las siguientes sanciones, que podrán ser acumulativas:

SANCIÓN
OBSERVACIONES

apercibimiento


MULTA
Monto de la multa entre uno (1) y mil quinientos (1500) sueldos de la categoría inicial de los empleados de la Administración Pública Provincial.


Monto mínimo       $        214,64

Monto máximo       $ 329.160                                                     

SUSPENSIÓN DE LA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO
De hasta un año.

Implica el cese de la actividad y la clausura del establecimiento.

CANCELACIÓN DE LA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO
Implica el cese de la actividad y la clausura del establecimiento.

Las sanciones establecidas en el artículo anterior se aplicarán previa instrucción sumaria, que asegure el derecho de defensa y se graduará, de acuerdo con la naturaleza de la infracción y riesgo o daño ocasionado.

En caso de reincidencia los mínimos y los máximos de las sanciones previstas podrá multiplicarse por una cifra igual a la cantidad de reincidencias aumentadas en una unidad.

5.2.3.5. ADMINISTRACIÓN Y DESTINO DE LOS RECURSOS

Los montos derivados de la recaudación de la tasa especial se destinan como recursos de la Autoridad de Aplicación y afectados a gastos de funcionamiento excepto pago de sueldos.

Los montos recaudados en concepto de tasas pueden ser usados con fines de saneamiento ambiental o cualquier acción que esté vinculada con los residuos especiales. 

Los fondos derivados de la aplicación de la normativa vigente son fondos de afectación específica, es decir que deben ser usados para los fines previstos por la legislación y sólo por el organismo a quienes esos fondos pertenecen en virtud de la materia imponible, en este caso por la Subsecretaría de Política Ambiental. 

Los recursos derivados de la presente Ley, no están disponibles y líquidos en forma inmediata por la Subsecretaría, ya que son administrados por la Tesorería General de la Provincia, por lo que a los fines de su disposición, deben conformarse los respectivos expedientes de solicitud de fondos. Sin embargo, este procedimiento no implica la no disponibilidad de los recursos por la Autoridad de Aplicación, sino que lo que podría producirse es una demora en la utilización del recurso.

Por otra parte, los fondos no utilizados durante un ejercicio fiscal, son transferidos automáticamente al ejercicio fiscal siguiente, dado el carácter de asignación específica que poseen.   

En cuanto a las multas, la legislación establece que los fondos que ingresaren en concepto de infracción pasan a integrar las arcas de Rentas Generales de la Provincia.

5.2.3.6. EVALUACION DE LA EFICACIA Y EFECTIVIDAD

Al momento de categorizar una industria para su categorización como tal, se efectúa la evaluación de su informe de Impacto Ambiental, el cual puede dar como resultado la existencia de residuos peligrosos, lo cual motiva su inscripción en el Registro de Residuos Especiales.

Es decir que pueden generar residuos especiales las industrias caracterizadas como primera, segunda o tercera categoría.

Se ha informado que si se correlaciona la cantidad de industrias que al momento de su categorización se determina deben inscribirse en el Registro de Residuos Especiales y la cantidad realmente inscripta, existe un porcentaje no inscripto, lo cual genera una disminución en los recursos a ser obtenidos derivados de la generación de residuos especiales. Sin embargo no se han suministrado datos a este respecto.

Asimismo existen establecimientos no industriales que también pueden generar residuos especiales y que están alcanzados por la presente normativa.

En el Registro de Residuos Especiales se encuentran inscriptos 2500 establecimientos de los cuales 1200 son industrias y 1300 son establecimientos no industriales.

En cuanto a la recaudación en concepto de tasa especial durante el año 2000 el monto alcanzó a $ 2.900.000 mientras que en 2001 la cifra se elevó a $ 3.614.000.-

A octubre de 2002 la cantidad de establecimientos y su vinculación con el rango de tasa es el siguiente:

Cantidad de establecimientos
Monto de tasa en $

1311
 1 a 300

360
300 a 1.000

471
1.000 a 5.000

136
5.000 a 10.000

98
10.000 a 15.000

54
15.000 a 20.000

70
> 20.000

No ha sido suministrado el monto recaudado durante el año 2002.

La Dirección General de Administración tiene a su cargo el control de cobro de las tasas y cuenta con una planta de 25 personas, que tienen también a su cargo el control de tasas derivados de la aplicación de la legislación de radicación industrial y cobro de arancelamientos varios.

El área de Residuos Especiales tiene un plantel de 4 personas, contando con el apoyo del Consejo Profesional de Química que mediante un convenio realiza las tareas de evaluación de los informes vinculados a los residuos generados por las industrias adjuntos en las declaraciones juradas. Como se observa la planta es exigua como para poder llevar adelante en forma más eficaz  la evaluación de expedientes y de políticas a ser implementadas para una mejora en el manejo de los residuos especiales..

La fiscalización y control está a cargo de la Dirección de Fiscalización de la Subsecretaría de Política Ambiental, con una planta de personal de 25 agentes, conformándose el expediente de la multa en el ámbito de la Autoridad de Aplicación, quedando luego la gestión de cobro a cargo de los organismos provinciales pertinentes (Contaduría General de la Provincia, Asesoría General de Gobierno y Fiscalía de la Provincia).

5.2.3.7. CONCLUSION EFECTIVIDAD/EFICACIA/RESTRICCIONES 

En el ámbito de aplicación de la norma, las tasas han sido fijadas con un fin exclusivamente recaudatorio para solventar los gastos de funcionamiento de la Subsecretaría de Política Ambiental (tasa de tipo administrativo).

Según la Autoridad de Aplicación, la recaudación no permite hacer frente a los gastos necesarios para un correcto funcionamiento, pero representa un importe significativo. 

El importe recaudado depende directamente de la masa de residuos especiales generados, y en este sentido, esta tasa propicia reducir la emisión de elementos contaminantes. Pero el importe cobrado por entidad no logra los 1000 $ en 2002, por los 70% de los establecimientos, lo que reduce claramente el impacto de la tasa. 

La falta de inscripción de la totalidad de industrias detectadas como generadoras de residuos especiales genera no solamente problemas en la recaudación sino también en el control de elementos contaminantes.

En cuanto a la fiscalización y control la falta de recursos humanos y físicos no permite un grado de operatividad que derive en resultados esperados para una política de control efectiva.

Más aún, cuando los fondos derivados de la aplicación de las multas, se destinan a las arcas estatales generales de la Provincia.

Estas restricciones agravadas por la crítica situación macroeconómica del país no han permitido una gestión eficaz en materia de política ambiental vinculada con los residuos especiales. 

5.2.4. Probation ecologica

5.2.4.1. MARCO REGULATORIO

El sistema que se implementa a través del Decreto 2.283 de fecha 28 de setiembre de 2001, se aplica a las leyes que a continuación se enuncian y a sus Decretos reglamentarios y normas  complementarias:

Leyes Provinciales
Tema

5.965
Efluentes líquidos

11.347
Residuos patogénicos

11.459
Radicación industrial

11.720
Residuos especiales

11.723
Ley General de Ordenamiento Ambiental

Las leyes que rigen la materia ambiental en la provincia de Buenos Aires, prevén la aplicación de multas que sancionan infracciones a la normativa ambiental.

El Estado Provincial ha entendido necesario revisar el esquema recaudatorio y el fin social que debe perseguirse a través de las normas, permitiendo que los infractores efectúen acciones o entreguen bienes que sustituyan la multa, que no solamente garantizan la reparación real de lo afectado, sino que a su vez beneficia al sector social perjudicado. 

Este mecanismo no es un Instrumento Económico y Financiero, pero como está directamente vinculado a la aplicación de los Instrumentos vigentes, nos parece interesante describir el príncipe de funcionamiento.

5.2.4.2. ÁMBITO DE APLICACIÓN

Las disposiciones del decreto se aplican a las industrias y comercios ubicados en la Provincia de Buenos Aires.

5.2.4.3. AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Son Autoridad de Aplicación del Decreto:

· la Subsecretaría de  Política Ambiental

· los Municipios de la Provincia de Buenos Aires a los que les fuera delegada la facultad de sancionar.

5.2.4.4. MODALIDAD DE APLICACIÓN

Cuando una industria o un comercio, resultan sancionados con multa, el infractor puede optar por:

a)
Abonar la multa con una reducción del 20 % dentro de los tres días de la notificación.

b)
Solicitar  la aplicación de su sustitución, de manera de beneficiar al sector habitacional que integra la industria o comercio sancionado, de acuerdo a las siguientes modalidades ante la Autoridad de Aplicación:

· 1) Manifestar su voluntad de sustituir la sanción monetaria impuesta, por la entrega o transmisión de bienes o por una obligación de hacer con alcance social en el distrito donde se produjo el  perjuicio  al  ambiente.

· 2) Proponer la sustitución de la sanción monetaria impuesta, por la entrega o transmisión de bienes determinados o por una concreta obligación de hacer con alcance social en el distrito donde se produjo el perjuicio al  ambiente.

La solicitud de aplicación del instituto de la sustitución producirá la suspensión del procedimiento de  ejecución  de  la  sanción. El rechazo de la propuesta, provoca la plena vigencia de la sanción.

El acto administrativo aprobatorio de la sustitución, deberá determinar los bienes a entregar o las obligaciones a ejecutar, indicando la fecha de inicio, el plazo y modo para su ejecución. 

El cumplimiento de la sustitución en tiempo y forma, debidamente acreditado por la autoridad competente, dará por satisfecha la multa y cumplida la obligación. 

En caso de cumplimiento parcial, se evalua el alcance de la entrega de bienes o el avance de la obligación de hacer, cuantificándose el monto de la multa sin cumplir y procediéndose a su ejecución por vía de apremio.

Si la obligación de dar o hacer no comenzara en el tiempo estipulado se restablece el valor de la multa con todos sus efectos. 

5.2.4.5. EVALUACIÓN DE LA EFICACIA Y EFECTIVIDAD

La norma bajo estudio permitiría a los establecimientos sancionados: 

· Reducir las multas en un 20%

· Hacer cumplir su obligación mediante la realización de obras necesarias para la comunidad que integran. 

· Lograr un beneficio directo ambiental y social para la comunidad, receptora directa de la sanción impuesta.

· Recomponer la posición del sector industrial y comercial, evitando que el cobro de multas pierda virtualidad ante la eventual insolvencia de los obligados al pago.

La Subsecretaría de Política Ambiental analiza desde el punto vista formal el cumplimiento de los requisitos exigidos por la norma.

El requerimiento por parte del establecimiento sancionado tramita en el expediente de la sanción por lo cual no es posible en el ámbito de la Subsecretaría determinar la cantidad de solicitudes efectuadas desde el momento del dictado del decreto.

No existe por parte de la Subsecretaría de un mecanismo de promoción de este esquema de cumplimiento de sanciones, atento a que se entiende dicha actividad correspondería a las municipalidades.

5.2.5. Conclusiones generales sobre la efectividad/eficacia/restriciones en la provincia de Buenos Aires

El análisis de la situación en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires permite concluir las restricciones imperantes en la temática de los Instrumentos Económicos y Financieros son motivadas por los siguientes factores:

· Factores coyunturales
· Demora en la institucionalización de la Autoridad del Agua como órgano encargado de fijación de políticas, planeamiento y control en el área de los efluentes líquidos.

· Escasez de presupuesto para las oficinas a cargo de la gestión ambiental, tanto en el ámbito de los efluentes líquidos (AGOSBA residual) como en el de los residuos peligrosos y radicación industrial (Subsecretaria de Política Ambiental).

· Escasez de recursos humanos y recursos físicos para cumplimentar los aspectos operativos como los de fiscalización y control.

· Conflicto de prioridades difícil de superar entre el control de la contaminación y la preservación de las fuentes laborales de la población, ya que ante la actual realidad de falta de empleo, resulta normalmente imposible a las autoridades locales imponer sanciones que podrían llegar al cierre de empresas que no cumplen con los requisitos ambientales, pues ello genera un grave problema social.

· Factores estructurales

· Falta de una política integral que incorpore efectivamente a la gestión ambiental en el marco de un proceso de reforma global para la jurisdicción, agravada frente a la crisis macroeconómica del país.

· Sistemas de evaluación y monitoreo no aplicados como generadores de una modificación en la política ambiental. 

· Ausencia de información sobre instrumentos económico financieros, que dificulta la construcción de consensos necesarios para vencer la resistencia a adoptar instrumentos nuevos, situación agravada por la crisis macroeconómica.

· Problemas de coordinación y definición de competencias inter e intrainstitucionales entre los niveles de gobierno nacional, provincial y municipal.

· Gran dificultad para el control de un área tan amplia como es la Provincia de Buenos Aires, a través de un organismo centralizado con sede en La Plata (que obliga a efectuar largos recorridos para realizar cualquier control en ciudades del interior y demora la acción en el caso de ocurrir emergencias ambientales).

· Si bien se está gestando un proceso de transferencia de las responsabilidades ambientales a los Municipios, el mismo atraviesa fuertes dificultades por la carencia de cuadros técnicos y recursos financieros locales. Ello implica que los municipios requieran a la autoridad provincial la transferencia de recursos para hacer frente a las actividades de control, debido a que en los casos en que se ha intentado la fijación de nuevas tasas municipales para este fin, las mismas no fueron pagadas por la mayor parte de las empresas.

· Continuidad de la cultura de vigilancia, inspección y control en la gestión ambiental en detrimento de la utilización de instrumentos económicos . 

· Insuficiente manejo de estrategias comunicacionales frente a la opinión pública y los actores involucrados.

Del análisis efectuado, si los factores coyunturales pueden superarse con la salida de la crisis económica y política actual, se requerirá una voluntad política acentuada para la resolución de las restricciones estructurales.

Como conclusión, es importante destacar que al  menos existen Instrumentos Económicos y Financieros que constituyen una base interesante para el desarrollo de otros instrumentos mas incentivadores para la disminución de la contaminación, lo cual no se observa en varios países de América Latina.
5.3. Regimen nacional

5.3.1. Efluentes líquidos: contaminación hídrica industrial. 

5.3.1.1. MARCO REGULATORIO

Norma
Fecha
Detalle

Ley N° 13.577
29/09/1949
Orgánica de la Administración de la ex Obras Sanitarias de la Nación

Ley N° 20.324
18/04/1973
Modificatoria de la Ley N° 13.577

Decreto N° 674
6/06/1989
Reglamentario de la Ley N° 13.577

Disposición ex OSN N° 79179
1/08/1990
Consideraciones técnicas para el pago del derecho especial

Decreto N° 776
15/05/1992
Modificatorio del Decreto N° 674. Crea la Dirección de Control de la Contaminación.

Resolución INA 85/00
30/06/2000
Multas por no presentación de documentación técnica obligatoria

La Ley N° 13.577 modificada por su similar N° 20.324 legislaba sobre la ex Administración General de Obras Sanitarias de la Nación, organismo que tenía a su cargo entre otras finalidades la exploración, alumbramiento y utilización de las aguas subterráneas. 

En cuanto a los instrumentos económicos financieros con los que contaba la ex Obras Sanitarias de la Nación, según lo previsto en la legislación citada en su artículo 19, el ente podía financiarse con recursos ordinarios provenientes de la recaudación  -entre otros- de "derechos  especiales" de acuerdo  a las tarifas que aprobara el PODER EJECUTIVO NACIONAL y el importe de  las multas, recargos e intereses en todo lo relativo a la prestación de los servicios y a las facultades de vigilancia y control propios de la ex empresa.

Asimismo el artículo 34 de la Ley, estableció los montos máximos y la modalidad de aplicación de las multas por infracciones cometidas por establecimientos industriales que ocasionaran contaminación de cursos de agua o perjuicios a las instalaciones de la ex empresa OBRAS SANITARIAS DE LA NACION.  

Posteriormente a la sanción de la Ley N° 20.324, se dicta el Decreto N° 674, reglamentario de aquella, dada la necesidad de:

· estimular a los establecimientos a adecuar sus vertidos y a tratar y disponer los barros  provenientes de la depuración de los  mismos,

· preservar la calidad de las aguas y de los cuerpos receptores dentro de niveles acordes con los requeridos por los usos legítimos de esas aguas, 

· impulsar la construcción de unidades de tratamiento de vertidos  en  el  menor  tiempo  posible, 

· controlar la contaminación hídrica y preservar los cursos de agua de su deterioro,

Dicho decreto reglamentó el pago del derecho especial mencionado, para aquellos establecimientos que efectuaran vertidos con parámetros cuyas concentraciones superaran los límites permisibles fijados, estableciendo la metodología para su cálculo. Además legisló sobre las penalidades a aquellos establecimientos que realizaran vertidos no tolerados.

En 1990 la ex empresa Obras Sanitarias de la Nación dicta la Disposición N° 79179/90, enunciando el ámbito de aplicación del Decreto 674/89 y detallando las consideraciones técnicas a ser tenidas en cuenta por los establecimientos alcanzados vinculadas con la implementación del pago del derecho especial. 

Encarado el proceso de privatización de la ex Empresa OBRAS SANITARIAS DE LA NACION, se dispone que el servicio en concesión no abarque las cuestiones atinentes al régimen de control de  contaminación de las aguas ni la preservación de los recursos hídricos.

Así, se dicta el Decreto N° 776 de fecha 15 de mayo de 1992, modificatorio del Decreto 674/89, el cual, entre otras disposiciones, transfiere el control de contaminación a la actual Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable.

El Decreto establece que la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable tiene a su cargo el poder de policía en materia de contaminación hídrica, de la calidad de las aguas naturales, superficiales y subterráneas y de los vertidos en su jurisdicción.

Dicho poder de policía lo ejerce a través de la Dirección de Control de Contaminación Hídrica creada por el mismo Decreto. Son objetivos de la Dirección entender en las acciones  relacionadas con el fomento, protección, recuperación y control  del  medio  ambiente y la conservación de los recursos naturales renovables y entender en la aplicación del decreto.

5.3.1.2. AMBITO DE APLICACION

El ámbito de aplicación del Decreto 776/92, son todos los establecimientos industriales y/o especiales que produzcan en forma continua o discontinua vertidos residuales o barros originados por la depuración de aquellos conductos cloacales, pluviales o a un curso de agua, y que están radicados en: Capital Federal y en los partidos de la Provincia de Buenos Aires acogidos al régimen de la ex Empresa Obras Sanitarias de la Nación que se indican a continuación: General San Martín, La Matanza, Morón, Hurlingham, 3 de Febrero, San Fernando, San Isidro, Vicente López y Tigre cualquiera sea el destino de sus vertidos, que directa  o indirectamente puedan contaminar  las  fuentes  de  agua o afectar la salud de la población.  

Asimismo se aplicarán las disposiciones del Decreto para los partidos de Almirante Brown, Avellaneda, Berazategui, Esteban Echeverría, Ezeiza, Florencio Varela, Lanús, Lomas de Zamora y Quilmes, cuando utilicen directa o indirectamente una red externa de desagües cloacales o cloaca máxima operada por Aguas Argentinas. Asimismo serán alcanzados  los establecimientos industriales y/o especiales radicados en los partidos señalados precedentemente y que pese a no generar vertidos industriales posean circuitos cerrados de cualquier tipo de líquidos y/o barros, o circuitos abiertos de refrigeración.

Se puede afirmar que la norma abarca a las zonas donde se encuentran radicadas la mayor parte de establecimientos industriales.

Se entiende por establecimientos industriales aquellos en los cuales en las manufacturas,  elaboraciones y procesos que produzcan una transformación de las materias primas o materiales empleados, en su forma o esencia, den origen a nuevos productos y evacuen vertidos, utilizando agua para dichos procesos, o para refrigeración o limpieza.

Son establecimientos especiales aquellos que en sus operaciones de fraccionamiento, manipuleo o limpieza de artículos y materiales, no produciendo ningún tipo de transformación en su esencia, evacuen vertidos. 

5.3.1.3. MODALIDAD DE APLICACION

Los instrumentos económico-financieros incluidos en la legislación vigente en materia de contaminación hídrica son los siguientes:

· Derecho especial para el control de la contaminación

· Penalidades

· por descarga de vertidos no tolerados

· por falta de presentación de Documentación Técnica Obligatoria

· por falta de presentación de Declaración Jurada Anual

· Derecho especial para el control de la contaminación

El derecho especial es el monto que debe abonar todo  establecimiento industrial y/o especial que efectúe vertidos con parámetros cuyas concentraciones superen los límites permisibles fijados por la legislación es decir que el establecimiento ha efectuado una evacuación  contaminante.

El derecho especial se aplica para el control de la contaminación, por las tareas de fiscalización y saneamiento de los cursos de agua.

El derecho especial -denominado anteriormente cuota de resarcimiento- tiene en cuenta entre otros factores el número de años en que el establecimiento en cuestión presenta estado contaminante.

A fin de determinar la aplicación del derecho especial, la Autoridad de Aplicación debe efectuar análisis de las  concentraciones  durante el año anterior al del cobro, debiéndose tomar 2 (dos) muestras por  año,  para  determinar  si  corresponde  el  pago  del mismo.

Los establecimientos podrán eximirse del pago de los derechos especiales, acreditando fehacientemente el  inicio de medidas para  mejorar la calidad de sus vertidos para que éstos cumplan con los límites permisibles fijados. 

A fin de utilizar esta franquicia en la suspensión del derecho especial, el establecimiento deberá presentar documentación técnica y proyectos que avalen dicho requerimiento, debiendo informar cada cuatro meses el avance en el cronograma inicialmente presentado. La falta de  cumplimiento de los plazos y la falsedad en los datos determinará la reimplantación del derecho especial que se hubiere devengado por el período de la suspensión con la actualización e intereses.

El  derecho  especial  para  el  control de la contaminación, se calculará sobre  la  base  de  la  siguiente fórmula:  

De = 
M.B donde: B = N.F.Q  

Definiéndose los componentes como sigue: 

M:
Es  el  coeficiente de actualización del  importe  del  derecho especial para el control de la contaminación, fijado por la legislación vigente.

B:
Es la constante anual base del cálculo del De.

F: 
Es la sumatoria de los módulos Fi que se calculan en función de la concentración de los parámetros contaminantes "i" del vertido que superen los límites permisibles detectados en el mismo.  

N: 
Es el factor numérico variable en función del número de años en que el establecimiento  presenta  estado  contaminante.    

Para cada año se establecen en el decreto valores que oscilan entre 1 (uno) para el primer año y 30 (treinta) para el vigésimo año.
Para que  el  mismo  vuelva a su valor inicial 1 (uno) además de no presentar estado contaminante por 2 (dos) años consecutivos, el establecimiento deberá demostrar fehacientemente la modificación del proceso de producción y/o modificación de las materias primas utilizadas y/o contar con unidades de tratamiento de los vertidos adecuadas que justifiquen ese resultado.  

Q: 
Es  el  caudal  diario  del  vertido, expresado en m3/día.  

· Penalidades por descarga de vertidos no tolerados

El detalle de las penalidades y de la modalidades de aplicación esta en Anexo  3.

5.3.1.4. ADMINISTRACIóN Y DESTINO DE LOS RECURSOS

Según el decreto vigente, los  fondos percibidos en concepto de derechos especiales  para el control de la Contaminación, a ser administrados por la Secretaría  de Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable serán destinados a los siguientes fines:   

a)
Adquisición  de materiales, medios de transporte,  instrumental necesario  y  materiales  de  análisis  para  la  fiscalización  de vertidos.  

b)
Equipamiento  para  operación,  mantenimiento  y/o  mejoras  de instalaciones  de  la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable afectadas por la contaminación hídrica.  

c)
Contratación y capacitación de personal  profesional  y  técnico para  el cumplimiento de las tareas de control y asesoramiento  que la aplicación del presente decreto involucra.  

d)
Financiación de los convenios que se celebraren con municipalidades  de  las localidades  donde  presta  servicios  la Secretaría   de Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable  o con cualquier organismo  de  investigación,  en cuanto su objeto sea el estudio  del  fenómeno  contaminante,  de  la  factibilidad  de su corrección  y  de  todo  proyecto  y obra para la preservación  del recurso hídrico.  

Si bien la norma prevé la utilización de los fondos recaudados por parte del organismo fiscalizador, en la realidad los fondos que ingresan pasan a integrar los recursos de Rentas Generales de la Nación de manera de incrementar los fondos del Gobierno Nacional, quedando a decisión de éste la asignación de recursos a cada repartición estatal. 

El organismo se financia con los fondos que le transfiere el Ministerio de Economía, en función de las disponibilidades existentes. Atento la grave situación que vive el país desde hace algunos años los fondos transferidos son escasos para hacer frente a las erogaciones que en materia de control y fiscalización debiera efectuar el organismo.

5.3.1.5. EVALUACIóN DE LA EFICACIA Y EFECTIVIDAD

La Dirección de Control de Contaminación Hídrica concentra su actividad principalmente en el control de efluentes del área servida por la empresa Aguas Argentinas (ex-OSN).

Con el apoyo de una base de datos de las industrias que generan distintos tipos de efluentes manejada mediante el software Access 2000 y un mapa georeferenciado en ArcView, se pueden realizar diversos análisis de la distribución espacial de los diferentes generadores y planificar las actividades de control. 

El plantel de personal de la Dirección (14 personas) es demasiado escaso para controlar debidamente al universo de caso 5.000 empresas empadronadas, por lo cual el organismo se apoya en la colaboración de Aguas Argentinas, quien tiene interés en evitar los vertidos fuera de norma por razones de conservación de las conducciones y de viabilidad del tratamiento de los efluentes cloacales, que no es posible ante la presencia de determinados componentes de origen industrial. 

· Cobro de Derecho Especial

Esta tasa no se cobra ya que en promedio el monto resultante de su aplicación por industria es de alrededor de $ 20.-. La calidad de exiguo del monto obedece a la metodología de cálculo del factor de actualización Fi incluido en la fórmula el cual a la fecha no ha sido modificado.

Su determinación deviene de una disposición antigua (de la época previa a la convertibilidad) y a pesar de que desde el año 1997 se está tratando de obtener una modificación de las mismas no se lo ha logrado, debido a que los frecuentes cambios institucionales conspiran contra la continuidad de las políticas que se tratan de llevar adelante.

El proceso para llegar a la obtención de dicho recurso es el siguiente:

· Toma de dos muestras por año por industria: 10.000 muestras al año

· Inspecciones por día para obtención de muestras: 40 (considerando 250 días laborables al año).

· Dado que por día pueden tomarse dos muestras, se requiere una planta mínima de 20 inspectores con la correspondiente movilidad (automóvil) dadas las distancias a ser recorridas.

En consecuencia el ingreso obtenido no cubre los costos necesarios para su obtención,  lo que destaca el problema de la factibilidad de implementación de una tasa que implica dos muestras por empresa y por año. 

No obstante, el importe del Derecho Especial es efectivamente proporcional a la carga contaminante vertida por la parte superando los límites permisibles, y en este sentido, el mecanismo podría ser un desincentivo a la contaminación (con la condición de una reactualización de la fórmula).

Como consecuencia de la falta de recursos humanos y físicos, el gasto que se requiere para llevar a cabo las muestras y el ingreso esperado, el derecho especial no se liquida, por lo tanto carece de eficacia para disminuir la contaminación ambiental. Esto se agrava ante la falta de disponibilidad de los recursos.

En cuanto a la detección de elementos contaminantes, la misma se logra a través de denuncias recibidas y por la acción de Aguas Argentinas (empresa privada de suministro de agua). 

· Venta de formulario de presentación de Declaración Jurada

La venta de formularios de presentación de Declaración Jurada permite un ingreso anual promedio de $ 150.000 los cuales cubrirían los gastos de caja chica y contrataciones. Sin embargo y tal se ha indicado precedentemente dichos ingresos se destinan a Rentas Generales de la Nación.

· Multas

Del análisis de la norma se observa que con relación a:

· La falta de presentación en término y a la omisión o falsedad de información de las Declaraciones Juradas anuales, los montos de multas abarcan importes entre los $ 10.000 y $ 25.000.

· La evacuación de vertidos no tolerados, las multas oscilan entre los $ 33.000 y los $ 100.000.

· La falta de presentación en término de la Documentación Técnica Obligatoria y la omisión o falsedad de datos se castiga con multas que oscilan entre los $ 500 y $ 25.000.

La aplicación de instrumentos económicos hoy, tal se encuentran planteados en la legislación es totalmente ineficiente.

Dada la situación económica general del país, no es posible el cobro de multas de los niveles planteados, si bien dicho costo indudablemente no representa el daño ecológico producido. 

La imposición  de multas de elevado monto no ha resultado efectiva, dado que las mismas son llevadas a juicio y no se cobran nunca, o bien las empresas “desaparecen” o cambian de razón social para evadir el pago de las mismas, mientras que en cambio la medida de control más eficaz ha resultado el corte de los desagües utilizados por las industrias, en caso de mantenerse las características del vertido fuera de norma, siendo esta última alternativa la de mayor aplicación en la actualidad.

Asimismo, el desvío hacia Cuentas Generales de la Nación de los fondos percibidos por el organismo ambiental, instrumentado hace años por el Ministerio de Economía aunque por ley deberían ser reinvertidos en el control de la contaminación y la promoción de la mejora de la calidad ambiental, conspira contra la efectividad de la Secretaría e impiden el uso de estos recursos en el marco de un Instrumento Económico Financiero.

Una intensa campaña de concientización sobre las industrias ha dado resultados satisfactorios, tal es el caso de las galvanoplastías que han instalado en general plantas de tratamiento (para eliminación de cianuros) luego de una acción de difusión, información y convencimiento realizada entre 1995 y 1998.

En resumen se exponen los montos promedios de recaudación por distintos conceptos vinculados a la aplicación de los instrumentos económicos con los que podría contar el sector:

Concepto
Cantidad de expedientes/año
Monto promedio año

Derechos especiales

$ 100.000.-

Venta de formularios de Declaración Jurada

$ 150.000.-

Falta de presentación de Declaración Jurada
170 expedientes promedio año
 $ 300.000.-

Multa de $ 33.000
60 expedientes promedio año 
$ 1.980.000.-

5.3.2. Residuos peligrosos 

5.3.2.1. MARCO REGULATORIO

Norma
Fecha
Tema

Ley Nacional N° 24.051
17/01/1992
Regulación sobre residuos peligrosos generados por actividad industrial

Decreto N° 831
23/04/1993
Decreto Reglamentario de la Ley N° 24.051

Resolución SDS y PA  (*) N° 599


21/05/2001
Definición de la fórmula de cálculo de la Tasa de Evaluación y Fiscalización

Resolución SDS y PA  (*) N° 79
30/01/2002
Procedimiento para llevar a cabo de oficio la liquidación de tasa ambiental ante incumplimiento de pago en término

Disposición SDS y PA  (*) N° 01/01
23/08/2001
Tasa ambiental. Adecuación del cálculo de la masa seca para determinadas categorías de residuos peligrosos.

Resolución ex SRN y AH (** N° 401/94 
26/09/1994
Fíjanse precios de venta de Declaraciones Juradas, Manifiestos y Rúbrica de Libros

(*) Ex Secretaría de Desarrollo Sustentable y Política Ambiental 

(**) Ex Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano

5.3.2.2. AUTORIDAD DE APLICACION
La Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable, dependiente de la Presidencia de la Nación, en su carácter de organismo de más alto nivel con competencia en el área de la política ambiental, es la Autoridad de Aplicación de la ley N° 24.051, su reglamento y disposiciones complementarias, debiendo entender en todo lo atinente a la materia ambiental, ejerciendo el poder de policía y fiscalización en todo lo relativo a residuos peligrosos y a toda otra sustancia contaminante del ambiente, desde la producción hasta la disposición final de los mismos.

5.3.2.3. AMBITO DE APLICACIÓN

La generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos, quedan sujetas a las disposiciones de la Ley N° 24.051 y del Reglamento, en los siguientes casos:

1 - Cuando se realicen en lugares sometidos a jurisdicción nacional.

2 - Cuando se trate de residuos que, ubicados en una provincia, deban transportarse fuera de ella, por vía terrestre, por un curso de agua de carácter interprovincial, por vías navegables nacionales o por cualquier otro medio.

3 - Cuando se trate de residuos que, ubicados en una provincia, pudieran afectar directa o indirectamente a personas o al ambiente más allá de la jurisdicción local en la cual se hubieran generado. 

4 - Cuando la autoridad de aplicación disponga medidas de higiene y/o seguridad cuya repercusión económica aconseje uniformarlas en todo el territorio nacional, a fin de garantizar su efectivo cumplimiento por parte de los administrados.

Residuo peligroso es aquel que pueda causar daño, directa o indirectamente, a seres vivos o contaminar el suelo, el agua, la atmósfera o el ambiente en general. La Ley enuncia aquellos residuos considerados peligrosos y las características que tendrán para su categorización como tal, quedando excluidos los residuos domiciliarios, los radiactivos y los derivados de las operaciones normales de los buques, los que se regirán por leyes especiales y convenios internacionales vigentes en la materia. 

La ley se aplica entonces a:

· Generadores: persona física o jurídica que, como resultado de sus actos o de cualquier proceso, operación o actividad, produzca residuos calificados como peligrosos 

· Transportista: responsable del transporte de los residuos peligrosos.

· Plantas de tratamiento: aquellas en las que se modifican las características físicas, la composición química o la actividad biológica de cualquier residuo peligroso, de modo que eliminen sus propiedades nocivas, o se recupere energía y/o recursos materiales, o se obtenga un residuo menos peligroso, o se lo haga susceptible de recuperación, o más seguro para su transporte o disposición final.

· Plantas de disposición final: lugares especialmente acondicionados para el depósito permanente de residuos peligrosos en condiciones exigibles de seguridad ambiental.
5.3.2.4. MODALIDAD DE APLICACION

Los instrumentos económico-financieros incluidos en la legislación vigente en materia de residuos peligrosos son los siguientes:

· Tasa de Evaluación y Fiscalización

· Venta de Declaraciones Juradas, Manifiestos y Rúbrica de Libros

· Penalidades por infracción a la normativa

· Tasa de Evaluación y Fiscalización

Todo generador de residuos peligrosos deberá abonar anualmente la Tasa de Evaluación y Fiscalización. La tasa se abonará, por primera vez, en el momento de la inscripción en el Registro Nacional de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos y, posteriormente, en forma anual al efectuar la presentación correspondiente a la actualización.

Dicha tasa será abonada además por los transportistas y operadores no estando alcanzados los operadores de residuos patogénicos.

La tasa que instituye la Ley 24051 responde a los fines propios del Derecho Ambiental por lo que debe ser considerada, como una tasa ambiental antes que como una tasa de naturaleza jurídica tributaria.

Por lo tanto los generadores de residuos peligrosos considerando su calidad de tal están sometidos al régimen de la ley se hallan obligados a pagar la tasa  con independencia de toda prestación singularizada de evaluación y fiscalización de la autoridad de aplicación

La tasa se calcula en función de la peligrosidad y cantidad de los residuos generados y teniéndose en cuenta, además, otros datos concernientes al generador y a los procedimientos por él empleados, considerando que el valor de la tasa no será superior al uno por ciento (1%) de la utilidad presunta promedio de la actividad en razón de la cual se generan los residuos peligrosos.

Para su cálculo se consideran los siguientes parámetros: 

Tasa = UR x Ctrpa x FP x AT

Donde: 

UR: Unidad de Residuo, es la valoración monetaria estipulada para la unidad de residuo peligroso generado (líquido, sólido, semisólido y gaseoso). El valor asignado es de PESOS CIEN ($100,00).

Ctrpa: Cantidad Total de Residuos Peligrosos, es la cantidad de residuos peligrosos expresada en kilogramos de masa seca, generados por año calendario, considerados después de los procesos productivos, de servicios y/o de tratamiento. 

En el caso de los operadores de residuos peligrosos, es la cantidad total de residuos peligrosos gestionados, expresada en toneladas por año calendario.

Para calcular la masa seca total de los residuos peligrosos, se aplicarán las siguientes fórmulas:

Para sólidos (kg/mes)  = 0.001 x PS Cis 

Donde:

P: peso total de los residuos sólidos en Tn/mes.

Cis: concentración del contaminante (i) en el residuo sólido en mg/kg.

Para líquidos (kg/mes) = 0.001 x V  x S Cil

Donde:

V: volumen total de los residuos líquidos en m3/mes.

Cil: concentración del contaminante (i) en el residuo líquido en mg/litro.

Para gases (kg/mes) = 0.00000lx V x S Cig

Donde: 

V: volumen total de residuos gaseosos m3/mes medidos en condiciones normales de presión y temperatura.

Cig: concentración del contaminante (i) en el residuo gaseoso en mg/m3
Para mixtos (kg/mes) = 0.000001 x V x(1-Y ) x S Cim

Donde:

V: Volumen total de residuos mixtos en m3/mes. 

Y : Humedad de residuos mixtos en %/100.

Cim: concentración del contaminante (i) en el residuo mixto en mg/m3.

FP: Factor de Peligrosidad, es el grado de peligrosidad de los residuos generados, discriminados según categorías

La liquidación de la tasa debe llevarse a cabo en forma separada, por categoría de generación, siendo el monto a ingresar el resultado de la sumatoria de los montos correspondientes a cada una de las categorías liquidadas.

AT: Alícuota de Tasa, es el coeficiente que determina el monto a ingresar, el cual se establece en el cinco por ciento (5%).

El valor de la tasa no debe ser superior al uno por ciento (1%) de la utilidad presunta promedio de la actividad en razón de la cual se generan los residuos peligrosos.

La utilidad aludida es la ganancia bruta arrojada por la actividad generadora de residuos peligrosos. 

Para acreditar la utilidad de la actividad en razón de la cual se generan residuos peligrosos se deben considerar los siguientes aspectos:

1) Costo de la actividad en razón de la cual se generan los residuos peligrosos (incluye  materia prima, mano de obra y gastos de fabricación de la actividad en razón de la cual se generan residuos peligrosos).

2) Relación entre el costo del numeral 1° con el costo total de mercadería vendida para determinar la porción de actividad que genera residuos peligrosos.

3) Utilidad: relación entre el porcentaje obtenido en el numeral 2° sobre la ganancia bruta y a este monto se deberá aplicar el 1%.

· Venta de Declaraciones Juradas, Manifiestos y Rúbrica de Libros

Se fijan como precio de venta los siguientes:

CONCEPTO
PRECIO DE VENTA

Declaración Jurada con instructivos
$ 20.-

Manifiesto sin instructivos
$ 5.-

Rúbrica de libros
$ 5.-

· Multas

Toda infracción a las disposiciones de la ley, su reglamentación y normas complementarias que en su consecuencia se dicten, será reprimida por la autoridad de aplicación con las siguientes sanciones, que podrán ser acumulativas:

SANCIÓN
OBSERVACIONES

apercibimiento


MULTA
Monto mínimo                $ 5.000.-        

Monto máximo            $ 500.000                             

SUSPENSIÓN DE LA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO
Plazo mínimo 30 días.

Plazo máximo hasta un año.

Implica el cese de la actividad y la clausura del establecimiento.

CANCELACIÓN DE LA INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO
Implica el cese de la actividad y la clausura del establecimiento.

En caso de reincidencia, los mínimos y los máximos de las sanciones previstas tanto para multa como para suspensión en el registro, se multiplicarán por una cifra igual a la cantidad de reincidencias aumentada en una unidad. 

5.3.2.5. ADMINISTRACION Y DESTINO DE LOS RECURSOS

Según la Ley de Residuos Peligrosos, los fondos percibidos en concepto de tasas y multas serán percibidos y administrados por la autoridad de aplicación, e ingresarán como recurso de la misma. 

Asimismo el plexo legal advierte que los fondos serán destinados a los siguientes fines:

· Adquisición de material, medios de transporte, instrumental necesario y materiales de análisis para la fiscalización de la generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de los residuos peligrosos.

· Contratación y capacitación de personal profesional y técnico para el cumplimiento de las tareas de control y asesoramiento que la aplicación del presente decreto involucra.

· Financiación de los convenios que se celebraren con Provincias, Municipalidades, o con cualquier organismo de investigación, en cuanto su objeto sea el estudio del fenómeno contaminante, de la factibilidad de su corrección y de todo proyecto para la preservación del medio ambiente.

Sin embargo los fondos percibidos en materia ambiental se transfieren a Rentas Generales de la Nación y son administrados por el Ministerio de Economía. En virtud de la emergencia económica es el Ministerio de Economía el que dispone los montos a ser transferidos a cada organismo del estado, los cuales se encuentran previstos en el Presupuesto anual previamente determinado. 

5.3.2.6. EVALUACIÓN DE LA EFICACIA Y EFECTIVIDAD

La Unidad de Residuos Peligrosos cuenta en la actualidad con una planta total de 40 empleados para el desarrollo de todas las tareas operativas, administración, control y fiscalización. 

Al 30 de junio de 2002 ingresaron en concepto de tasa ambiental $ 244.530 y en concepto de venta de manifiestos y declaraciones juradas $ 4190.

Asimismo se ejecutaron judicialmente 154 reclamos administrativos por un total de $ 1.012.080

En cuanto al control de pago de la tasa, se efectúa un seguimiento por expediente pero no existe un dato estadístico automatizado a los fines de control en cuanto a cantidad de expedientes ingresados y cumplimiento de pago.

Con la disponibilidad de recursos humanos y físicos con que cuenta la Unidad, se realizaron en promedio durante 2002 17 inspecciones por mes.

5.3.2.7. CONCLUSIONES EFECTIVIDAD/EFICIENCIA/RESTRICCIONES

Los instrumentos económicos financieros en materia de contaminación de residuos peligrosos no son realmente un incentivo para lograr una disminución de la contaminación, sólo constituyen una herramienta de financiamiento del gobierno nacional.

La recaudación  no se asigna a la oficina pertinente de la agencia ambiental, sino que integra las arcas del estado nacional ante el estado de emergencia económica en el que se halla inserto el país, quedando bajo el poder discrecional del Ministerio de Economía la determinación de la asignación de fondos al organismo ambiental. 

El presupuesto asignado por el Gobierno Nacional es exiguo siendo también escasos los recursos humanos y físicos lo que determina controles y monitoreos no adecuados a una gestión eficaz, si bien los esfuerzos que realiza la oficina son importantes. 

Es decir que no es posible hablar de efectividad y eficacia en la aplicación de la política en materia de efluentes líquidos ni en la utilización de los instrumentos como disparadores de una mejora ambiental.

5.3.3. Conclusiones generales sobre la efectividad/eficacia/restricciones en el ambito nacional

El análisis de la situación en el ámbito nacional permite concluir que las restricciones imperantes en la temática ambiental ha sido y es motivada por los siguientes factores:

· Falta de continuidad institucional en la oficina a cargo de la gestión ambiental en cuanto a su dependencia orgánica y estructura organizativa que deriva en demora en la aplicación de políticas y establecimiento de objetivos claros.

· Imposibilidad de acceder a los recursos derivados de la gestión ambiental, ya que la recaudación de los mismos pasa a integrar las cuentas de Rentas Generales de la Nación ante la grave situación económico. 

· Insuficiente presupuesto asignado a la agencia ambiental tanto en el ámbito de los efluentes líquidos como en el de los residuos peligrosos. 

· Falta de introducción de sistemas de evaluación, seguimiento y monitoreo, lo que genera una ausencia de información disponible a los fines estadísticos para una mejora en la gestión.

· Escasez de recursos humanos, equipamiento y medios físicos para cumplimentar tanto los aspectos operativos de la gestión ambiental como los de fiscalización y control.

· Problemas de coordinación y definición de competencias inter e intrainstitucional.

· Cultura de vigilancia, inspección y control en la gestión ambiental en detrimento de aplicación de instrumentos económico financieros.

· Inexistencia de articulación en la aplicación de los instrumentos económicos existentes de gestión ambiental con el entorno de política macroeconómica y de políticas sectoriales y regionales.

Sin embargo, cabe destacar que el Derecho Especial tiene, por su modo de cálculo, tiene la  característica de propender a reducir la emisión de contaminantes, pues es proporcional a la concentración de los mismos superando las límites permisibles. Su objetivo es de incitar al respecto de las normas vigentes. Dentro del universo de instrumentos existentes, es sin duda el que podría lograr un papel más significativo en cuanto a desincentivar la contaminación, si pudiera reformularse. Sufre también de una complejidad de implementación  (requiere demasiadas medidas de control) y resulta que es difícilmente aplicable en su forma actual. Pero los funcionarios destacan su interés en proceder a la actualización del cálculo de  este mecanismo a fin de lograr resultados en su aplicación.
6. Evaluación de los Instrumentos Económicos y Financieros existentes en Uruguay

6.1. Metodología y fuentes de información

Se ha efectuado una revisión de las políticas ambientales aplicadas en los diversos ámbitos de la economía uruguaya, a los efectos de determinar los posibles IEF que se utilizan o se han definido en la legislación en nuestro país.

Esta tarea se centró primero en la revisión de la legislación nacional sobre la problemática ambiental, donde se partió de los informes realizados en estos campos por la Dra. Castaño, en el marco de esta Consultoría.

Ello se complementó con el análisis específico de las Leyes y Decretos que se referían a posibles IEF o a instrumentos jurídicos de comando y control, tal como se han definido precedentemente.

En estas regulaciones ambientales se revisaron fundamentalmente las que atañen a la órbita de las siguientes organizaciones, entidades o empresas:

·  MVOTMA y en especial la DINAMA y OSE

·  MTOP y la Dirección de Hidrografía

·  MGAP

·  MIEM, LATU y Dirección de Energía

·  UTE

·  ANCAP

·  Ministerio de Salud Pública

·  Ministerio de Defensa

·  Intendencias Municipales

·  Parlamento

·  Empresas privadas proveedoras de servicios de agua, saneamiento, residuos sólidos. 

·  Empresas contaminantes

·  Empresas procesadoras de residuos contaminantes

·  ONGs

·  COMISEC

·  OPS

 Esta información fue completada por entrevistas con personas “recursos” y por la implementación de un taller sobre el tema en septiembre 2003. La lista de las entrevistas y de los participantes al taller se ubican en Anexo  1 y  Anexo  2.

6.2. Instrumentos relevados 

El relevamiento realizado de las fuentes mencionadas previamente dio lugar a identificar un conjunto de instrumentos que se clasificaron según la tipología mencionada más arriba.

En primer lugar, cabe aclarar que en Uruguay el uso de los IEF es muy limitado, existiendo un número escasamente importante de los mismos, ya que hasta el momento la política ambiental se centró en mecanismos de mando y control, sobre lo cual hay una profusa legislación y operatoria en el pasado y también en la actualidad.

Sin embargo, no se poseen casi IEF en la legislación y práctica del país, a lo que se agrega que una parte importante de los mismos, que hoy se aplican, no obedeció su creación a objetivos básicamente ambientales, al menos originalmente, sino a otros fines básicamente financieros. 

Por tanto, actualmente, algunos de ellos ya responden a una política ambiental definida y llevada adelante explícitamente por las autoridades en cuestión, mientras que otros tienen un efecto ambiental y pueden clasificarse en algunas de las categorías previamente definidas, pero sus objetivos obedecen más a criterios económicos o financieros del ente responsable de los mismos, tal como puede verse en las tarifas de agua y de saneamiento, en diversos casos.

Por último, también debe tenerse en cuenta que algunos de los instrumentos considerados en esta clasificación subsiguiente pueden ser bastante cuestionables como IEF, en sentido estricto.  Sin embargo se ha resuelto su inclusión, a los solos efectos informativos, comentándose en cada caso esta eventualidad y los motivos por los cuales podría o no ser considerado un IEF,  aún en un sentido más laxo de la definición adoptada. Los instrumentos mencionados responden a una lógica de control de la contaminación y también se incluyen aquellos cuya lógica se vincula al manejo de los recursos naturales.

A continuación se comentan los diferentes instrumentos relevados, clasificados por  las categorías antes presentadas y que  pueden considerarse posibles IEF.

6.2.1.  Cargas o precios

6.2.1.1. Tarifas de agua

En un sentido laxo de la definición de los IEF, se podría considerar que las tarifas de agua potable que aplican  O.S.E.(Obras Sanitarias del Estado), Uragua, Aguas de la Costa y otras empresas menores que brindan este servicio, podrían ser consideradas IEF ya que el precio que pagan los consumidores implicaría que se cuide el recurso agua y la salud humana, o sea objetivos ambientales de carácter general. Pero en realidad, no es así.

En el caso de las tarifas correspondientes a OSE y Uragua (Maldonado), que tiene una tarifa igual a la de la primera, al ser progresivas se podrían considerar como IEF, específicamente definidos, a los cargos variables aplicados a los usuarios domésticos, ya que un consumo de agua mayor a 10 m3 de agua (en un entorno de este nivel se encuentra el promedio de consumo por usuario doméstico del país) genera una tarifa por m3 mayor, o sea que a un mayor consumo del recurso éste es más caro para cuidar el uso del mismo. Para consumos mayores también se aplican tarifas aún más crecientes. El objetivo ambiental de esta tarifa aparecería bastante claro, aunque en realidad este instrumento ha sido llevado adelante más por motivos económicos - financieros que ambientales, o sea que ello descarta esta tarifa en cuanto a ser específicamente un IEF, como los definidos antes  en este documento. Incluso las tarifas para consumos privados no domésticos (comerciales) e industriales,  son decrecientes para mayores niveles de consumo. Los consumos oficiales y de empresas públicas tienen tarifas planas. Por otra parte, si bien OSE ha hecho varios intentos de actualizar su tarifa con base en costos marginales, se mantienen algunos criterios que representaban la estructura de costos de fines de los años sesenta, no se diferencian costos según los lugares de prestación del servicio y la diferencia entre tipos de usuarios no tiene ninguna justificación económica o ambiental
.  

Algo similar sucede con las tarifas de OSE para balnearios, donde se aplica un mayor precio por m3, no sólo para cubrir financieramente la infraestructura que debe tenerse para poder enfrentar la demanda de verano, sino supuestamente también con motivo del cuidado del recurso en zonas con picos de demanda muy elevados
. También aquí debe hacerse la misma salvedad que en el caso anterior.  El total recaudado por OSE por tarifa de agua ascendió en el año 2001 a U$S  185 millones.

6.2.1.2. Tarifas de saneamiento

Las tarifas de saneamiento que aplica OSE en todo el país y la Intendencia Municipal de Montevideo (desde el año 2001) podrían ser considerados como un IEF en una definición más general, pero al igual que las tarifas del servicio de agua potable, no lo son debido a limitaciones de diseño.

En sentido más estricto, el cargo fijo de las tarifas de saneamiento de OSE aplicadas a los usuarios industriales y comerciales se diferencian según tipos de actividades, en una escala que revela la consideración de la contaminación que cada una de estas actividades provoca. Esta clasificación data de 1969, cuando se fijó la actual estructura tarifaria de la empresa, por lo que no incluye algunas actividades contaminantes de la actualidad, a lo que se agrega que los valores de los cargos fijos son de bajo nivel, por lo que no tendrían ningún impacto en grandes y medianos consumidores. 

Otra limitación es que el cargo variable se aplica sólo cuando hay un consumo registrado de agua en la empresa, o sea que paga tarifas de agua, a lo que se agrega que existe un tope a la factura (que hoy se ubicaría en alrededor de US$ 200 mes) también de bajo valor relativo para medianos y grandes consumidores. Por tanto, el efecto como IEF de esta tarifa es inexistente
. 

Por otro lado, como el cargo variable de la tarifa de OSE es un porcentaje de la tarifa de agua, se aplican las consideraciones anteriores sobre las tarifas a consumos domésticos, también con las salvedades allí comentadas. El total recaudado por OSE por tarifa de saneamiento ascendió en el año 2001 a U$S  20 millones.

Por su parte, las tarifas de saneamiento de la Intendencia Municipal de Montevideo establecen un límite de consumo (12 m3 por mes y por hogar, promedio de consumo del departamento, cuando se estudió la tarifa en el año 2000) para aplicar la bonificación a los usuarios domésticos de bajo poder adquisitivo, medido por el valor de catastro de los inmuebles. Ello representa, en cierta forma, un objetivo indirecto de cuidado del recurso, por lo que podrían estas tarifas ser consideradas un IEF. Pero, en el caso de grandes usuarios el criterio es de una exoneración del  35% sobre los excedentes de 1000 m3/mes hasta 3000 m3/mes  y 50% sobre excedente de 3000 m3/mes, se trataría de inducir al vertido a la red, aunque podría presumirse que la medida se motivo para evitar la oposición a la tarifa
.   La recaudación prevista estaba en el orden del U$S 30:0 millones  anuales,  en la actual situación de recesión, la morosidad alcanza el 30% y  el monto total previsto se erosionará, dado que no se prevé a corto plazo el ajuste de la tarifa  que está fijada en  moneda local.

6.2.1.3. Tarifas a la disposición final de residuos sólidos

En el caso de algunas Intendencias Municipales y en especial la de Montevideo, se podría considerar como un IEF en términos generales a las tarifas que deben pagar las empresas industriales y comerciales para que se efectúe la disposición final de sus residuos, en los casos que son de gran volumen, no pudiendo utilizar el sistema de recolección y debiendo llevarlos a los rellenos o vertederos oficiales. En estos casos, este pago representa habitualmente el costo de la disposición final y su objetivo ambiental no es tan claro, más allá de la propia disposición final de un residuo que afecta el ambiente. A ello se agrega que se debe obtener la autorización previa para depositar estos residuos en los rellenos, por sus diversas características
. 

Aquí debe tenerse en cuenta, a su vez, que no hay casi regulación para los residuos sólidos industriales, lo que actualmente representa un problema importante en términos de contaminación, aunque no tanto de volúmenes, según la opinión de los jerarcas de la DINAMA. Por tanto, es difícil determinar un IEF en estas condiciones.

Algo similar es el caso de los residuos de la construcción, ya que se utilizan volquetas para depositarlos, que luego van a los rellenos o vertederos donde deben pagar un cierto precio a las Intendencias Municipales para cumplir con la obligación de la disposición final.

En el caso de los residuos hospitalarios, la disposición final está a cargo de los generadores, a través de la incineración con aprobación previa y determinadas especificaciones para los incineradores utilizados. También hay casos en los cuales se pagan tarifas para el uso de los rellenos o vertederos en algunas Intendencias para depositar los residuos hospitalarios, lo cual constituiría un IEF, genéricamente definido. Por otra parte, también se derivan estos residuos a empresas que se ocupan de su disposición final, las cuales también deben ser aprobadas por DINAMA o Intendencias
.

6.2.1.4.  Tarifas a la disposición final de lodos

Los lodos industriales se clasifican en no aceptables, los cuales deben ser inertizados por las empresas generadoras, peligrosos y no peligrosos. La disposición final de estos lodos se realiza en rellenos o vertederos previo pago de tarifas en algunas Intendencias, en otros casos es sin cargo. Por tanto, esto también podría constituir un IEF en términos generales, con las mismas salvedades de los casos anteriores. 

Nota: En el caso de los residuos sólidos domiciliarios, no hay un precio en Uruguay sino que su recolección y disposición final se enfrenta a través de una tasa, que además incluye en diversas Intendencias a otros servicios, como alumbrado y salud, en otros casos también va separada de estas. Se calcula como una alícuota porcentual del valor de catastro de las  viviendas. 

6.2.1.5. Tarifas de energía eléctrica.

Las tarifas de la energía eléctrica envían mensajes a los consumidores para reducir sus consumos en los horarios de punta, o sea los de más alto consumo relativo, lo cual cumple con un objetivo ambiental más allá del de la propia empresa para reducir la infraestructura necesaria para atender los picos de consumo.

Los cargos por consumos en las tarifas residenciales son más altos en el período definido como de punta, respecto a los horarios de fuera de punta, al igual que en el caso de las tarifas generales, aplicadas al resto de los consumidores pequeños. 

Para los medianos y grandes consumidores eléctricos, se definen tres niveles en ascenso de cargos que van desde lo que se define como llano a valle y finalmente a punta, donde se encuentra el cargo más alto. 

Desde un punto de vista ambiental, este tipo de tarificación permitiría reducir el consumo eléctrico, al afectar con mayor precio a los momentos de más alto consumo y por ello podría considerarse un IEF, Sin embargo, si este consumo se traslada a otras horas, el impacto ambiental positivo se anularía, por lo que no se puede considerar estas tarifas como un IEF en una definición más estricta.

6.2.1.6. Canon al uso de agua 
/

Este precio en el uso del agua no se utiliza actualmente en el país, por lo que el acceso a la misma para riego, usos industriales o de otra naturaleza,  no tiene un costo económico más allá del específico de la operación. Sin embargo, la legislación actual (Código de Agua, Ley 14859-Dic 1978) establece la posibilidad de aplicar un canon para el uso del agua para riego, por lo que es probable que se aplique a corto plazo, a medida que los mecanismos de gestión del agua se generalicen y se deba establecer un manejo de las cuencas, con estímulos como este IEF para usos alternativos del recurso. Si se aplicara y su diseño fuera adecuado podría constituirse en un instrumento económico financiero en sentido estricto.

6.2.2. Impuestos.

En Uruguay, no se han creado impuestos con objetivos específicamente ambientales. 

Sin embargo, pueden considerarse que el Impuesto Específico al Consumo que se aplica a los combustibles, derivados del petróleo, podría corresponder a un IEF de fijarse alícuotas que se correspondieran con este objetivo. De todas maneras, en los hechos, este impuesto a los combustibles ha operado como un freno al consumo de combustibles y en especial de las naftas, ya que la alícuota aplicada llega a representar casi la mitad del precio al consumidor de este combustible. El resto tiene alícuotas menores o está exento, como es el caso del fueloil. Ante ello, se puede concluir que ha operado como un IEF ambiental en términos indirectos, al frenar consumos que afectan negativamente el ambiente.

De todas maneras, es claro que el IMESI no tiene un objetivo ambiental por el alto precio de las naftas sin plomo, aún mayor que el de las con plomo, ante la influencia del IMESI. En este sentido, también el IMESI a las compras de automóviles, parte importante de su precio final (alrededor del 30%, según el tipo de combustibles que utilice), a los cigarrillos (casi el 70% del precio) y a las bebidas alcohólicas, podrían considerarse como IEF desde un punto de vista muy general y amplio del cuidado del ambiente y de la salud humana, pero sin duda la única motivación para estis tributos es la recaudación con destino fiscal.   

6.2.3. Subsidios

6.2.3.1. Subsidios a la plantación forestal 
/

Según lo dispone la Ley Forestal (Art. 55)  y los decretos reglamentarios, se subsidia la plantación de especies forestales artificiales en áreas definidas de prioridad forestal por la reglamentación. En los considerandos de la Ley Forestal, se establece que este subsidio se implementa para fomentar una producción que tiene un impacto ambiental positivo en el país. Por tanto, en este aspecto este subsidio constituye un IEF. Sin embargo, en la literatura sobre este tema, hay diversos expertos que cuestionan que la plantación forestal tenga un efecto ambiental favorable, más allá del secuestro de carbono en los casos de su uso para producción de madera posterior. 
/

Recientemente se dispuso la eliminación de este subsidio al año 2007, a partir de una reducción del 25% en el año 2004, 50% en el 2005 y 75% en el 2006. 

6.2.3.2. Exoneraciones impositivas y/o arancelarias.

· Bienes muebles para eliminar o mitigar impactos ambientales

Según la Ley Ambiental, se establece que los bienes muebles utilizados para eliminar o mitigar impactos ambientales positivos y las mejoras fijas afectadas al tratamiento de los efectos ambientales de las actividades agropecuarias e industriales, deben ser incluidas dentro del listado de inversiones de la Ley de Inversiones, donde se promocionan las actividades productivas. Por tanto, al ser incluidas en dicha Ley, el Poder Ejecutivo puede otorgar exoneraciones arancelarias e impositivas a la compra de esos bienes, junto a exoneraciones impositivas a las actividades que utilizan este tipo de inversiones. Por tanto, ello constituye un IEF típico y muy útil para los objetivos de una consultoría de este tipo.
/

Sin embargo, como la Ley Ambiental no se ha reglamentado aún, existen ciertas dudas en los expertos legales que estas modificaciones a la Ley de Inversiones, con la incorporación de dichos bienes de inversión, estén operativas ya.

· Combustibles alternativos

Por otro lado, se encuentra con media sanción legislativa (aprobada en el Senado) una iniciativa que permite al Poder Ejecutivo exonerar hasta el 100% de los impuestos a los combustibles a la producción de combustibles alternativos elaborados con material nacional de origen animal (grasas vacunas, por ejemplo) o vegetal (girasol, soja, colza, por ejemplo). Este es el caso del llamado biodiesel. Por tanto, esta exoneración constituye también un típico IEF y útil como ejemplo para los fines de este estudio. 

· Sector florestal

La ley Forestal antes citada establece exoneraciones fiscales a los bosques existentes o que se planten en el futuro (Art.39 al 43),  exoneración de tributos nacionales y departamentales sobre la propiedad  y exoneraciones para el impuesto a la renta.

· Agroquímicos
Todos los insumos agropecuarios, y entre ellos los agroquímicos, reciben un tratamiento especial en la legislación uruguaya. Las ventas de estos en plaza están exentas de IVA. Además, las importaciones de agroquímicos o de los insumos para su fabricación en el país no pagan aranceles a la importación. Esto es una excepción al régimen del MERCOSUR. Por otro lado, estos insumos no podrán ser comercializados sin registro previo y la autorización de venta por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Por tanto, los agroquímicos reciben un cierto subsidio de las autoridades que impulsa su uso y además, más allá de la acción del Ministerio pero relativo a sus características de uso, no se efectúa ningún control ambiental sobre los mismos.

· Incentivos de ordenamiento territorial
. En el Uruguay, se conocen algunas experiencias con resultados diversos sobre la implementación de incentivos en ciertas localizaciones para que se instalen empresas en los mismos.

El ejemplo más notorio y que ha promocionado la instalación de varias empresas de cierto porte es el correspondiente al plan denominado Por Qué Invertir en San José, llevado adelante por el gobierno departamental de dicho departamento. Este gobierno ofrece a los proyectos presentados la exoneración de todos los tributos departamentales por un período de tres hasta diez años, según el tipo de proyectos, eliminación de trabas burocráticas, dar prioridad  para facilitar y acelerar las tramitaciones tanto a nivel departamental como nacional. Además, apoyará a los proyectos en los trámites de su Declaración de Interés Nacional para obtener otros beneficios, tales como exoneraciones de Impuesto al Patrimonio, IRIC, IVA e IMESI, total o parcialmente. También se destaca que el gobierno departamental también ha donado tierras para la instalación de los emprendimientos junto a la colaboración en trabajos de nivelación de suelos, caminería interna y otros usos de maquinaria. 

Por otro lado, otros gobiernos departamentales también han dispuesto de ciertas localizaciones donde se promociona la instalación de empresas, en base a subsidios a las mismas. En el caso de la Intendencia Municipal de Montevideo, se encuentra el llamado Parque Tecnológico Industrial, ubicado en los accesos al Cerro de Montevideo, en las instalaciones del ex - Frigorífico EFCSA. Las empresas que se instalen allí serán pequeñas y medianas, por acuerdo con la Asociación nacional de Medianas y Pequeñas Empresas (ANMYPE) y podrán utilizar las instalaciones existentes, son exoneradas de tasas y tributos municipales, no pagan los servicios básicos (agua, energía eléctrica) y la administración del Parque les brinda servicios técnicos, de comunicación, marketing, etc. Aquí se han instalado varias pequeñas empresas ambientales (reciclaje de productos) y se presentan problemas con los efluentes que se generan por la falta de saneamiento en el Parque.

Algo similar ocurre en Fray Bentos, donde la Intendencia Municipal de Río Negro ha dispuesto de parte de las instalaciones del ex – Frigorífico Anglo como Parque Industrial. Las empresas instaladas allí están exoneradas de tasas y tributos municipales, se pueden usar sin costo las instalaciones y se accede a servicios nacionales y municipales a costos mínimos o sin costos. Se han instalado mayoritariamente empresas de pequeño tamaño.  

6.2.3.3. Préstamos no reembolsables

La DINAMA y la Intendencia Municipal de Maldonado están ejecutando un proyecto demostrativo de aprovechamiento energético (eléctrico) del biogás, proveniente de los residuos sólidos del relleno sanitario de Las Rosas (Maldonado). Este proyecto ha sido asistido por el Fondo para el Medio Ambiente Mundial (GEF), a través de un préstamo no reembolsable del orden del millón de dólares para complementar el financiamiento de la inversión y las necesidades de fondos para la  operación. Este monto se relaciona con una reducción de emisiones de GEI a un costo de menos de US$ 4 la tonelada equivalente de CO2 (máximo US$ 10 la tonelada equivalente de CO2 para obtener el préstamo según el GEF). En función de ello, este instrumento debe considerarse como IEF con los criterios del presente estudio

También operan en el país los préstamos no reembolsables para apoyo en los proyectos sobre la capa de ozono. Estos préstamos provienen del Fondo Multilateral del Protocolo de Montreal, ratificado por el país. Son donaciones que se otorgan en función de los FC ahorrados por el proyecto, para la inversión en equipamiento, con la obligación de destruir el equipo anterior, y afrontar costos de pruebas y un año de operaciones, aproximadamente. Con ellos, se han reconvertido empresas que utilizan FC, siendo algunos ejemplos las de poliuretano expandido, aparatos de refrigeración, etc. Los fondos utilizados ascienden a más de US$ 4 millones, en un total de alrededor de 25 empresas.

6.2.3.4. Fondo Nacional de Medio Ambiente (FONAMA) 

Según lo establece la reglamentación, el FONAMA era un fondo de recursos para atender las necesidades de la política ambiental, que se generaba a partir de la recaudación de multas y otros ingresos de la aplicación de las regulaciones de la política ambiental definida en el país. Sin embargo, durante varios años, no se aplicaron las multas estipuladas en la reglamentación por motivos fundamentalmente económicos y administrativos. Luego comenzó su aplicación pero con resultados escasamente significativos, porque no era común aplicar multas, sino la suspensión o cierre de las actividades. Además en los casos de aplicación de multas se alargaban los trámites por diversos motivos, para finalmente no cobrar o negociar una disminución de las mismas. De ello, el FONAMA llegó a tener alrededor de US$ 150 miles en algún momento. Además la extracción de estos fondos tuvo problemas administrativos, con lo cual sólo se pudo utilizar parcialmente. Por tanto, este IEF no es operativo en la actualidad. 

Por otra parte, el programa de la conservación de la biodiversidad en los Humedales del Este del país, conocido como PROBIDES, ubicado en el departamento de Rocha, ha operado con diversos financiamientos no reembolsables del exterior, donde se destacan la asistencia del Fondo para el Medio Ambiente Mundial (GEF), a lo cual se agregaron posteriormente fondos de la Asociación Española de Cooperación Internacional (AECI), la Unión Europea, contribuciones privadas y del Estado. Con los mismos, se llevó adelante la implementación de un sistema regional de gestión de los humedales, para promover el desarrollo sustentable, con el apoyo al ecoturismo, cría de especies nativas, producción agrícola ecológica y orgánica, realización de investigaciones originales, publicaciones científicas, educación ambiental y ordenamiento territorial.

Además, debe también incluirse aquí el préstamo no reembolsable del GEF que dio lugar al actual proyecto, donde se inscribe el presente documento, o sea el programa de protección del Río de la Plata y su frente Marítimo (FREPLATA), con el cual se espera llevar adelante los planes de prevención y control de la contaminación y la restauración del hábitat.  De reciente  aprobación es el proyecto regional de protección ambiental y  sistema integrado de manejo del acuífero Guaraní, dic. 2001, con un costo total de U$S 27 millones.       

Por último, en este tipo de IEF, se debe incluir también al Fondo de Areas Protegidas, que se creó por el art. 16 de la Ley 17.234, aún cuando actualmente no se encuentra operativo por la falta de reglamentación del mismo.

Como se mencionó la Ley Forestal,  en el Titulo V, Capítulo III, Del Fondo Forestal,  crea el Fondo Forestal  para atender las erogaciones previstas por la ley (Art. 52).

6.2.4. Sistemas de caución o reembolsos.

En el país, no hay sistemas de caución o reembolsos, como IEF dentro de la política ambiental. Solamente opera en la órbita privada los sistemas de devolución de envases retornables, pero debido a decisiones empresariales que no se relacionan directamente con el ambiente, aún cuando tengan un impacto positivo sobre éste. 

Algunos sistemas similares a este tipo de IEF son los actuales contenedores para preclasificación domiciliaria, donde la población voluntariamente deposita envases de PET y otros envases de plástico, latas, vidrios, bolsitas de leche, hueveras, para que luego se reciclen, aunque no llegan a constituir un IEF, ya que no hay una fuerte intervención de las autoridades, más allá de participar en la promoción de los sistemas, brindar algún transporte, ser comprador de algunos productos del reciclaje y en suma facilitador de la operatoria privada de estos sistemas de recolección de residuos y reciclaje.

6.2.5. Permisos transables  

En el campo de los acuerdos para negociar permisos de emisión, o certificados de emisión, o sistemas de compensaciones de emisión, o definir “burbujas zonales”, el avance del país para crear IEF en estos campos es actualmente incipiente, ya que se refiere básicamente a la ratificación del Protocolo de Kyoto, donde en el artículo 12 se establece el Mecanismo de Desarrollo Limpio. Ello permitirá al país beneficiarse de la realización de actividades de proyectos que tengan como resultado reducciones certificadas de emisiones (RCE) de Gases Efecto Invernadero, que podrán ser negociadas a otros países para que puedan cumplir sus compromisos de limitación o reducción de emisiones. Este mecanismo se está implementando actualmente a nivel mundial.

En el Anexo 6. Se presenta un listado  síntesis de los instrumentos relevados y su dimensión, en términos de  recaudación anual o montos asignados globales, cuando están disponibles. Como se aprecia, los mayores montos están en las tarifas de agua y saneamiento, que por razones de diseño no representan instrumentos de incentivo ambiental.

6.3. La politica actual: los instrumentos de comando y control

A continuación se presenta un conjunto de actividades o temas o ámbitos, donde operan mecanismos jurídicos y administrativos que constituyen la mayoría de los instrumentos de comando y control aplicados en el país, en lo que se refiere al tema ambiental. La profusa cantidad de regulaciones en este sentido existente hoy hace que se indiquen sólo las materias más relevantes.
/ Por más detalles, puede verse el Informe de la República Oriental del Uruguay a la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible, agosto 2002
· Evaluaciones de Impacto Ambiental. Se definen actividades y mecanismos para poder llevar adelante un proyecto o una actividad, que se clasifica en tres categorías, según su importancia en términos de afectación al ambiente, con la exigencia de una Aprobación Ambiental Previa para funcionar y la posterior obtención de la aprobación final del proyecto.

· Auditorías ambientales.

· Control de Aguas. Se definen clases de los cursos de aguas y autorizaciones de desagüe precarios y revocables Los vertimientos a estos cursos deben cumplir ciertos límites máximos. Se definen las multas para la falta de cumplimiento (no se aplican las multas, en general, sí las demás medidas administrativas).

· Efluentes industriales. Autorizaciones de la IMM para el tratamiento y definición de multas si no se cumplen los límites de las características de los vertimientos. No se aplican generalmente estas multas, lo que dio lugar a un plan de adecuación para llegar a los límites de la reglamentación de la Ley de Aguas, que tampoco se aplicó.

· Lodos. Se obliga a la disposición final en rellenos o en otros sitios con aprobación de las Intendencias. 

· Contaminación de buques

· Suelos y aguas superficiales destinadas a fines agropecuarios.

· Zona costera. Construcciones sobre zonas costeras.

7. Conclusión :

7.1. Los Instrumentos Económicos y Financieros en la República Argentina 

En el marco del presente proyecto, se han analizado cinco tasas referentes al medio ambiente aplicadas por Argentina, ya sea dentro del marco  nacional, como dentro del marco provincial. Dichos instrumentos conforman en su totalidad tasas del  tipo administrativo, es decir, tasas que tienen como objetivo financiar las agencias del medio ambiente, especialmente en lo referente a los gastos vinculados con el control y el establecimiento de los documentos administrativos. El cuadro que se presenta a continuación resume sus características.

Esas ecotasas presentan varios defectos :

· Las que fueron implementadas dentro del marco provincial están ligadas en forma muy indirecta con la cantidad de contaminantes volcados en el medio (salvo la tasa sobre los residuos especiales). Las modalidades de cálculo dependen del caudal de la descarga sin vinculación con la carga contaminante (tasas sobre los efluentes líquidos), o de las características de las empresas (cantidad de empleados, superficie de los edificios…). Por consiguiente, las mismas son, desde ese punto de vista, poco incentivadoras para obtener una reducción en la carga de contaminantes.

· Las que fueron implementadas dentro del marco nacional presentan un modo de cálculo que vincula el monto de la tasa con la cantidad de contaminantes volcados en el medio (por debajo de las normas admitidas en el caso del Derecho Especial para el control de la contaminación). Podrían, por lo tanto, tener un carácter incentivador, pero lo exiguo del monto de la tasa resultante por empresa, resultante de la aplicación de la normativa vigente, lo impide, tanto es así que el Derecho Especial no se recauda, ya que el monto no cubre siquiera los gastos de cobranza.

· Las modalidades de cálculo son bastante complejas y en casos inadecuadas. En el caso de la tasa que podría presentar, por su concepción, el carácter más incentivador (Derecho Especial), se encuentra desactualizado el parámetro que indica los niveles de contaminación, y por otra parte la necesidad de realizar dos controles con análisis por año la vuelve inaplicable. Debemos señalar que en muchos países donde las ecotasas sobre el agua funcionan bien (como en Holanda y en Francia por ejemplo), únicamente las grandes empresas son objeto de controles (y aún son a menudo sometidas a un auto-control, lo que únicamente permite hacer inspecciones sorpresa), las demás están sometidas a una estimación global de su carga contaminante en función de su actividad, de su volumen de ventas y del tipo de sistema de tratamiento. Esto simplifica evidentemente en forma muy marcada la carga de trabajo para el cálculo de la tasa.

· Sea cual sea la tasa, el monto por empresa generalmente es demasiado escaso  para resultar estimulante, sobre todo después de la devaluación del peso.

· El hecho de no destinar las tasas nacionales a fondos especiales induce a un debilitamiento de las recaudaciones en las rentas generales del Estado.

· El hecho de que esas tasas estén destinadas a la financiación de las agencias sobre medio ambiente  llevaría directamente a que si ellas favorecen la aplicación correcta de la política de mando y control, en cambio, tendrán poco efecto sobre la reducción de los vertidos: son poco incentivadoras, y no apuntan a financiar  inversiones en ese campo. 

· La superposición de las competencias institucionales disminuye la eficacia del sistema: los controles pueden estar a cargo de dos entidades, y determinadas  empresas podrán a la vez estar gravadas por la Nación y por la Provincia (Derecho Especial nacional y tasas sobre los efluentes líquidos provinciales).
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Sin embargo, las tasas provinciales representan un monto total recaudado del orden de los 8.000.000 de $ en el 2001, lo que no resulta para nada despreciable, y debe permitir financiar una parte interesante de los gastos de funcionamiento de las agencias de medio ambiente provinciales.

Además, a través de la implementación de dichas tasas, las administraciones han desarrollado una cultura vinculada a los Instrumentos Económicos y Financieros, que es una base para su éxito en el futuro. Se desarrollaron herramientas, como el Sistema de Información Geográfica de la Dirección de Control de Contaminación Hídrica, que son también una base importante para el futuro.

Aún si la eficacia ambiental de esas tasas resulta discutible, no existe ninguna duda sobre el hecho de que  las mismas representan una base para la implementación de Instrumentos Económicos y Financieros más orientados hacia la reducción de los flujos de contaminantes que hacia la financiación de las agencias de medio ambiente. 

La implementación de tales instrumentos requiere tres condiciones previas:

· Una salida de la inestabilidad institucional actual, que impide cambios mayores en la política ambiental
;

· Un retorno del incremento en la actividad productiva que permitiría aumentar los recursos de las empresas, y de esa manera evaluar la implementación de instrumentos económico financieros sin amenazar el nivel de empleo;

· Y una voluntad política acentuada para propiciar instrumentos aplicables y sujetos a control en su aplicación.

7.2. Los Instrumentos Económicos y Financieros en la República Oriental del Uruguay

· Hablando con propiedad, en Uruguay no existen Instrumentos Económicos y Financieros: los instrumentos  que existen son, de hecho, tasas de servicio que recompensan servicios de agua potable o de saneamiento, aún si la fijación de tarifa propiamente dicha puede llevar a un comportamiento más cuidadoso de los recursos naturales.

· El marco legislativo abre la posibilidad de establecer un Canon de Uso y exoneraciones fiscales. Esas posibilidades no se utilizan actualmente, y de  todas formas :

· el canon de uso es una herramienta que está orientada a la gestión cuantitativa del  recurso de agua (limitación de las tomas), y no hacia la protección de la calidad del recurso ;

· las exoneraciones son elementos estimulantes para progresar hacia tecnologías límpias, o hacia el tratamiento de efluentes, pero su efecto queda limitado :  no resultan nunca  un elemento motor en la toma de decisión de invertir.

· En la Ley General de Protección Ambiental (Ley 12783-Dic 2000) se identifican específicamente como instrumentos de gestión ambiental: los incentivos y/o subsidios económicos  los cuales fueron consensuados con los representantes del sector empresarial. Los sectores industriales propusieron incentivos y subsidios, excluyendo la aplicación de cargas. Finalmente la Ley no incluyó los instrumentos de tipo Tarifa o cargas por utilización del recurso. Pero los incentivos y subsidios que sí fueron incluidos, todavía no han sido reglamentados y por lo tanto no se aplican.

· La cultura de las administraciones permanece centrada esencialmente alrededor de los instrumentos de mando y de control, los cuales verdaderamente han permitido    un claro progreso en los últimos años en el área de la contaminación industrial. Según Ref. 21, la carga contaminante industrial en el departamento de Montevideo (considerando las 80 empresas principales) ha disminuido entre 1997 y el 2001 en un 72% para los metales pesados, en un 64% para las Grasas y en un 41% para los Sólidos Suspendidos Totales. La DBO5 en cambio, prácticamente no disminuyó, si se toma en cuenta la disminución de la actividad industrial en dicho período. En el área de la contaminación doméstica,  se realizaron muy pocas estaciones de depuración , lo que plantea un problema seguro sobre los afluentes del Río de la Plata. 

· Las administraciones disponen de una cultura de control de los efluentes que resulta una base interesante para implementar Instrumentos Económicos y Financieros, que necesitan funciones de control.

· La crisis económica actual coloca a las preocupaciones sobre medio ambiente en un  segundo plano  : uno de los participantes del Taller de Montevideo (setiembre 2002) destacaba la importancia de la interrelación entre los IEF y la competitividad del sector empresarial. Se deben encontrar soluciones que busquen alcanzar simultáneamente un objetivo de mejora de calidad ambiental, de mejora de procesos industriales y de ganancias en productividad. Un tal Instrumento Económico y Financiero no es completamente idealista: la reducción de los rechazos está también ligada a una reducción de los insumos en el proceso industrial, y por consiguiente, a reducciones de costos de producción.

· En ese contexto,  actualmente no existe voluntad política para implementar Instrumentos Económicos y Financieros. Esta voluntad solamente podrá ser generada a través de la presión de la sociedad y de la opinión pública, de allí la importancia de la sensibilización de la comunidad.

· La crisis implica también el hecho de que la financiación de las plantas de tratamiento es claramente un factor limitante, ya sea para las municipalidades como para las industrias. Además del costo de funcionamiento, está el costo de inversión que es un freno importante para los protagonistas que fundieron en los últimos años sus capacidades de autofinanciación. Desde ese punto de vista, los Instrumentos Económicos y Financieros presentan un claro interés si se consideran como herramientas de financiación.

· Una de las opiniones emitidas en el Taller de Montevideo era que los Instrumentos Económicos y Financieros permitirían :

· ayudar a la financiación de las tecnologías más adecuadas y a las plantas de tratamiento ;

· Estimular a los sectores que están atrasados a evolucionar (sectores sobre los cuales la política de Mando y Control tuvo poco efecto) ;

· Hacer algo mejor de lo que imponen las normas de rechazo .

Por lo tanto se destacó que el marco de implementación de los Instrumentos Económicos y Financieros debe adaptarse a las realidades locales, atendiendo cobertura, representatividad, estructura institucional, legitimidad y capacidad de financiamiento a partir de la realidad institucional existente en cada país.

7.3. Las coacciones y las oportunidades para la implementación de los Instrumentos Económicos y Financieros

Globalmente, en el Río de la Plata, diferentes coacciones pesan sobre la posibilidad de que resulte factible implementar Instrumentos Económicos y Financieros.

· En materia económica, la crisis actual coloca a los problemas ambientales en un segundo plano, las preocupaciones de los ciudadanos, como las de aquellos que están al frente en la política están focalizadas hacia el campo económico y social. La argumentación de la no aplicabilidad de instrumentos económico financieros ante la imposibilidad de incrementar los costos de las empresas que puede derivar en su cierre y en consecuencia en la falta de empleo de la comunidad, es un argumento difícil de combatir en un tal contexto. Sin embargo, las experiencias internacionales muestran que el efecto sobre el empleo de las ecotasas está muy reducido
.

· En materia política,  la inestabilidad de los últimos meses en Argentina, así como los frecuentes cambios institucionales, no han favorecido el establecimiento de una política ambiciosa en el área  ambiental. 

· En materia social, la crisis actual experimentó una regresión respecto a las  preocupaciones ambientales de los ciudadanos: « en las sociedades Argentinas y Uruguayas y en los últimos años de profunda crisis económica y social, el derecho a un “ambiente sano” es considerado menos importante que los derechos a la salud, a la educación y a la seguridad. Esto hace que la “Disponibilidad a Pagar” por servicios ambientales percibidos como importantes y de beneficio directo (calidad del agua potable; calidad de las aguas costeras y playas; alimentación sana; etc.) pueda ser considerado solo en ciertos sectores sociales
 ».

· En materia Institucional, 

· existen coacciones coyunturales :

· la inestabilidad de las instituciones argentinas, cuyos organigramas evolucionaron en forma muy frecuente en los últimos años;

· la baja de los recursos de las administraciones, 

· y coacciones muy estructurales:

· la superposición de las competencias en materia de Instrumentos Económicos y Financieros, como la eficacia ambiental limitada de las tasas existentes no habla en  favor de los Instrumentos Económicos y Financieros (Argentina).

· la cultura de las administraciones uruguayas queda entonces muy centrada en las políticas de Mando y Control. 

· La dilución en el presupuesto general del Estado de los montos recaudados para las tasas no destinadas a  fondos especiales.

· El hecho que, según nuestro conocimiento, no existen experiencias de Instrumentos Económicos y Financieros de gestion de la calidad del agua a nivel multinacional, destaca la dificultad de impementar este tipo de mecanismo en un marco binacional. Pero la implementacion de Instrumentos Económicos y Financieros en un cuadro nacional únicamente resulta coherente si las descargas de un lado del rio no impactan la calidad del agua del otro lado. Los resultados del diagnostico transfontierizo deberian aclarar este punto.

Pero el Río de la Plata presenta también triunfos por la implementación de Instrumentos Económicos y Financieros.

· Las comisiones CARP y COFREMAR constituyen un marco de cooperación bi-nacional original  y activo en el campo de la gestión del recurso hídrico que permite apoyarse en las instituciones existentes, ya sea para la construcción de Instrumentos Económicos comunes (lo que no parece forzosamente necesario), o bien para intentar acercar a las políticas ambientales nacionales.

· Las ecotasas argentinas representan un precedente, y aún si su eficacia ambiental resulta discutible, las administraciones han adquirido una cultura interesante en esa área, la cual podrá ser valorada en el futuro.

· Paradójicamente, la crisis económica actual hace pertinente la implantación de un sistema de financiación de las inversiones que permita a las empresas ponerse en conformidad con las normas ambientales. Los Instrumentos Económicos y Financieros juegan, dentro de ese marco, un papel importante, no gravan ni la competitividad de las empresas, ni el poder de compra de las familias, y en cambio permiten obtener fondos dedicados a las inversiones en el campo de la reducción de la contaminación. Serían de importancia en este aspecto los IEF que favorezcan la inversión en tecnologías límpias, las que además de disminuir la contaminación generan menores costos de proceso. 

· La cultura de diálogo y de negociación común a los dos países, es particularmente destacada en el contexto de América Latina y es un triunfo para nada discutible. Como lo subraya el informe final “fundamentos sociales y principales consecuencias
”, “existe en ambos países, una antigua tradición de concertación y negociación alrededor de asuntos de interés público, aunque claramente en las últimas décadas, se ha producido un cierto desinterés por estos asuntos públicos siendo remplazados por el máximo interés en los asuntos individuales”.

La fase siguiente del estudio deberá hacer un análisis comparativo entre las restricciones y las potencialidades y proponer estrategias para la implementación de Instrumentos Económicos y Financieros.

El grupo de trabajo se apoyara sobre los resultados disponibles del diagnóstico ambiental para estimar la pertinencia de un marco nacional o bi-nacional para los Instrumentos Económicos y Financieros y para determinar los sectores industriales que generan el mayor impacto contaminante.

Tomando en cuenta las prioridades nacionales en el tema, se caracterizarán los sectores  en términos de dinámica económica, para finalmente determinar estrategias viables de aplicación de Instrumentos Económicos y Financieros. Dichas estrategias considerarán el marco institucional, y serán conformadas, analizadas y discutidas en talleres con representantes de agencias ambientales de ambos países. 
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Anexos

Anexo  1 : Lista de las personas invitadas a los talleres del 23/9/02 (Buenos Aires) y 24/9/02 (Montevideo)

Anexo  2: lista de las entrevistas

PROVINCIA DE BUENOS AIRES

FUNCIONARIOS ENTREVISTADOS

Subsecretaría de Pollítica Ambiental

Dirección Provincial de Evaluación y Recursos Naturales


Dirección de Ecología y Recursos Naturales


Director: Arq. Néstor Gil Conners



Departamento de Conservación de Recursos



Jefe: Lic. Susana Mulvany


Dirección de Evaluación de Impacto Ambiental


Director: Lic. Edgardo Gianni

Dirección Provincial de Control Ambiental y Saneamiento Urbano


Dirección de Fiscalización


Area de Generadores de Residuos Especiales


Director: Lic. José Pomma


Asistente: Ing. Sebastián Solari

Dirección de Coordinación


Dirección de Relaciones Institucionales


Ex Director Dr. Andrés Moules


Dr. Mario Iglesias

Autoridad del Agua

Vicepresidente: Dr. Carlos Xelix Casals

Administración General de Obras Sanitarias Residual (AGOSBA residual)

Dirección de Recursos Hidricos y Saneamiento

Director: Ing. Daniel Proserpio

GOBIERNO NACIONAL

FUNCIONARIOS ENTREVISTADOS

Secretaría de Política Ambiental

Asesor Dr. Miguel Aguerre

Dirección de Control de Contaminación 

Director: Ing. Carlos Arselli

Asistente: Ing. Javier Mijangos

Unidad de Residuos Especiales


Ex Directora Silvia Nonna


Dra. Raquel Turcan


Cont. Cristina García
Anexo  3:  Argentina; Régimen nacional -  detalle de las penalidades vinculadas al non cumplimiento del marco regulatorio – Efluentes líquidos

Penalidades por descarga de vertidos no tolerados

La legislación establece la aplicación de un régimen de penalidades en el caso que los establecimientos realicen vertidos no tolerados, entendiéndose por tales aquellos vertidos en los que alguno de los parámetros de calidad, registran concentraciones superiores a los límites transitoriamente  tolerados y que sobrepasan a su vez, el valor límite de la carga contaminante ponderada total.  

La penalidad se aplicará sin perjuicio de abonar el derecho especial por el control de la contaminación. 

El artículo 1° del decreto 776/90 establece que la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable en el ejercicio del poder de policía en materia de control de  la  contaminación  hídrica en su jurisdicción, podrá imponer  multas que no  excedan  de  CINCUENTA MIL PESOS ($ 50.000) a los propietarios, proveedores,  usuarios  y  personas  físicas  o  jurídicas  que  no cumplan con las  obligaciones  ya establecidas o que se establezcan en el futuro. Estas multas podrán  ser  de  hasta  CIEN  MIL  PESOS ($100.000) en el caso de infracciones cometidas por establecimientos industriales o  especiales  que  motiven  la   contaminación de cursos de agua en el  momento  de  su constatación 

La aplicación de multas podrá hacerse en forma escalonada  con  el fin  de  obtener  del  responsable  el  cese de la infracción.

Se  consideran  infracciones pasibles de sanción, las siguientes:  

a) Descargar   vertidos  de  cualquier  actividad  exceptuando  la doméstica a un cuerpo  receptor,  sin  autorización  previa  de  la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable. 

b) Descargar vertidos no tolerados.  

c) Descargar vertidos de cualquier actividad directa o indirectamente a la vía pública y napas freáticas.  

d) Falta de presentación  de  la  declaración  jurada  anual  o  la falsedad  u  ocultamiento  de  la  información  solicitada  por  la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable.  

e) El no cumplimiento  de las normas y obligaciones establecidas en el presente decreto y de  las resoluciones  que  se  dicten  en su consecuencia. 

Las sanciones a ser aplicadas según la normativa vigente son las siguientes:  

· Infracciones generales

Infracción
Penalidad

Falta de empadronamiento del establecimiento
Multa máxima $ 100.000 

Descarga de vertidos sin autorización
Multa máxima $ 100.000 

Establecimientos existentes a la fecha de vigencia del decreto

Infracción
Penalidad

Evacuación de vertidos no tolerados
Multa mínima de 1/3 de la máxima según peligrosidad y cantidad del vertido: $ 33.000 


Intimación de presentación de plan de trabajo para solucionar el estado contaminante en plazo de 4 (cuatro) meses

No-presentación de plan de trabajo o existencia de vertidos no tolerados dentro de los 2 meses siguientes al de la primera intimación de existencia de vertidos no tolerados
Multa mínima equivalente a 2/3 del tope máximo de multa: $ 66.000 


Intimación a presentación de plan y corrección de calidad de vertidos en plazo no mayor a dos meses.

No-corrección de calidad de vertidos luego de segunda intimación
Cierre del desagüe comprometido por dos días


Intimación a corrección de calidad de vertidos dentro de los quince días.

No-presentación de documentación ante tercer intimación
Clausura de los desagües


Suspensión de penalidades hasta presentación de documentación y cumplimiento de cronogramas de trabajo en un plazo no superior a 18 (dieciocho) meses, con presentación de informes trimestrales de avance.

Los establecimientos que inicien actividades o amplíen o alteren las existentes de manera que produzcan nuevos vertidos deberán:

a)
Contar con la autorización condicional  de  volcamiento  de  sus vertidos.  

b)
Presentar documentación del proyecto y construcción de dicha planta de tratamiento de  vertido.  Esta presentación tendrá carácter de declaración jurada.  

c)
Adecuar la calidad de los vertidos a los límites permisibles  y a los de carga contaminante  ponderada establecidos, para lo que dispondrán de un plazo de hasta ciento ochenta (180) días. 

Infracción
Penalidad

Evacuación de vertidos no tolerados vencido el plazo indicado 
Multa máxima $ 100.000 


Intimación para corregir calidad de los vertidos en plazo de 2 (dos) meses

Existencia de vertidos no tolerados dentro del mes siguiente al de la primera intimación de existencia de vertidos no tolerados
Multa máxima .$ 100.000 


Intimación a realización de obras para corrección de calidad de vertidos en plazo no mayor a un (1) mes.

No-corrección de calidad de vertidos luego de segunda intimación
Clausura de los desagües

· Penalidades vinculadas a la presentación de la Declaración Jurada Anual

Todos  los  establecimientos industriales y/o especiales están obligados a presentar  una  declaración  jurada anual con los datos sobre su actividad y aspectos vinculados con contaminación ambiental, según lo dispuesto por la normativa vigente.

Infracción
Penalidad

Omisión o falsedad de datos en la Declaración Jurada Anual de modo que esto oculte la existencia de actividad contaminante
25% de la Multa máxima

$ 25.000 

La reincidencia a las infracciones establecidas se considerará nueva falta, duplicándose el monto de la multa con respecto a la última aplicada.


Falsedad de datos es causa de denuncia penal por la autoridad de aplicación.

Omisión de la presentación en término de la Declaración Jurada
Multa del 10% de la Multa máxima

$ 10.000

· Penalidades vinculadas a la presentación de la Documentación Técnica Obligatoria

De acuerdo con la normativa vigente, todos los establecimientos industriales y/o especiales están obligados a presentar Documentación Técnica Obligatoria a los fines de su habilitación.

 
Los establecimientos industriales y/o especiales alcanzados por el régimen del Decreto Nº 674/89 modificado por el Decreto Nº 776/92, que no presenten la Documentación Técnica Obligatoria deberán abonar multa en los siguientes casos:

Infracción
Penalidad

Cuando se exceda el plazo de 60 (sesenta) días hábiles para presentar la Documentación Técnica Obligatoria
$ 500 

Cuando se exceda el plazo de 30 (treinta) días hábiles para presentar correcciones cuando se hubieran efectuado observaciones en la Documentación Técnica Obligatoria
$ 500 

Omisión o falsedad de datos en la Documentación Técnica Obligatoria
25% de la Multa máxima

$ 25.000 

El pago de la multa no eximirá al establecimiento de las obligaciones que se establecen en la norma, para lo cual se volverán a contemplar los plazos mencionados.

Anexo  4: Argentina; Prefectura Naval; detalle de las sanciones aplicables en le marco de la protección del recurso

PREFECTURA NAVAL ARGENTINA

MARCO REGULATORIO

El marco regulatorio aplicable a los problemas de contaminación en el Río de la Plata y los instrumentos económicos vinculados a dicha temática, es el siguiente:

Norma
Fecha 
Tema

Ley N° 18.398
17/01/1992
Ley Orgánica de la Prefectura Naval Argentina

Ley N° 21.947
1972
Aprueba el Convenio Internacional para prevenir la contaminación por mar por vertimientos de desechos y otras materias (Convenio de Londres)

Ley N° 22.190
11/03/1980
Regimen de prevención y vigilancia de la contaminación de las aguas u otros elementos del medio ambiente por agentes contaminantes de los buques y artefactos navales.

Decreto 1886
27/07/1983
Reglamenta la Ley N° 22.190 e introduce en el REGINAVE (Regimen de la Navegación Marítima, Fluvial y Lacustre, el Título 8: De la prevención de la contaminación proveniente de buques (Capítulos 1 al 5) 

Decreto 230
19/02/1987
Introduce en el REGINAVE (Regimen de la Navegación Marítima, Fluvial y Lacustre, el Capítulo 6: De la contaminación de las aguas por sustancias nocivas transportadas a granel

Ley N° 24.089

Aprobación del Convenio MARPOL 73/78

Ley N° 24.292
18/01/1994
Aprobación del Convenio Internacional sobre cooperación, preparación y lucha contra la contaminación por hidrocarburos (OPRC). 

Decreto 962
14/08/1998
Reglamenta la Ley N° 24.292 e introduce en el REGINAVE (Regimen de la Navegación Marítima, Fluvial y Lacustre, el Capítulo 7: Sistema Nacional de preparación y lucha contra la contaminación por hidrocarburos y otras sustancias nocivas y sustancias potencialmente peligrosas.

La Ley 18.398 – Orgánica de la Prefectura Naval Argentina -, establece entre su normativa que como Policía de Seguridad de la Navegación, el organismo entiende en lo relativo a las normas que se adopten tendientes a probhibir la contaminación de las aguas fluviales, lacustres y marítimas, por hidrocarburos u otras sustancias nocivas o peligrosas y verificar su cumplimiento.

Al comenzar a reglamentarse los aspectos preventivos, la Prefectura vio la necesidad de tener un órgano específico que tratara el tema, creándose en 1979 el Departamento de Contaminación y Mercancías Peligrosas, el cual fue reemplazado en el año 1995 por la Dirección de Protección del Medio Ambiente. 

Introduciéndonos en la normativa específica, el Decreto 1886/93 reglamenta la Ley N° 22.190 en cuanto hace a la Prefectura Naval Argentina e introduce el Título 8 – Prevención de la contaminación proveniente de buques- en el REGINAVE (Régimen de la navegación marítima, fluvial y lacustre).  

Al reglamentarse la Ley N° 22.190 a través del Título 8 del REGINAVE, se adoptaron para el orden nacional las mismas normas que establece el Convenio MARPOL, aplicándoselas tanto a los buques de nuestra bandera que realizan navegación internacional como nacional. De esta manera los buques argentinos realizaron viajes internacionales desde 1983 a la fecha, a pesar de que nuestro país aún no había adherido al MARPOL, cumplían las normas impuestas por dicho Convenio.

El reglamento recoge también normas relativas a vertimientos de desechos y otras materias, de similares características a las incorporadas en el Convenio de Londres 1972.

Posteriormente al dictado del Decreto 1886/83 referido, se promulgaron dos decretos adicionales a la norma, el N° 230/87 y el N° 962/98 que respectivamente introdujeron en el Título 8 los Capítulos 6 y 7.

El Título 8 comprende los siguientes capítulos:

Capitulo 1.
De la prevención de la contaminación de las aguas por hidrocarburos

Capítulo 2.
De la prevención de la contaminación de las aguas por aguas sucias

Capitulo 3.
De la prevención de la contaminación de las aguas por basuras.

Capitulo 4.
De la prevención de la contaminación atmosférica por humo y hollín.

Capitulo 5.
De la prevención de la contaminación por vertimientos de desechos y otras materias.

Capitulo 6.
De la prevención de la contaminación de las aguas por sustancias nocivas líquidas transportadas a granel

Capitulo 7.
Del sistema de preparación y lucha contra la contaminación por hidrocarburos  y otras sustancias nocivas y sustancias potencialmente peligrosas.

La Prefectura Naval en el marco de sus atribuciones ha asimismo dictado ordenanzas marítimas varias que reglamentan y complementan las disposiciones del Título 8 del REGINAVE, constituyendo las mismas un cuerpo de prevención para la contaminación de las aguas. 

Se tratarán en este trabajo todos los capítulos vinculados con la contaminación de las aguas.

APLICACION

Las normas sobre contaminación de aguas se aplicarán –en términos generales- como sigue:

· Buques que enarbolen el pabellón nacional

· En aguas de jurisdicción nacional y mar libre

· En aguas extranjeras: cuando la autoridad competente no aplique sanción al buque pero informe del hecho a la Prefectura y suministre los elementos de juicio necesarios. 

· Buques que se incorporen al pabellón nacional

· En aguas de jurisdicción nacional y mar libre

· En aguas extranjeras: cuando la autoridad competente no aplique sanción al buque pero informe del hecho a la Prefectura y suministre los elementos de juicio necesarios. 

· Buques que no enarbolen el pabellón nacional

· En aguas de jurisdicción nacional, aplicándose asimismo inspecciones de oficio.

· Buques de guerra y policiales no se aplica.

· Plataformas fijas y flotantes en aguas de jurisdicción nacional.

Prevención de la contaminación de las aguas por hidrocarburos

Se considera hidrocarburo al petróleo en todas sus manifestaciones, incluidos los crudos del petróleo, el fuel-oil, los fangos, los residuos petrolíferos y los productos de refinación distintos a los del tipo petroquímico.

Las sanciones por infracción a las disposiciones del reglamento son las siguientes

Concepto
Multa mínima
Multa máxima

Libro Registro de Hidrocarburos
Sanción a propietarios y armadores de buques por la falta a bordo o extravío 

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes  a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


22.-
2.265.-


Penalidad a quienes omitieran asientos o efectúen registros antirreglamentarios. 

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes  a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


22.-
2.265.-


Penalidad a propietarios o armadores de buques por desaparición intencional u ocultamiento para evadir cumplimiento de obligaciones 

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


2.265.-
22.657.-


Sancion a propietarios y armadores de buques por asientos falsos en forma total o parcial

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Responsabilidad penal


79.-
77.035.-

Informe de descarga
Sanción a propietarios o armadores de buques por no suministro de información de descarga o falseamiento.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años o inhabilitación al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


79.-
7.703.-


Buques que no informaren situaciones de riesgo propias o ajenas

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años o inhabilitación al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


79.-
7.703.-

Alijos
Sanción al propietario o armador de buque por ejecución de alijos o complemento de carga fuera de zona habilitada

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Suspensión de operación hasta subsanar infracción.


79.-
77.035.-


Sanción al propietario o armador de buque por no cumplir normas operativas para operaciones de alijo o complemento de carga

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 3 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Suspensión de operación hasta subsanar infracción.


61.-
61.175.-


Sanción al propietario o armador del buque por empleo de medios no acordes a exigencias de PNA

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Suspensión de operación hasta subsanar infracción.


41.-
45.306.-


Sanción al propietario o armador del buque por ejecutar operaciones sin utilizar sistemas y medios determinado por PNA

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Suspensión de operación hasta subsanar infracción.


79.-
77.035.-

Descargas prohibidas
Sanción al propietario o armador del buque por infracción al régimen de descarga

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años o inhabilitación al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


79.-
77.035.-

Dispositivos y diseños de buque
Sanción al propietario o armador del buque por solicitar despacho de buques en contravención a las disposiciones de equipos y sistemas instalados de prevención y de diseño de buques para prevenir contaminación

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años o inhabilitación al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


158.-
15.407.-

Sistemas y medios para combatir la contaminación
Sanción al propietario o armador de buque por infracción a los sistemas y medios autorizados por la PNA

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes  a 1 año o inhabilitación al Capitán, Patrón o responsable de la contravención


158.-
15.407.-

Plataformas: Dispositivos, sistemas y medios para combatir la contaminación. Libro de Registro de Descargas de Hidrocarburos
Penalidades a propietarios y armadores de plataformas por Infracciones a las disposiciones del Reglamento referidas a aguas de achique 

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años o inhabilitación al responsable operativo de la plataforma.


79.-
77.035.-

Nota: Además de las sanciones referidas, la Prefectura impondrá la prohibición de navegación en los siguientes casos:

1. Al buque que estando obligado a llevar el Libro de Registro de Hidrocarburos no lo tenga a bordo y al día.

2. Al buque que no cumpla las disposiciones sobre régimen operativo de transporte de hidrocarburos previsto en la norma.

3. Al buque que no cumpla las disposiciones sobre equipos, dispositivos y sistemas instalados a bordo para la prevención de la contaminación por hidrocarburos. 

Prevención de la contaminación de las aguas por aguas sucias

Se considera aguas sucias a las siguientes:

1. Desagües y otros residuos procedentes de cualquier tipo de inodoros, urinarios y retretes,

2. Desagües procedentes de lavabos, lavaderos y conductos de salida situados en cámaras de servicios medios (dispensario, hospital, etc.)

3. Desagües procedentes de espacios en que se transporten animales vivos, y

4. Otras aguas residuales, cuando estén mezcladas con las de desagüe arriba definidas. Se exceptúan los casos de mezcla de aguas sucias con residuos o aguas residuales para los que rigen disposiciones más rigurosas.  

Las sanciones por infracción a las disposiciones del reglamento son las siguientes:

Concepto
Multa mínima
Multa máxima

Descargas prohibidas
Sanción a propietarios y armadores de buques en forma solidaria por infracción al régimen de descarga establecido en el reglamento.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años al Capitán, Patrón o responsable del buque.


79.-
77.035.-

Dispositivos 
Sanción a propietarios y armadores de buques en forma solidaria por infracción a las disposiciones obligatorias del reglamento

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes  a 1 año al Capitán, Patrón o responsable del buque.

· Prohibición de navegar.


41.-
7.703.-

Dispositivos y régimen de descarga
Sanción a los propietarios y causantes de la violación de reglamentos y ordenanzas vinculadas a equipos, sistemas y régimen operativo de eliminación de aguas sucias por las embarcaciones deportivas

Accesorios a la multa:

· Prohibición de navegar hasta satisfacer los requerimientos de la norma.

 
22.-
453.-

Prevención de la contaminación de las aguas por basuras

Se definen como basuras a los fines de la aplicación del reglamento a toda clase de restos de víveres –salvo pescado fresco y porciones del mismo- así como los residuos restantes de las faenas domésticas y trabajo rutinario del buque en condiciones normales de servicio, los cuales suelen echarse desde el buque en forma continua o periódica. 

El término no incluye los hidrocarburos, las aguas servidas ni las sustancias nocivas liquidas.

Las sanciones por infracción a las disposiciones del reglamento son las siguientes:

Concepto
Multa mínima
Multa máxima

Descargas prohibidas
Sanción a los propietarios y armadores de buques en forma solidaria por infracción al régimen de descarga 

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable del buque.


79.-
77.035.-

Dispositivos 
Sanción a propietarios y armadores de buques en forma solidaria por infracción a las disposiciones obligatorias según el tipo de buque.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes  a 1 año al Capitán, Patrón o responsable del buque.

· Prohibición de navegación.


41.-
7.703.-

Plataforma – Descargas prohibidas
Sanción a los propietarios y armadores de plataformas en forma solidaria por infracción al régimen de descarga.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al responsable operativo de la plataforma.

 
79.-
77.035.-

Plataformas – Dispositivos Obligatorios
Sanción a los propietarios y armadores de plataformas en forma solidaria por infracción al régimen de dispositivos obligatorios según el tipo de buque.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes a 1 año al responsable operativo de la plataforma.


41.-
7.703.-

Prevención de la contaminación por vertimientos de desechos y otras materias

Se considera vertimiento a toda evacuación deliberada en las aguas, de desechos u otras materias efectuada desde buques, aeronaves, plataformas u otras construcciones, al igual que todo hundimiento deliberado en las aguas, de buques, aeronaves, plataformas u otras construcciones.

Las sanciones por infracción a las disposiciones del reglamento son las siguientes:

Concepto
Multa mínima
Multa máxima

Solicitud de autorización para efectuar vertimientos
Sanción a propietarios, armadores, aeronaves, plataformas fijas o flotantes u otras construcciones por infracción a la norma

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años o inhabilitación al Capitán, Patrón  o responsable de la contravención.


79.-
77.035.-


Sanción a propietarios, armadores, aeronaves, plataformas fijas o flotantes u otras construcciones por falseamiento u ocultamiento de datos para solicitar autorización

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses  a 2 años o inhabilitación al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Responsabilidad penal


79.-
77.035.-

Certificado de autorización de vertimiento
Sanción a propietarios, armadores, aeronaves, plataformas fijas o flotantes u otras construcciones por no poseer el certificado o se encontrase vencido.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


41.-
4.531.-

Equipos, sistemas y normas de diseño
Sanción a propietarios, armadores, aeronaves, plataformas fijas o flotantes u otras construcciones por infracción a las normas sobre equipos, sistemas y normas de diseño.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


41.-
4.531.-

Obligación de informar desvíos en condiciones del vertimiento respecto lo autorizado
Sanción a propietarios, armadores, aeronaves, plataformas fijas o flotantes u otras construcciones por infracción a las normas.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


33.-
3.398.-

Prevención de la contaminación de las aguas por sustancias nocivas líquidas transportadas a granel

Se aplica a la carga transportada por buques tanques químicos que transportan sustancias nocivas líquidas a granel, incluyéndose los petroleros cuando transportan un cargamento total o parcial de sustancias líquidas nocivas a granel.

Dichas sustancias son aquellas cuya presión de vapor no excede de 2,8 Kg/cm2, a una temperatura de 37,8° C, provenientes de operaciones de limpieza o deslastre de tanques y se categorizan como sigue:

Categoría
Descripción

A
· Suponen un riesgo grave para la salud humana o para los recursos marinos

· Ocasionan perjuicio grave a los alicientes recreativos o a los usos legítimos del mar, 

· Justifican la aplicación de medidas rigurosas contra la contaminación.

B
· Suponen un riesgo para la salud humana o para los recursos marinos

· Ocasionan perjuicio a los alicientes recreativos o alos usos legítimos del mar, 

· Justifican la aplicación de medidas rigurosas contra la contaminación.

C
· Suponen un riesgo leve para la salud humana o para los recursos marinos

· Ocasionan perjuicio leve a los alicientes recreativos o a los usos legítimos del mar, 

· Justifican condiciones operativas especiales contra la contaminación.

Las sanciones por infracción a las disposiciones del reglamento son las siguientes:

Concepto
Multa mínima
Multa máxima

Libro Registro de Carga
Sanción a propietarios y armadores de buques por falta a bordo o extravío

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


10.-
1.048.-


Sanción a propietarios y armadores de buques por omisión de asientos o registros antirreglamentarios 

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


10.-
1.048.-


Sanción a propietarios y armadores de buques por desaparición intencional u ocultamiento para evadir obligaciones.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


1.047.-
10.478.-


Sanción a propietarios o armadores de buques por falsear asientos en forma total o parcial

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


30.-
35.232.-

Informe de descarga
Sanción a propietarios y armadores de buques que no suministren o falseen información de descarga.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años o inhabilitación al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


30.-
3.523.-


Sanción a propietarios y armadores de buques que no informen situaciones de riesgo de derrames  propias o ajenas

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


30.-
3.523.-

Alijos
Sanción a propietarios y armadores de buques por ejecutar alijos o complemento de carga fuera de zona habilitada

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


30.-
35.232.-


Sanción a propietarios y armadores de buques por no cumplir normas operativas para operaciones de alijo o complemento de carga

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 3 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Suspensión de operación hasta subsanar infracción


29.-
29.938.-


Sanción a propietarios y armadores de buques por emplear en la ejecución de operaciones, sistemas y medios que no satisfagan exigencias de PNA

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 1 mes a 1 año al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Suspensión de operación hasta subsanar infracción


21.-
21.920.-


Sanción a propietarios y armadores de buques por ejecutar operaciones sin utilizar sistemas y medios determinado por PNA.

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.

· Suspensión de operación hasta subsanar infracción


30.-
35.232.-

Descargas prohibidas
Sanción a propietarios y armadores de buques que incurran en infracción al régimen de descarga

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento o suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


30.-
35.232.-

Dispositivos y diseños de buques-tanque químicos
Sanción a propietario o armadores de buques que soliciten despacho de buques en contravención a las disposiciones de equipos y sistemas instalados de prevención y de diseño de buques para prevenir contaminación

Accesorios a la multa:

· Apercibimiento, suspensión de la habilitación de 2 meses a 2 años o inhabilitación al Capitán, Patrón o responsable de la contravención.


77.-
7.268.-

Nota: Además de las sanciones referidas, la Prefectura impondrá la prohibición de navegación en los siguientes casos:

a) Al buque que estando obligado a llevar el Libro de Registro de Carga no lo tenga a bordo y al día.

b) Al buque que no cumpla las disposiciones sobre régimen operativo de buques tanque que transporten sustancias nocivas líquidas a granel previsto en la norma.

c)      Al buque que no cumpla las disposiciones sobre diseño y equipamiento obligatorio para buques tanque químicos. 

Sistema de preparación y lucha contra la contaminación por hidrocarburos y otras sustancias nocivas y peligrosas

La Prefectura Naval Argentina, es autoridad nacional competente responsable de la preparación y la lucha contra la contaminación por hidrocarburos y otras sustancias nocivas y sustancias potencialmente peligrosas, incluyendo su constitución como punto nacional de contacto para la recepción y transmision de las notificaciones de contaminación por hidrocarburos que establece el artículo 4° del Convenio Internacional sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra la Contaminación por Hidrocarburos, 1990.

Las sanciones por infracción a las disposiciones del reglamento son las siguientes:

Concepto
Multa mínima
Multa máxima

Falta de presentación de planes de emergencia
Sanción a buques que enarbolen Pabellón nacional, armadores, propietarios o fletadores de buques petroleros y quimiqueros bajo cualquier titulo que fuere, las unidades mar adentro dedicadas a operaciones de exploración y explotación de hidrocarburos y otras sustancias nocivas y potencialmente peligrosas, las terminales petroleras y quimiqueras, las monoboyas y los oeloductos costeros y subacuaticos que no presenten planes o que no los tengan a bordo y en buen estado una vez aprobado los mismos

Accesorio a la multa:

· Prohibición de navegar

· Apercibimiento, suspensión hasta 2 años o cancelación de la habilitación al personal navegante


80.-
80.000.-

Descargas prohibidas
Sanción a explotadores de puertos, instalaciones portuarias de manipulación de hidrocarburos y otras sustancias nocivas y sustancias potencialmente peligrosas, terminales petroleras y quimiqueras, monoboyas y oleoductos, responsables de descargas de hidrocarburos o sus mezclas y otras sustancias nocivas y sustancias peligrosas a las aguas, sean las mismas dolosas o culposas y fuera de los límites de autorización de la reglamentación.

Accesorio a la multa:

· Suspensión preventiva de operaciones si hubiere deficiencia en instalaciones

· Apercibimiento, suspensión hasta 2 años o cancelación de la habilitación al personal navegante

 
80.-
80.000.-

Obligación de informar sobre descargas de hidrocarburos o mezclas que las contengan, propias y ajenas y otras sustancias nocivas y sustancias potencialmente peligrosas. 


Sanción a propietarios,  armadores o fletadores de buques de Bandera Nacional en navegación en mar libre, o surtos en aguas extranjeras, que no informe sobre la descarga de sustancias.

Accesorio a la multa:

· Apercibimiento, suspensión hasta 2 años o cancelación de la habilitación al personal navegante


80.-
80.000.-


Sanción a explotadores de unidades mar adentro en operaciones de exploración o explotación de hidrocarburos, de instalaciones portuarias de manipulación de los mismos y otras sustancias nocivas, terminales petroleras y quimiqueras, monoboyas y oleoductos que no informen sobre descargas en que incurrieren o que falseasen información.

Accesorio a la multa:

· Apercibimiento, suspensión hasta 2 años o cancelación de la habilitación al personal navegante


80.-
80.000.-

Gastos de limpieza de aguas y otros servicios por contaminación 

Ocasionado el hecho que contamine las aguas, la Prefectura Naval ejecutará las medidas para efectuar la limpieza de las aguas en jurisdicción nacional. 

Sin perjuicio de la multa que pudiera ser aplicada, los propietarios de los buques o artefactos navales que hubieran ocasionado la contaminación, serán responsables en forma solidaria y objetiva, por el pago de gastos por la limpieza de aguas u otro servicio que como consecuencia del hecho haya debido realizar la Prefectura o cualquier otro organismo interviniente. 

Las facturas que emita el organismo interviniente, serán título ejecutivo suficiente para perseguir su cobro judicial. 

Hasta tanto sean canceladas las facturas o la multa, o bien se determine que no hubo responsabilidad, se solicitará a los presuntos responsables la presentación de fianza real o personal, bajo pena de la detención del buque y de no despachar ningún otro perteneciente al responsable o explotado por él.

ADMINISTRACION Y DESTINO DE LOS RECURSOS

Los recursos con los que dispone la Prefectura Naval vinculados con la contaminación de las aguas son los siguientes:

· Sanciones monetarias

· Ingresos por recupero de gastos de limpieza de las aguas o cualquier otro servicio para reparar los daños producidos por la contaminación.

Tal se observa en los cuadros, los montos de multas varían entre $ 10- y $ 80.000-. La determinación del monto de las sanciones monetarias a ser aplicadas queda a cargo del organismo a través del Prefecto Inspector.

La magnitud de los montos por multa no constituyen valores significativos ante una eventual infracción, en tal sentido no se los considera eficaces.

La percepción de los montos que devienen de la multa se efectuará a través de una cuenta especial a nombre del Prefecto Nacional Naval Cuenta Especial Item 819 “Producidos Varios”. 

En dicha cuenta también se efectúa el depósito de las restantes sanciones y cargos previstos en el REGINAVE y vinculados con cuestiones operativas de la navegación, no siendo posible la desagregación de los montos cobrados en concepto de multas o gastos de limpieza de los restantes cargos, ya que no se lleva una contabilidad por fuente de ingreso.

EVALUACION DE LA EFECTIVIDAD Y EFICIENCIA 

La garantía de cumplimiento de la normativa internacional y nacional vigente está implícita en la certificación del buque sin la cual no es posible la navegación. 

Un elemento disuasivo importante frente a una contravención a la normativa es la obligación del buque contaminante a hacer frente al pago de los gastos de limpieza y de reparación de daños producidos por el elemento contaminante, los que representan una pérdida representativa para el propietario o armador. 

CONCLUSIONES EFECTIVIDAD/EFICIENCIA/RESTRICCIONES
La aplicación de sanciones como elemento para disminuir la contaminación no es eficaz, teniendo mayor peso la obligación del buque de hacer frente a los gastos de limpieza y conexos que surjan como consecuencia de una detección de anomalía.

En cuanto a la detección de infracciones del reglamento que devienen en la contaminación de las aguas, son de fácil verificación aquellas acotadas a inspecciones en el radio del puerto, mientras que por las ocasionadas mar adentro se tiene conocimiento a través de la obligación de informar ante un factor contaminante según las disposiciones de la reglamentación, atento a que no existe patrullaje sistemático. 

ANEXO

PREFECTURA NAVAL ARGENTINA

FUNCIONARIOS ENTREVISTADOS

Dirección de Medio Ambiente

Asesor Dr. Carlos Borelli

Anexo  5: Uruguay ; tarifas de agua (OSE)

   TARIFAS DE AGUA, 1.07.2002








1) CONSUMOS DOMESTICOS












TC julio 2002

TC octubre 2002





17,8


27



Consumos en m3
$/mes
$/m3
U$S/mes
U$S/m3

U$S/mes
U$S/m3












< 5
33,45

1,88


1,24













< 5, > 10
66,90

3,76


2,48













>10, < 15

6,69

0,38


0,25


>15, < 20

9,09

0,51


0,34


>20, < 25

11,10

0,62


0,41


>25, < 30

13,58

0,76


0,50


>30, < 50

16,71

0,94


0,62


> 50

21,07

1,18


0,78











2) CONSUMOS PRIVADOS NO DOMÉSTICO (EXCEPTO INDUSTRIALES)







$/m3

U$S/m3

U$S/m3


Hasta 1000 m3

27,96

1,57


1,04


Excedente de 100 m3

23,04

1,29


0,85











3) CONSUMOS PRIVADOS INDUSTRIALES











$/m3

U$S/m3

U$S/m3


Hasta 1000 m3

27,96

1,57


1,04


Excedente de 1000 m3 / 2000 m3

21,66

1,22


0,80


Excedente de 2000 m3 / 2500 m3

20,36

1,14


0,75


Excedente de 2500 m3 / 3000 m3

19,14

1,08


0,71


Excedente de 3000 m3 / 3500 m3

17,99

1,01


0,67


Excedente de 3500 m3 

16,91

0,95


0,63

4) CONSUMOS OFICIALES









Administración Central y departamental
$/m3

U$S/m3

U$S/m3




26,20

1,47


0,97











5) EMPRESAS PUBLICAS









Ute, Antel, Ancap, Anp

$/m3

U$S/m3

U$S/m3




32,63

1,83


1,21

Anexo  6: Uruguay; tarifas de agua: cargo fijo agua

    CARGO FIJO AGUA
Servicios domésticos con conexión individual
Servicios privados no domésticos
Servicios oficiales
Empresa públicas


Montevideo/Interior
Balnearios Canelones y Rocha
Montevideo/Interior
Balnearios Canelones y Rocha
Montevideo/Interior
Balnearios Canelones y Rocha
Montevideo/Interior
Balnearios Canelones y Rocha

$ uruguayos









Con conexión de 12mm
42,54
85,08
212,73
425,46
86,21
172,42
86,21
172,42

Con conexión de 19mm
63,98
127,96
317,53
635,06
128,64
257,28
128,64
257,28

Con conexión de 25mm
102,50
205,00
509,72
1.019,44
205,95
411,90
205,95
411,90

Con conexión de más de 25mm
453,59
907,18
2.267,19
4.534,38
912,68
1.825,36
912,68
1.825,36











U$S de julio 2002









Con conexión de 12mm
2,39
4,78
11,95
23,90
4,84
9,69
4,84
9,69

Con conexión de 19mm
3,59
7,19
17,84
35,68
7,23
14,45
7,23
14,45

Con conexión de 25mm
5,76
11,52
28,64
57,27
11,57
23,14
11,57
23,14

Con conexión de más de 25mm
25,48
50,97
127,37
254,74
51,27
102,55
51,27
102,55











U$S de octubre 2002









Con conexión de 12mm
1,58
3,15
7,88
15,76
3,19
6,39
3,19
6,39

Con conexión de 19mm
2,37
4,74
11,76
23,52
4,76
9,53
4,76
9,53

Con conexión de 25mm
3,80
7,59
18,88
37,76
7,63
15,26
7,63
15,26

Con conexión de más de 25mm
16,80
33,60
83,97
167,94
33,80
67,61
33,80
67,61

Anexo  7: Uruguay; tarifas de alcantarillado

TARIFAS DE ALCANTARILLADO. 1.07.2002



Cargo Fijo por Conexión

$ uruguayos
U$S de julio 2002
U$S de octubre 2002

Industria frigorífica. Mataderos, tectiles, papeleras,  productos lácteos, alimenticios,y curtiembres. Por mes
947,53
53,23
35,09















ComeRcio al público con elaboración propia de productos alimentiicos del ramo: panaderría, confiterías, fábricas de pastas. Por mes.
473,77
26,62
17,55















Industrias del aceite, jabones y bebidas sin alcohol. Por mes.
709,44
39,86
26,28















Demás industrias. Por mes.

24,87
1,40
0,92








Servicios domésticos.Por mes.

24,87
1,40
0,92








Dependencias oficiales. Por mes

24,87
1,40
0,92








Cargo variable

$ uruguayos
U$S de julio 2002
U$S de octubre 2002








60%  del importe de la factura de consumo de agua, con un  máximo de:
4.894,50
274,97
181,28








Dependencias oficiales, 100% del importe de la factura de agua, con un máximo de<. 
7.759,99
435,95
287,41








Anexo  8: Uruguay; reintegros a la forestación – Ley 1602/88, articulo 45

ANEXO 4. Reintegros a la Forestación Ley 16002/88, artículo 45









Año
Monto pagado  total $ millones
 tipo cambio U$S
Superficie con reintegro
Monto pagado  total U$S millones
U$S/há

1990
0,19
1,17
1.155
0,16
139,53

1991
0,72
2,02
3.754
0,36
95,07

1992
4,13
3,02
9.492
1,36
143,80

1993
9,16
3,94
14.440
2,32
160,88

1994
16,04
5,05
18.273
3,18
173,86

1995
30,96
6,34
23.815
4,88
204,87

1996
31,41
7,97
20.300
3,94
194,16

1997
39,52
9,44
21.744
4,19
192,56

1998
38,26
10,47
18.796
3,65
194,45

1999
55,97
11,33
27.997
4,94
176,39

2000
18,26
12,09
8.738
1,51
172,73

2001
65,16
13,31
22.035
4,89
222,10

Total


190.539
35,39
185,72

Anexo  9: Síntesis de los instrumentos Económicos existentes en Uruguay
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� Recomendación C72 128


� � RENV _Ref26607408 \h ��Ref. 12�


� � RENV _Ref27298609 \h ��Ref. 14�


� Barker et Köhler, 1998, « Equity and ecotax reform in the EU », Fiscal studies, vol 19, n°4, cité par � RENV _Ref27298609 \h ��Ref. 14�


� Luhman et Al, 1998, » Unevenly distributed benefits from reducing pollutants » in Environmental fiscal reform, Wuppertal, cité par � RENV _Ref27298609 \h ��Ref. 14�


� Ley nº 64-1245 del 16/12/1964


� Ley del 3 de enero de 1992


�  60000 m3 sobre el período de referencia (mayo-noviembre)


� Según la Agencia de la cuenca Rhône-Mediterranée-Corse


� Restitución de una parte de la tasa extraída por las colectividades que poseen una estación de depuración funcional,  ver más arriba


� Este indicador toma en cuenta el caudal de los cursos del  agua para dar una evolución de la calidad  de grandes tipos de ríos.


� Las extraccionesdeben distinguirse de los consumos: todo o parte de las aguas extraídas pueden retornar al medio.


�En Francia, existe también un sistema de permisos regido por el Estado, pero las tasas sobre los desechos son regidas por las Compañías de agua, que son independientes.


� En � RENV _Ref30317015 \h � \* FUSIONFORMAT �Anexo  5� , se incluyen las tarifas vigentes de agua de OSE desde el 1.07.2002. Dadas las variaciones de tipo de cambio reciente se incluyen los valores en dólares a julio  y octubre del 2002.


� Véase � RENV _Ref30317153 \h ��Anexo  6�


� Véase � RENV _Ref30317508 \h ��Anexo  7�


�  Decreto 29434, art. 89-95, Junta Departamental de Montevideo; Resolución Nro. 1594/01 del Intendente, 10/05/2001 y Reglamentación Resolución Nro. 2377/01 del 02/07/2001.





� / Tarifas de la IMM Usina 7, por residuos sólidos,  1 UR ($200) por tonelada recibida en fosa y UR ½ ($100) por tonelada recibida en  pista. Las barométricas no deben pagar nada para disponer sus efluentes en la red de Montevideo.


� Decreto 135/99, regula el manejo de residuos sólidos hospitalarios desde la generación a la disposición final.


� / Ley 14859, Código de Aguas, Art. 3, numeral 5. … “aguas públicas destinadas a riego, usos industriales o de otra naturaleza.”


� / Ley 15939, art. 39 y ss.  Titulo V. Fomento  a la Forestación. Cap. 1.  Beneficios tributarios., Cap.  2. Financiamiento (Fondo Forestal), Cap.3  Del Fondo Forestal.


� / En Anexo 4, se incluye el detalle de los reintegros pagos en aplicación del  art. 45 de la Ley Forestal.


� / Ley 17283. Art. 13,   Ley 16906 del 09/01/98 (Ley de promoción de inversiones).


� / Ley 16170, 28/12/1990 art. 454 y Art. 27 de Ley 17283 del 28/11/2000


� / Existe una gran profusión de normas que desbordan el campo de interés de este documento y que tienen menor relevancia. Bienes importados que afectan la salud humana. El LATU controla las características de los bienes y autoriza su ingreso y cobra una tasa a la importación. Establecimientos de producción de carnes. Control. Materiales radioactivos y equipos generadores de radiaciones ionizantes. Permiso previo para producción, comercialización, tránsito y control. Armas bacteriológicas. Desechos peligrosos. Prohibición de importación y tránsito. Sustancias agotadoras de ozono. Autorización previa para importación y exportación. Inhalantes tóxicos. Explosivos y agresivos químicos de combate y de armas y municiones. Producción exclusiva del Estado y permiso previo a al importación de armas. Equipos e insumos que afectan el ambiente y la salud. Prohibición de importar. Energía nuclear. Hidrocarburos. Energía eléctrica, marco regulatorio. Cenizas. Ruido. Gases. Sustancias o agentes cancerígenos. Saturnismo. Agroquímicos: plaguicidas, fertilizantes, Insecticidas. Agricultura ecológica. Pesca y caza acuática. Variedades zoológicas silvestres, caza, importaciones, transporte, tenencia, comercialización e industrialización. Areas protegidas. Fauna, flora y bellezas escénicas naturales. Aves. Perdiz. Ñandú. Nutria. Jabalí.  Venado. Liebre. Cueros y pieles. Lobos marinos. Definición de estándares de la contaminación del aire en fuentes fijas. No se han definido aún las correspondientes a fuentes móviles.


� La elección reciente del Presidente de la República es el primer paso hacia la estabilización institucional.


� Ver § 2.7


� informe final « fundamentos sociales y principales cosecuencias ; FREPLATA ; 2002


� FREPLATA ; dec 2002
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